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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
 
 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ, D.C. 
SALA CIVIL 

 
MAGISTRADA SUSTANCIADORA: RUTH ELENA GALVIS VERGARA 

 
Bogotá, D.C., dieciséis de abril de dos mil veintiuno 
 
Proceso:  Verbal  
Demandante:        Luis Enrique Gonzales Rodríguez y otros. 
Demandado:          Seguros de vida Suramericana S.A 
Radicación:  110013103046202000315 01 
Procedencia:  Juzgado 46 Civil del Circuito de Bogotá 
Asunto:  Apelación auto 
AI-043/21. 
 
 
 
Se pronuncia el Tribunal acerca del recurso de apelación 
propiciado por la parte demandante contra el auto de fecha 14 
de diciembre de 2020, que rechazó la demanda. 
  
 
 
Antecedentes 
 
1. Luis Enrique González Rodríguez, Lina María y Luis Alejandro 
González Jiménez presentaron demanda declarativa de 
responsabilidad civil contractual contra Seguros de Vida 
Suramericana S.A. 
 
2. Mediante auto del 26 de noviembre de 2020 se inadmitió la 
demanda, para que se corrigiera en los siguientes aspectos:  (i) 
aportar certificado de existencia y representación de la 
demandada, con expedición no superior a un mes; (ii) prestar 
caución para decretar la medida cautelar, (iii) “Partiendo de lo 
resuelto en el numeral inmediatamente anterior, y en caso de 
desistirse de las medidas cautelares, o no aportarse la respectiva 
caución, con la subsanación acredítese el envío de la demanda con sus 
anexos a la parte demandada, como también la subsanación, según lo 
estipulado en el ordinal 6º del Decreto 806 de 2020; y alléguese la 
conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad…”  
 
3. Oportunamente el demandante radicó escrito al que adjuntó 
el certificado de la sociedad demandada.  En cuanto a la caución 
consideró, entre otras cosas, que se extralimitó el juez en el 
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ámbito de sus competencias en materia de inadmisión de la 
demanda por cuanto exhorta al demandante a cumplir una 
carga no prevista por el legislador en los artículos 82 y 90 del 
estatuto procesal; igualmente señaló que “no encuentra sustento 
el requerimiento impartido por su señoría, en vista que con todo 
respeto se está desconociendo de entrada el principio de taxatividad 
que contempla el Artículo 90 ibídem y desconoce el principio de 
eventualidad al impartir una orden prematura”. 
 
Al referirse al tercer requerimiento, dijo que este se encuentra 
coligado al anterior y además que al exigir la prestación de la 
caución se valoró la medida cautelar encontrándola procedente 
“razón suficiente para desgajar los efectos propios del Parágrafo 
primero del Artículo 590 del C.G.P., en punto a desplazar la carga de 
la conciliación como requisito de procedibilidad (…) bastaba que se 
presentara su solicitud y no su decreto o práctica, para considerarse 
eximido el demandante, de agotar la conciliación para acceder de 
manera directa a la justicia”. 
 
4.  Se rechazó la demanda tras considerar el Juzgador que no se 
había dado cumplimiento a lo requerido pues “no dio 
cumplimiento a los numerales 2º y 3º de la providencia proferida el 
26 de noviembre hogaño”, indicó que el demandante al presentar 
la demanda de manera simultánea debía enviar por medio 
electrónico copia de ella y sus anexos, salvo la solicitud de 
medidas cautelares, y como en el presente litigio no desistió de 
estas, ni presentó caución, obligatoriamente debía cumplir con 
la exigencia consagrada en el Decreto 806 de 2020.  Además 
como requisito de procedibilidad se requería agotar previamente 
la conciliación.  
 
5. Contra la decisión anterior se interpuso los recursos 
ordinarios, el principal se decidió adversamente en razón a que 
“…no se allegó la caución que la ley ordena prestar con la solicitud de 
medidas cautelares para suplir la conciliación prejudicial, no era 
procedente decretar la cautela solicitada, y por ende se debía 
acreditar la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad, 
y con esto debía cumplir además con la exigencia contenida en el 
artículo 6º del Decreto 806 de 2020…”, y se concedió el subsidiario.   
 
6. Los reproches planteados por el recurrente se fundan en que 
hubo: i) extralimitación de competencia y taxatividad de 
requisitos para obtener demanda en forma; los requerimientos 
de los numerales 2º y 3º presentan un defecto orgánico de 
carácter funcional en vista que la agencia judicial extralimitó el 
ámbito de sus competencias en materia de inadmisión de la 
demanda por cuanto exhorta al extremo demandante a cumplir 
cargas no previstas por el legislador en los artículos 82 y 90. ii) 
procedencia de la medida cautelar de inscripción de la demanda; 
el imperativo contemplado en el parágrafo gramatical exige de 
la parte interesada únicamente requerir la medida cautelar para 
quedar relegado de intentar la conciliación prejudicial. iii) 
principio de eventualidad y preclusividad de las actuaciones 
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procesales; la inadmisión y el injusto rechazo de la demanda por 
el no pago de la caución exigida para el decreto de la medida 
cautelar que no se ha decretado, frente aun proceso que no está 
en curso pues no se ha admitido a trámite, se torna a todas luces 
improcedente, por lo que debe seguirse el curso natural del 
proceso para que una vez admitida la demanda, se imponga la 
respectiva caución para que posteriormente se practique la 
medida cautelar solicitada por el extremo demandante. iv) 
temporalidad de la caución de que trata el numeral 2 del artículo 
590 del CGP y su incidencia de cara al rechazo de la demanda; el 
plazo impuesto para la constitución de la caución, no puede 
minar el acceso a la administración de justicia, pues tal 
consecuencia no la previó el legislador so pena de conculcar el 
debido proceso.  
 
 
 
 
Consideraciones 
 
1. El artículo 90 de la Ley 1564 de 2012, otorga al juez el deber 
de ejercer el primer control de la actuación al calificar la 
demanda, y de no hallar satisfechos cabalmente los requisitos 
que en ella deben confluir se le  habilita para inadmitirla, entre 
otras hipótesis cuando no reúna los requisitos generales que se 
encuentran detallados en el artículo 82 de la misma Ley. 
 
2. En el asunto examinado, y en punto del tema objeto de 
reproche, en verdad la causal de inadmisión dirigida a que se 
prestara caución para decretar la cautela pedida, no se enmarca 
dentro de alguno de los motivos que constituyen requisito formal 
de toda demanda; de contera, tampoco resultaba viable exigirle 
que de no prestarla, o de desistir de la medida, se arrimara la 
conciliación prejudicial y se acreditara el envío de la demanda 
con sus anexos a la demandada.  
 
2.1. A la no prestación de la caución judicial, sólo puede 
asignársele el efecto de no decretarse la cautela rogada. 
 
Así las cosas, el no acatamiento de aquella imposición, no puede 
traer aparejada la obligación de allegarse la conciliación 
prejudicial como requisito de procedibilidad como tampoco el 
envío de la demanda y sus anexos al demandado. 
 
2.2.  La conminación a acreditar el requisito de procedibilidad, 
tampoco era factible, pues si bien es cierto el inciso 3º del 
artículo 90 de la codificación adjetiva faculta al Juez para 
inadmitir la demanda “cuando no se acredite que se agotó la 
conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad”, que según 
lo preceptuado por el artículo 38 de la Ley 640 de 2001 
modificado por el artículo 621 de nuestro Código Adjetivo, será 
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indispensable en los asuntos civiles, en los procesos declarativos 
con sus respectivas excepciones, siempre y cuando la materia 
sea conciliable, no lo es menos que debe acatarse lo dispuesto en 
el parágrafo 1ºdel artículo 590 de la Ley 1564 de 2012, que 
indica: “En todo proceso y ante cualquier jurisdicción, cuando se 
solicite la práctica de medidas cautelares se podrá acudir 
directamente al juez, sin necesidad de agotar la conciliación 
prejudicial como requisito de procedibilidad.”. 
 
Precisamente ante esa excepción nos enfrentamos en este caso, 
como quiera que en el libelo genitor se solicitó la inscripción de 
la demanda respecto de un bien de la demandada, con cimiento 
en el literal b) del numeral 1. del artículo 590 ídem, la que ha de 
entenderse halló viable el a quo, pues previo a su decreto exigió 
prestar caución 
 
Analizadas de manera coherente y sistemática las normas 
citadas, no puede llegarse a la conclusión a la que arribó el 
juzgador de primer grado, pues el parágrafo primero del artículo 
590 sólo exige que haya “solicitud” de una medida cautelar. 
 
4. En cuanto a la exigencia de enviar copia de la demanda a la 
demandada, debe decirse que de acuerdo con lo preceptuado por 
el Decreto 806 de 2020 se exceptúa de tal carga al demandante 
ya que el inciso 4º del artículo 6º señala: “En cualquier jurisdicción, 
incluido el proceso arbitral y las autoridades administrativas que 
ejerzan funciones jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten medidas 
cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 
notificaciones el demandado, el demandante, al presentar la 
demanda, simultáneamente deberá enviar por medio electrónico 
copia de ella y de sus anexos a los demandados...” 
 
5. Dentro de éste contexto, y sin que sean necesarias mayores 
consideraciones, se concluye, que en este asunto le asiste razón 
al apelante, por ende, se impone revocar el auto censurado, y 
ordenar al juez de primer grado proveer sobre la admisión la 
demanda. 
 
 
 
 
Decisión 
 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito 
Judicial de Bogotá D.C., en Sala Civil de Decisión Civil, 
RESUELVE: 
 
1. REVOCAR el auto proferido el 14 de diciembre de 2020 por el 
Juzgado 46 Civil del Circuito de Bogotá.  
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2. Devuélvase el expediente al Juzgado de origen para que, sin 
consideración de los motivos que dieron lugar al rechazo, se 
proceda a la admisión de la demanda. 
 
Notifíquese y cúmplase, 

RUTH ELENA GALVIS VERGARA 
Magistrada 
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RUTH ELENA GALVIS VERGARA 

MAGISTRADA

Magistrada Sala Civil Tribunal Superior De Bogotá, D.C.
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

 DE BOGOTÁ - SALA CIVIL 

 

11001 22 03 000-2019-01248-00 

 

Bogotá D.C., dieciséis (16) de abril de dos mil veintiuno (2021). 

 

 

En atención a la solicitud presentada, por el apoderado actor1, 

de conformidad con lo normado en el artículo 116 del Código General 

del Proceso, se ordena el desglose de los documentos solicitados por 

el petente. 

 

Por secretaría realícese la entrega de éstos dejando las 

constancia de rigor. 

 

 

Notifíquese, 

 

CARLOS AUGUSTO ZULUAGA RAMÍREZ 
Magistrado 

000-2019-01248-00 

 
1 Archivos denominados “06. Correo donde allegan escrito desglose” y “07. Solicitud de Desglose” ubicados 

en la carpeta “04. MEMORIALES” 
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Bogotá D.C, dieciséis (16) de abril de dos mil veintiuno (2021). 

 

Radicación 110012203000 2021 00254 00 

 

Teniendo en cuenta que el escrito introductorio, contiene los requisitos 

formales exigidos para sustentar el medio de contradicción impetrado, 

amén que fue formulado en el término establecido por el Legislador, 

contra sentencia ejecutoriada, se funda en la causal 7 consagrada en el 

artículo 355 del Código General del Proceso y está dirigido frente a las 

personas que intervinieron en el juicio, el Despacho con fundamento en 

lo dispuesto por el artículo 358 ibídem. 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Admitir el recurso extraordinario de revisión interpuesto por 

la señora RUBIELA SÁNCHEZ DAZA, contra la sentencia proferida el 9 

de agosto de 2019, por el Juzgado 26 Civil Municipal de Bogotá,  dentro 

del proceso ejecutivo 11001-4003-026-2018-00545-00 promovido por 

MAURICIO ROBAYO GÓMEZ contra GLORIA ALIDA SANTANA 

LOZANO y RUBIELA SÁNCHEZ DAZA. 

 

SEGUNDO: Correr traslado, por el término de cinco (5) días, en la forma 

establecida por los artículos 91 y 358, inciso 5, de la Ley 1564 de 2012, 

a los señores Robayo Gómez y Santana Lozano.  

 

TERCERO: Reconocer al abogado CARLOS MARIO ULLOA  MATEÚS, 

como apoderado judicial de la recurrente, en los términos y fines del 

poder conferido. 

 

NOTIFÍQUESE, 
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Radicación: 110012203000-2021-00629-00 (5264) 

Demandante: Gilma Peña Ossa   

Demandado: Aurora Torres Romero 

Proceso:  Verbal 

Asunto:  Conflicto de competencia 

 

Bogotá, D. C., quince (15) de abril de dos mil veintiuno (2021). 

 

El conflicto suscitado entre los Juzgados 33 y 34 Civil del Circuito, 

ambos de Bogotá, en el proceso verbal de Gilma Peña Ossa contra 

Aurora Torres Romero, debe resolverse atribuyéndole la competencia 

al primero de los despachos judiciales en mención, por cuanto el 

funcionario a su cargo realizó una indebida aplicación de las reglas 

para declararse incompetente. 

 

En este caso, aunque la actuación del juez hubiese tenido dificultades, 

se estaba tramitando sin alegación alguna respecto de la falta de 

competencia y eventual nulidad del referido artículo 121 del CGP, por 

lo que, en buenas cuentas, esa causal de nulidad debe entenderse 

superada.  

 

Es que como se sabe, la expresión “de pleno derecho” que traía el 

citado precepto 121, como forma de nulidad procesal, fue declarada 

inexequible mediante sentencia de la Corte Constitucional C-443 de 

2019.  Y así se tratara de asuntos anteriores, como invocó el juzgado 

33 (auto de 14 de septiembre de 2020), de todas maneras debía tenerse 

en cuenta que dicha forma de invalidación carecía de regulación en el 

Código General del Proceso, por lo cual, en aplicación de los preceptos 

11 y 12 de ese estatuto, convenía aplicar los principios que emanan de 

su contexto, y para tal efecto acudir a los cánones 132 y siguientes, que 

ordenan los aspectos concernientes a las nulidades procesales. 
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Raciocinio que permitía a ver como saneable la nulidad prevista en el 

artículo 121, así en su momento se hubiese establecido como de pleno 

derecho, porque al cabo las nulidades procesales surgen de 

irregularidades que afectan el debido proceso de las partes, pero deben 

aplicarse restrictivamente y sanearse siempre que ocurran los 

supuestos para ese beneficio de la actuación.  

 

Justamente las perjudiciales secuelas de las nulidades, imponen que 

previo a decretarse o reconocerse, sean evaluadas por el juez con miras 

a determinar si en verdad hubo vulneración del debido proceso, 

teniendo en cuenta la eficacia de los procedimientos, para que sólo sea 

factible cuando un vicio indiscutible impide la continuación del 

trámite.  De ahí que el artículo 136 del Código General del Proceso, 

contemple varias hipótesis en las que la nulidad se considera saneada, 

entre estas:  a)  si “la parte que podía alegarla no lo hizo 

oportunamente o actuó sin proponerla” (num. 1);  y b)  “[c]uando a 

pesar del vicio el acto procesal cumplió su finalidad y no se violó el 

derecho de defensa” (num. 4),  regla esta que viene desde el anterior 

Código de Procedimiento Civil, artículo 156, que preveía: “4. Cuando 

a pesar del vicio del acto procesal cumplió su finalidad y no se violó el 

derecho de defensa”1.  

 

Con esa percepción, antes de declarar una nulidad procesal, es 

menester analizar en detalle la circunstancia que dio lugar al vicio y si 

el mismo realmente vulneró los derechos de las partes, en lugar de 

anular por anular;  tanto menos si el principio de convalidación 

impregna todo el sistema de nulidades procesales, bajo el cual, de 

forma expresa o tácita, el afectado puede ratificar la actuación 

defectuosa, en señal de ausencia de afectación a sus intereses2, ya que 

el postulado “se refiere a la posibilidad de saneamiento, expreso o 

tácito, lo cual apareja la desaparición del error de actividad, salvo los 

casos donde no cabe su disponibilidad por primar el interés público, 

 

1 Se resaltó el original del, que cambió por el acto..., a partir del decreto 2282 de 1989. 
2 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, SC 19 de diciembre de 2011, Rad. 2008-

00084-01. 
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pues si el agraviado no lo alega, se entiende que acepta sus 

consecuencias nocivas”3. 

 

Sobre el particular, vale traer a colación que la Corte Constitucional en 

sentencia T-341 de 2018, reiteró su línea jurisprudencial sobre la 

necesidad de analizar las razones del incumplimiento del plazo.  “Es 

por ello que en la sede de acción de tutela debe considerarse que el 

juez ordinario no incurre en defecto orgánico al aceptar que el 

término previsto en el artículo 121 del Código General del Proceso, 

para dictar sentencia de primera o de segunda instancia, si bien 

implica un mandato legal que debe ser atendido, en todo caso un 

incumplimiento meramente objetivo del mismo no puede implicar, a 

priori,  la pérdida de la competencia del respectivo funcionario 

judicial y, por lo tanto la configuración de la causal de nulidad de 

pleno derecho de las providencias dictadas por fuera del término 

fijado en dicha norma, no opera de manera automática.” (Negrillas 

para resaltar). 

 

A más de que, se repite, en la sentencia C-443 de 2019, entre otras 

decisiones, la Corte Constitucional declaró la “inexequibilidad de la 

expresión ‘de pleno derecho’ contenida en el inciso sexto del artículo 

121 del Código General del Proceso, y la exequibilidad condicionada 

del resto de este inciso, en el entendido de que la nulidad allí prevista 

debe ser alegada antes de proferirse la sentencia, y de que es saneable 

en los términos de los artículos 131 y subsiguientes del Código 

General del Proceso”4.  

 

Resáltase que en la última jurisprudencia de la Corte Suprema de 

Justicia, Sala Civil, se consideró:  “…la nulidad de que trata el tan 

citado artículo 121, es de carácter saneable, por lo que al no haber 

sido invocada por ninguno de los sujetos procesales antes de haberse 

dictado sentencia de primera instancia, no tenía razón alguna para 

declararla, como de manera equivocada se hizo…”5.  

 

3 Corte Sup., sentencia civil de 1° de marzo de 2012, Rad. 2004-00191-01. 
4 Comunicado 37 de 25 y 26 septiembre de 2019, sentencia C-443 de 2019.  
5 CSJ, Sala Civil, sentencia STC15542-2019 de 14 de noviembre de 2019.  
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Total que de ninguna manera puede aceptarse la declaración de 

incompetencia y eventual anulación, declarada por el juzgado 33, pues 

trátase de actuaciones anteriores o posteriores a la referida sentencia 

C-443 de 2019, cual viene de explicarse, la nulidad tiene que 

considerarse saneable cuando no es alegada en tiempo.  

 

Con base en lo expuesto, el Tribunal Superior de Bogotá, Sala Civil, 

declara que el competente para conocer el presente asunto, es el 

Juzgado 33 Civil del Circuito de Bogotá, al que se le enviará 

inmediatamente el expediente.  

 

Líbrense las comunicaciones necesarias a los juzgados involucrados en 

el conflicto.   

 

 Notifíquese.  

 
JOSE ALFONSO ISAZA DAVILA 

MAGISTRADO TRIBUNAL SUP. DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 

(Firma según arts. 11 Dec. 491/2020, 6 Ac. PCSJA20-11532 y otros) 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SALA DE DECISIÓN CIVIL 

 

Bogotá, D.C., dieciséis (16) de abril de dos mil veintiuno (2021) 

 

Proceso Verbal 

Demandante Bluepharma Colombia S.A.S. 

Demandada Biogen Laboratorios de Colombia S.A. 

Radicado 110013199 001 2017 88930 01 

Instancia Segunda – apelación de auto - 

Decisión Confirma 

 

Se decide el recurso de apelación formulado por el apoderado de la parte actora 

contra el auto No. 48722 del 3 de julio de 2020, proferido por la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales de la Superintendencia de Industria y Comercio, por medio 

del cual declaró la terminación del proceso (inc. 2, num. 4°, art. 372 C.G.P). 

 

ANTECEDENTES 

 

1. Mediante auto del 11 de febrero de 2020, la Superintendencia de Industria y 

Comercio fijó el 4 de marzo de 2020, para la realización de la audiencia prevista en el 

artículo 372 del C.G.P.; llegada esa fecha, se dejó constancia que los representantes 

legales de las partes no comparecieron, por lo que se advirtió que se daría aplicación a 

lo establecido en el inciso 2º, numeral 4º ejusdem y se concedió a las partes el término de 

3 días para justificar la inasistencia. 

 

2. Oportunamente, el apoderado del extremo demandado presentó escrito por el 

cual justificó la inasistencia de la representante legal Bluepharma, argumentando que 

Vanda Patricia Vieira Vicente, renunció al cargo de gerente y representante legal de la 

sociedad, misma que fue aceptada mediante Acta No. 12 de la Asamblea de Accionistas 

del 17 de mayo de 2017, inscrita el 22 de junio de ese mismo año. 
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Continuó afirmando que mediante Acta 15 de la Asamblea de Accionistas del 6 

de julio de 2017, inscrita el 14 de julio de 2017, se inició una acción de responsabilidad 

social contra Diego Felipe Echeverri Zajia, quien adicionalmente fue removido del 

cargo de Representante Legal Suplente; y, Claudia Patricia Forero, renunció al cargo de 

segunda suplente general y representante legal, la cual fue aceptada mediante Acta No. 

12 de la Asamblea de Accionistas del 17 de mayo de 2017. 

 

Finalizó manifestando que a la fecha de la presentación del memorial, 

Bluepharma Colombia S.A. “no ha designado ni cuenta con un representante legal que pueda 

atender la diligencia programada por su Despacho”, constituyendo una razón de fuerza mayor 

la inasistencia a la audiencia programada. 

 

3. Mediante auto del 3 de julio de 2020, el a quo consideró que los hechos 

aducidos no corresponden a hechos imprevisibles que no fueran posibles de resistir, 

sino a hechos atribuibles a la propia parte demandante en relación con la organización 

interna de la sociedad “al no realizar el nombramiento respectivo de un representante legal para 

todos los efectos que se desprenden de su cargo y más aún para haga frente al presente caso en el que 

está de por medio una acción judicial que la misma sociedad ha promovido”. 

 

Seguidamente precisó que ninguna de las partes justificó su inasistencia a la 

audiencia, razón por la que declaró la terminación del proceso conforme lo dispuesto 

en el inciso 2 del numeral 4° del artículo 372 del C.G.P. 

 

4. Inconforme con la anterior decisión, el apoderado de la demandante interpuso 

de reposición y apelación en subsidio, argumentando que en el caso de la sociedad 

Bluepharma, se presenta una circunstancia excepcional ya que carece de representante 

legal, razón por la cual fue sometida a control por la Supersociedades, entidad que el 28 

de febrero de 2020, solicitó a la Coordinadora del Grupo de Admisiones convocar a un 

proceso de insolvencia en la modalidad de liquidación judicial “teniendo en cuenta la carencia 

de Representante Legal entre una de las razones”. 

 

Acotó que por lo anterior, el 7 de marzo de 2020, se decretó la apertura del 

proceso de liquidación judicial, por lo que al momento de la audiencia, se encontraba 

en una situación imprevista que se configura como fuerza mayor. 
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Conforme a expuesto, solicitó que se reprograme la audiencia inicial “en la que mi 

representada asistirá a través de su liquidador debidamente posesionado o de quien este determine a 

efectos de garantizar el derecho de la demandante al acceso a la justicia”. 

 

5. Resuelto el recurso horizontal de forma desfavorable a su promotor, 

corresponde a esta Corporación desatar la alzada. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. El problema jurídico a resolver consiste en establecer si la justificación de la 

inasistencia del representante la parte actora a la audiencia prevista en artículo 372 del 

C.G.P., allegada por el apoderado de ese extremo procesal con posterioridad a la misma, 

constituye motivo suficiente para que no se aplique la sanción prevista en inciso 2, 

numeral 4° del art. 372 C.G.P., esto es, la terminación del proceso. 

 

2. Con miras a resolver la alzada, es preciso tomar como punto de referencia la 

norma inmediatamente citada, la cual se transcribe en lo que resulta relevante para el 

caso:  

 

El juez, salvo norma en contrario, convocará a las partes para que concurran 
personalmente a una audiencia con la prevención de las consecuencias por su 
inasistencia, y de que en ella se practicarán interrogatorios a las partes. La audiencia 
se sujetará a las siguientes reglas: 
 
(…) 
 
2. Intervinientes. Además de las partes, a la audiencia deberán concurrir sus 
apoderados. 
La audiencia se realizará aunque no concurra alguna de las partes o sus apoderados. 
Si estos no comparecen, se realizará con aquellas. 
Si alguna de las partes no comparece, sin perjuicio de las consecuencias probatorias 
por su inasistencia, la audiencia se llevará a cabo con su apoderado, quien tendrá 
facultad para confesar, conciliar, transigir, desistir y, en general, para disponer del 
derecho en litigio. 
3. Inasistencia. La inasistencia de las partes o de sus apoderados a esta audiencia, 
por hechos anteriores a la misma, solo podrá justificarse mediante prueba siquiera 
sumaria de una justa causa. 
Si la parte y su apoderado o solo la parte se excusan con anterioridad a la audiencia 
y el juez acepta la justificación, se fijará nueva fecha y hora para su celebración, 
mediante auto que no tendrá recursos. La audiencia deberá celebrarse dentro de 
los diez (10) días siguientes. En ningún caso podrá haber otro aplazamiento. 
Las justificaciones que presenten las partes o sus apoderados con posterioridad a 
la audiencia, solo serán apreciadas si se aportan dentro de los tres (3) días siguientes 
a la fecha en que ella se verificó. El juez solo admitirá aquellas que se fundamenten 
en fuerza mayor o caso fortuito y solo tendrán el efecto de exonerar de las 
consecuencias procesales, probatorias y pecuniarias adversas que se hubieren 
derivado de la inasistencia. 
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En este caso, si el juez acepta la excusa presentada, prevendrá a quien la haya 
presentado para que concurra a la audiencia de instrucción y juzgamiento a absolver 
el interrogatorio. 
4. Consecuencias de la inasistencia. La inasistencia injustificada del demandante 
hará presumir ciertos los hechos en que se fundan las excepciones propuestas por 
el demandado siempre que sean susceptibles de confesión; la del demandado hará 
presumir ciertos los hechos susceptibles de confesión en que se funde la demanda. 
Cuando ninguna de las partes concurra a la audiencia, esta no podrá celebrarse, y 
vencido el término sin que se justifique la inasistencia, el juez, por medio de auto, 
declarará terminado el proceso. 
(…) 
A la parte o al apoderado que no concurra a la audiencia se le impondrá multa de 
cinco (5) salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv). 

 

 

 3. En el sub examine, destacamos que la parte actora allegó la justificación de 

inasistencia del representante legal de la sociedad que representa de forma posterior a 

la fecha de la audiencia prevista en el artículo 372 del C.G.P. y, desde ese punto de vista, 

prescribe esa disposición que sólo admitirá aquella excusa que se fundamente en fuerza 

mayor o caso fortuito y sólo tendrá el efecto de exonerar de las consecuencias 

procesales, probatorias y pecuniarias adversas que se hubieren derivado de la 

inasistencia.  

 

 Así las cosas, la justificación basada en que la parte actora carecía de 

representante legal para atender la diligencia programada por el despacho, no puede, de 

forma alguna, excusar a ese extremo procesal, en razón a que la circunstancia alegada 

no se trata de un hecho imprevisto que no es posible resistir. 

 

  4. La fuerza mayor o el caso fortuito lo define el artículo 1º de la ley 95 de 1890, 

así: “Se llama fuerza mayor ó caso fortuito, el imprevisto á que no es posible resistir, como un naufragio, 

un terremoto, el apresamiento de enemigos, los autos <sic> de autoridad ejercidos por un funcionario 

público, etc.”. Por su parte, la Corte Suprema de Justicia, al referirse sobre el tema, ha 

expresado:  

 

(…) Para reconocer que hubo caso fortuito o fuerza mayor se deben tener en 
cuenta tres elementos: (i) el carácter externo, (ii) la imprevisibilidad y (iii) la 
irresistibilidad. 
 
Por carácter externo se entiende que el hecho se haya dado por una causa ajena a 
la voluntad del agente, o al desarrollo de la actividad en cuestión.  
 
Respecto de la imprevisibilidad, la Corte ha considerado que, 
 
"La imprevisibilidad, rectamente entendida, no puede ser desentrañada - en lo que 
atañe a su concepto, perfiles y alcance- con arreglo a su significado meramente 
semántico, según el cual, imprevisible es aquello “Que no se puede prever”, y 
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prever, a su turno, es "Ver con anticipación" (Diccionario de la Real Academia de 
la Lengua Española), por manera que aplicando este criterio sería menester afirmar 
que es imprevisible, ciertamente, el acontecimiento que no sea viable contemplar 
de antemano, o sea previamente a su gestación material (contemplación ex ante). 
“Si se aplicase literalmente la dicción en referencia, se podría llegar a extremos 
irritantes, a fuer que injurídicos, habida cuenta de que una interpretación tan 
restrictiva haría nugatoria la posibilidad real de que un deudor, según el caso, se 
liberara de responsabilidad en virtud del surgimiento de una causa a él extraña, 
particularmente de un caso fortuito o fuerza mayor. Desde esta perspectiva, no le 
falta razón al Profesor italiano Giorgio Giorgi, cuando puntualiza que "...se trata 
de -una- imprevisibilidad específica, esto es, imposibilidad de preveerle en las 
circunstancias en que se verifica y hace imposible el cumplimiento. De otro modo, 
¿se podría hablar alguna vez del caso fortuito?".  
 “(...) El naufragio, el terremoto, el apresamiento de enemigos, únicamente para 
iterar algunos ejemplos seleccionados por el legislador patrio con el propósito de 
recrear la noción y alcances del caso fortuito o fuerza mayor, sobrarían por 
completo, toda vez que, in abstracto, son imaginables y, por ende, pasibles de 
representación mental - o de observación previa, para emplear la terminología 
lingüística ya anunciada -. Por tanto, “Una simple posibilidad vaga de realización -
del hecho-", bien lo confirman los Profesores Henri y León Mazeaud, "no podría 
bastar para excluir la imprevisibilidad". (…)" 
 
En consecuencia, la imprevisibilidad debe aplicarse entendiendo las 
particularidades del caso, en el cual se desarrolla y, por lo tanto, se han establecido 
tres criterios que determinan si un hecho es imprevisible o no, “1) El referente a 
su normalidad y frecuencia; 2) El atinente a la probabilidad de su realización, y 3) 
El concerniente a su carácter inopinado, excepcional y sorpresivo”.  
  
La jurisprudencia ha definido que un hecho es irresistible cuando "el agente no 
pueda evitar su acaecimiento ni superar sus consecuencias". De igual manera, "debe 
entenderse como aquel estado predicable del sujeto respectivo que entraña la 
imposibilidad objetiva de evitar ciertos efectos o consecuencias derivados de la 
materialización de hechos exógenos - y por ello a él ajenos, así como extraños en 
el plano jurídico - que le impiden efectuar determinada actuación, lato sensu. En 
tal virtud, este presupuesto legal se encontrará configurado cuando, de cara al 
suceso pertinente, la persona no pueda - o pudo - evitar, ni eludir sus efectos 
(criterio de la evitación)". En suma, se configura la irresistibilidad cuando el 
demandado se encuentra imposibilitado de impedir la realización del hecho1.  
 

 
4. De acuerdo con lo anterior, no puede catalogarse la falta de representante legal 

de la sociedad demandante como un caso fortuito o fuerza mayor, pues admitiéndose 

en gracia de discusión que se trata un hecho imprevisible, lo cierto del asunto es que la 

misma Asamblea de Accionistas pudo evitar la aplicación de los efectos del artículo 372 

del C.G.P., esto es, la terminación anormal del proceso por inasistencia a la audiencia, 

designando para el efecto, de forma oportuna, un representante legal, máxime cuando 

dicha sociedad, según lo expresado por el recurrente, se encuentra acéfala desde el año 

2017.  

 

Bajo ese panorama, el extremo actor no expuso un motivo valedero que justifique 

                                                
1 SC4427-2020. Radicación n° 11001-31-03-006-2005-00291-02. 
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la inasistencia a la audiencia en los términos que prevé la legislación procesal, esto es, 

con carácter de irresistible y ajeno a la misma sociedad,  razón suficiente para confirmar 

el auto apelado. 

 

Por lo expuesto, el suscrito Magistrado de la Sala Civil del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bogotá, 

 

RESUELVE 

 

Primero. Confirmar el auto No. 48722 del 3 de julio de 2020, proferido por la 

Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales de la Superintendencia de Industria y 

Comercio, por medio del cual declaró la terminación del proceso en aplicación del inciso 

2 del numeral 4° del artículo 372 del C.G.P. 

 

Segundo. Sin condena por cuanto no aparece comprobada su causación. 

 

Tercero. Líbrese la comunicación de que trata el inciso 2º del artículo 326 del 

C.G.P. 

 

Cuarto. Ejecutoriado este proveído, devuélvase la actuación al juzgado de origen. 

 

NOTIFÍQUESE;  

 

Firmado Por: 

 

IVAN DARIO ZULUAGA CARDONA  

 MAGISTRADO 

 MAGISTRADO - TRIBUNAL 007 SUPERIOR SALA CIVIL DE LA 

CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-SANTAFE DE BOGOTA D.C.,        

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

45c7eb6d3956a226e90a56ce30d889eed06ea9974ffd73bc8d6b013331d05c8d 



T. S. B. S. CIVIL - EXP. 110013199 001 2017 88930 01 

Documento generado en 16/04/2021 02:45:10 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



Exp. Ejecutivo 01-2018-00122-01 
Financiera Juriscoop S.A. vs Alberto Rafael Manotas Angulo 

Acepta impedimento 

 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL 

 

ADRIANA SAAVEDRA LOZADA 

Magistrada Ponente 

 

Bogotá D.C., abril dieciséis (16) de dos mil veintiuno (2021) 

 

 

Procede la Magistrada Ponente a pronunciarse frente al 

impedimento expresado por el Magistrado Henry de Jesús 

Calderón Raudales [integrante de la Sala fija de decisión], quien de 

conformidad con la hipótesis prevista en el numeral 11 del artículo 

141 del C.G.P., estima debe apartarse del conocimiento del asunto, 

por cuanto guarda una relación de dirección dentro de la 

cooperativa financiera ejecutante dentro del presente asunto. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- La suscrita Magistrada, ha afirmado en reiteradas 

oportunidades, que la institución de los impedimentos y las 

recusaciones fue perfilada con el fiel propósito de irradiar dentro 

de la función estatal de administrar justicia, virtudes como la 

transparencia e idoneidad subjetiva en quien está llamado a 

definir un particular litigio. 

 

De tal modo, que en procura de prevalecer la convicción de 

imparcialidad y fortalecer los ideales en que se cimienta el derecho 

al debido proceso, particularmente, en sus facetas de defensa (art. 

29 superior), igualdad de las partes (art. 4 C.G.P) y la tutela 

jurisdiccional efectiva (art. 2 C.G.P), así como de materializar los 

principios sobre los que gravita la administración de justicia (L. 

270/96), se ha considerado a los impedimentos como la 

manifestación unilateral, oficiosa y obligatoria que debe declarar el 

funcionario judicial para apartarse del conocimiento de un asunto, 

tras advertir que su imparcialidad se encuentra siquiera en 

entredicho y tiene respaldo en los eventos legales que para tal 

objetivo ha establecido el legislador y ha ido moldeando a la 

realidad fáctica la jurisprudencia.  
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2.- En nuestro sistema procesal civil, tales hipótesis han sido 

plasmadas en el artículo 141 de la Ley 1564 de 2012, enumerando 

una serie de eventos que de configurarse, por naturaleza, 

comprometen la independencia de la administración de justicia y, 

como consecuencia, quebrantan los derechos fundamentales de 

los asociados a que a su situación sea definida por una autoridad, 

en este caso, un Tribunal, imparcial, bajo la premisa universal que 

se ha condensado, entre otros, en el artículo 10 de la Declaración 

Universal de los Derechos del Hombre de 1948, el artículo 14.1 del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 y el 

artículo 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos de 

1968. 

 

Destacándose que el principal benefactor del sistema bajo estudio, 

no lo es el juez ni el sistema judicial, sino que siempre será el 

usuario que concurre reclamando la resolución en derecho de su 

pedimento, lo que conlleva a que la interpretación y aplicación de 

las causales atiendan en todo momento a garantizarle a éste (la 

parte) que su ruego se despache por un juez colmado de pureza 

subjetiva, es decir, que además de concurrir en él los factores 

determinantes de competencia para conocer un proceso, no se va 

inclinado por las fuerzas internas o eminentemente personales 

que, en modo alguno, puedan verse reflejadas en la decisión o 

generar en el asociado la sensación de que el fallo atendió a ellas y, 

no, al análisis juicioso del proceso. 

 

Como resultado de ello y a pesar de que, en principio, el sistema 

de hipótesis impeditiva tiene el carácter de númerus clausus, su 

interpretación no puede prevalecer o tener como único recurso 

hermenéutico la exégesis, por el contrario, ha de apreciarse 

avizorando su finalidad y su sujeto pasivo, pues como lo ha dicho 

la Corte “(…) a pesar de lo restringido de dichos motivos (…) la Corte 

acepta su proposición como garantía procesal para las partes (…)”1. 

 

3.- En ese orden y por tratarse de una relación corporativa del 

sector cooperativo bajo la dirección nacional, se enmarca 

directamente en la causal invocada, por lo que no hay duda en su 

configuración, aspecto que redunda en beneficio del usuario a que 

su apelación sea decidida por una Corporación imparcial.  

 

Esta decisión, además de generar un ambiente de ecuanimidad en 

el usuario, ningún otro efecto comporta, pues la Sala fija de 

Decisión prevalece con dos integrantes [mayoría] y solo, de ser el 

                                                           
1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, auto AC1812-2015 del 13 de abril de 2015, Exp. 2009-
00316-01 
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caso, se reintegraría con algún otro miembro de la Sala Civil del 

Tribunal, sin que ello altere el ciclo normal del trámite de segunda 

instancia ni los tiempos razonables del juicio. 

 

DECISIÓN 

 

PRIMERO. ACÉPTESE el impedimento propuesto por el 

Magistrado Henry de Jesús Calderón Raudales, para acompañar 

en Sala a la suscrita, en el estudio y decisión del presente auto.  

 

SEGUNDO: Infórmese de la presente decisión al Dr. Henry de 

Jesús Calderón Raudales. 

 

TERCERO: En firme, reingrese inmediatamente al Despacho para 

continuar con el estudio de la apelación contra la sentencia de 

primera instancia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ADRIANA SAAVEDRA LOZADA 

Magistrada 

 

Firmado Por: 

 

ADRIANA  SAAVEDRA LOZADA  

MAGISTRADO TRIBUNAL O CONSEJO SECCIONAL 

TRIBUNAL SUPERIOR SALA 001 CIVIL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con 

plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y 

el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

b788f5eff7127dbcf4e44b52c56d5adbe429457f3f50a56c9f0545

88a38931af 

Documento generado en 16/04/2021 10:02:48 AM 
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Apelación de sentencia - Verbal 

Demandante: Conjunto Residencial y Comercial El Camino de Cocora Primera Etapa 

Demandado: El Camino de Cocora S.A.S. 

 

 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL  

 

MAGISTRADO PONENTE: JULIÁN SOSA ROMERO 

 

Bogotá D.C., dieciséis de abril de dos mil veintiuno 

 

Sería del caso proferir sentencia escrita de conformidad 

con lo previsto en el artículo 14 del Decreto 806 de 2020, de no ser 

porque se advierte la imperiosa necesidad de decretar una prueba de 

oficio al tenor de lo dispuesto en los artículos 169 y 170 del C.G.P., 

con el fin de dilucidar los aspectos torales de la controversia 

planteada y así adoptar la decisión que se dictará en el proceso del 

epígrafe. 

 

Por lo anterior, se dispone: 

 

1. Designar a la Universidad Nacional de Colombia – 

Facultad de Arquitectura, para que a través de alguno de los 

auxiliares que ésta indique, dentro de los quince (15) días siguientes 

a la fecha en que acepte el cargo encomendado, realice una visita 

ocular y técnica al Conjunto Residencial y Comercial El Camino de 

Cocora – Primera Etapa, ubicado en la ciudad de Armenia – Quindío, 

para que absuelva los siguientes puntos: 
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Apelación de sentencia - Verbal 

Demandante: Conjunto Residencial y Comercial El Camino de Cocora Primera Etapa 

Demandado: El Camino de Cocora S.A.S. 

 

 

 

 

1.1.  Indique con precisión si la obra entregada por la 

sociedad El Camino de Cocora S.A.S. resultó acorde con los 

lineamientos técnicos del proyecto que se prometió ab initio a los 

compradores; así mismo, si dicho proyecto se ajustó a la normatividad 

vigente para la fecha en que inició la construcción de la obra y se 

gestionaron tanto las autorizaciones como los permisos 

correspondientes, especialmente, en lo atinente a las dimensiones 

con las que debía contar la piscina, los parqueaderos diseñados para 

las personas con movilidad reducida, las rampas de acceso y la 

cancha múltiple cuando se trata de conjuntos residenciales. 

 

1.2. De acuerdo con los numerales 1 a 38 del acápite de 

pretensiones de la demanda, manifieste si después de haber 

efectuado la visita a la copropiedad, constató la existencia de las 

deficiencias y/o errores allí esgrimidos y, de ser así, si las mismas se 

derivan de una falla en la ejecución técnica de la obra. 

 

Se destaca que la prueba en mención no se contrae a los 

numerales 39 a 41 del libelo petitorio, toda vez que, de un lado, se 

refieren a pretensiones generales que en su conjunto serán 

analizadas en el fallo de instancia, y del otro, aluden a la devolución 

de dineros a favor de los propietarios que, en principio, será una 

determinación que se valorará después de verificar el acopio 

probatorio y la legitimidad en la causa de la parte actora para 

solicitarla. 

 

1.3. Teniendo en cuenta que al momento de suscribir el 

contrato de transacción No. 025 del 25 de noviembre de 2019, 

denominado Acuerdo AXM-2019-064, la sociedad El Camino de 
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Apelación de sentencia - Verbal 

Demandante: Conjunto Residencial y Comercial El Camino de Cocora Primera Etapa 

Demandado: El Camino de Cocora S.A.S. 

 

 

 

Cocora S.A.S. se comprometió a realizar algunas verificaciones, 

correcciones y adecuaciones, frente a las pretensiones de los 

numerales 1,3,6,8,10,12,15,16,17,20,22,23,24,26,27,29,30,31,32,36, 

37y 38; deberá determinarse si los compromisos adquiridos por la 

constructora fueron cumplidos a cabalidad en los términos señalados 

en el mentado contrato.  

 

Si la constructora realizó una orden de ejecución, señalar 

en qué etapa se encuentra, qué aspectos logró satisfacer y cuáles 

están inconclusos.  

 

1.4. Finalmente, en el evento en que se encuentre 

pendiente a la fecha la modificación, el arreglo o cambio de alguno de 

los puntos aludidos en el acápite de pretensiones, deberá indicarse 

con claridad su valor estimado, discriminándolos de forma individual.  

 

Para el cumplimiento de lo anterior, las partes deberán 

prestar la debida colaboración al experto designado, brindando la 

información o documental que éste requiera, de acuerdo con lo 

previsto en el artículo 78 del C.G.P.; no obstante, de manera 

particular, se indica a la parte demandada que deberá suministrarle 

el proyecto publicitado, con los anexos correspondientes. 

 

Como se trata de una prueba de oficio, tanto los gastos 

como los honorarios deberán ser sufragados por ambos extremos 

procesales, para lo cual, por el primer concepto se fija la suma de 

$1.500.000.oo, el cual deberá ser cubierto una vez se acepte el cargo 

encomendado por las partes por tratarse de una prueba oficiosa. 
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Apelación de sentencia - Verbal 

Demandante: Conjunto Residencial y Comercial El Camino de Cocora Primera Etapa 

Demandado: El Camino de Cocora S.A.S. 

 

 

 

Por Secretaría remítase por vía electrónica oficio a la 

Universidad Nacional de Colombia – Sede de Arquitectura, 

advirtiéndole que deberá elegir al experto que se encargará de la 

labor en un término máximo de tres (3) días, lo cual deberá informar 

inmediatamente a este despacho, adjuntando sus datos completos de 

identificación y ubicación.  

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE,  

 

 

                                   

JULIÁN SOSA ROMERO 

Magistrado 

 

ESTA DECISION SE NOTIFICA EN ESTADO No._____ 

HOY,  

 

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA 

Secretario 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 
 
 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ, D.C. 
SALA CIVIL 

 
MAGISTRADA SUSTANCIADORA: RUTH ELENA GALVIS VERGARA 

 
Bogotá, D.C., dieciséis de abril de dos mil veintiuno.  
 
Proceso:  Verbal. 
Demandantes: Mahle Engine Components Japan Corporation y Mahle 

GMBH.    
Demandados: MA Hanzhong e Impordiesel Nagoya S.A.S. 
Radicación:  110013199001201982111 03. 
Procedencia: Grupo de Trabajo de Competencia Desleal y Propiedad 

Industrial de la Superintendencia de Industria y 
Comercio. 

Asunto:  Apelación de auto. 
AI-045/21 
 
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte 
actora en reconvención, contra el auto proferido en el curso de 
la audiencia de que trata el artículo 372 de la Ley 1564 de 2012, 
celebrada el 30 de noviembre de 2020, en la cual se negaron 
unas pruebas. 
 
  
Antecedentes 
 
1.  Notificado el extremo pasivo, el señor Ma Hanzhong 
presentó demanda de mutua petición, frente a la cual las 
sociedades Mahle Engine Components Japan Corporation y 
Mahle GMBH radicaron escrito de contestación.  
 
2. Al descorrer el traslado respectivo, la parte convocante en 
reconvención solicitó, entre otras pruebas, la exhibición de una 
serie de documentos junto con un dictamen pericial, para 
determinar los beneficios económicos obtenidos por los actores 
primigenios con la comercialización y venta de los productos de 
la marca Izumi, así como para cuantificar el valor de los 
perjuicios causados por la infracción de los derechos de 
propiedad industrial. También, se pretende acreditar la 
duración, dimensión y amplitud de la infracción a los derechos 
de propiedad intelectual por el uso no autorizado de la marca1. 
 

 
1 Expediente físico. Archivo en PDF denominado 19-82111 Apelación Tribunal. Folios 518 a 520. 
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3. En desarrollo de la audiencia consagrada en el artículo 372 
ejusdem, el juez de primer grado se pronunció individualmente 
acerca de las pruebas solicitadas por ambas partes, decretando 
unas y negando otras. 
 
4. Inconforme con lo decidido, el censor interpuso recurso de 
reposición y, en subsidio, apelación, respecto de las pruebas que 
fueron negadas, atinentes al dictamen pericial y a la exhibición 
de documentos que solicitó al momento de descorrer el traslado 
de la contestación a la demanda de reconvención. 
 
En lo tocante a la exhibición de documentos de carácter contable 
y financiero, listas de personas, distribuidores y aliados de 
Mahle Engine Components Japan Corporation y Mahle GMBH, 
aseguró que es útil, pertinente y conducente para determinar la 
extensión de la infracción y así tener una base probatoria sólida 
para imponer la condena de indemnización preestablecida 
dentro de un rango de 3 a 100 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. Agregó que la prueba pericial tiene la 
misma finalidad. 
 
Por último, explicó que la razón por la cual invocó dichas 
pruebas al descorrer el traslado de la contestación, obedeció a 
que en esta última se emitió un pronunciamiento frente al 
juramento estimatorio2. 
 
5. El a quo resolvió desfavorablemente la censura horizontal 
y concedió la vertical, tras aducir que las pruebas se solicitaron 
al descorrer las excepciones de mérito y, por lo tanto, sólo 
podían invocarse para controvertir los mecanismos enervantes, 
en los que no se hizo ninguna alusión a la mentada 
indemnización, lo que permitió concluir que dicho petitum se 
tornó extemporáneo; amén de que las pruebas también resultan 
inconducentes ante el decreto de otros medios de convicción que 
permitirán definir los perjuicios irrogados a la parte interesada3. 
 
 
Consideraciones 
 
1. Como es sabido, las pruebas tiene por finalidad demostrar 
los hechos sobre los cuales se fundan las pretensiones, las 
excepciones o los trámites incidentales que surjan en el 
desarrollo del proceso, de manera que las solicitadas por las 
partes, además de prestar un servicio directo a los intereses del 
proceso, deben ser útiles, pertinentes y conducentes; además, 
debe tenerse en cuenta que las oportunidades para solicitarlas 
se encuentran restringidas en el ordenamiento procesal bajo un 
principio eminentemente preclusivo, lo que impide que se pidan 
por fuera de esos límites temporales.   

 
2 Video “1982111-930.mp4, minutos 4:14:18 a 4:17:40. 
3 Video “1982111-930.mp4, minutos 4:17:53 a 4:19:50. 
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2. El artículo 370 de la Ley 1564 de 2012 contempla que “[s]i 
el demandado propone excepciones de mérito, de ellas se correrá 
traslado al demandante por cinco (5) días en la forma prevista en el 
artículo 110, para que este pida pruebas sobre los hechos en que 
ellas se fundan” (resaltado intencional), lo que significa que al 
descorrer el traslado del escrito defensivo, no se abre la 
posibilidad de solicitar la práctica de cualquier clase de prueba, 
sino de una cualificada, que se limita a cuestionar las 
excepciones esbozadas por el demandado, más no temas ajenos 
a éstas. 
 
3. Nótese que al momento de contestar la contrademanda, las 
sociedades Mahle Engine Components Japan Corporation y 
Mahle GMBH plantearon como excepciones de fondo las 
denominadas: (a) Reconocimiento de la marca IZUMI de propiedad 
de mi representada en el mercado colombiano. (b) Abuso del derecho 
marcario obtenido de mala fe. (c) Pretensiones de la demanda de 
reconvención deben ser decididas con posterioridad a la decisión que 
se tome respecto de la demanda de competencia desleal. (d) 
Genérica4, las cuales versan acerca de un presunto registro 
irregular de la marca por parte del señor Ma Hanzhong, quien se 
aprovechó de su reputación en Colombia para explotarla y, a su 
vez, obstaculizar la importación y comercialización de los 
productos Izumi, lo que implica un derecho originado en la mala 
fe y claras acciones de competencia desleal. 
 
Con ese panorama, se concluye que la finalidad de las pruebas 
objeto de alzada distan sustancialmente de los aspectos torales 
esgrimidos en los mencionados enervantes de mérito, en los que 
no se hizo ninguna referencia a la indemnización prestablecida 
en materia de propiedad industrial; por lo tanto, en los términos 
en los que se solicitó la práctica del dictamen pericial y la 
exhibición de documentos, resulta evidente que su teleología 
contraviene el presupuesto normativo consagrado en el artículo 
370 ejusdem. 
 
Ahora, tampoco puede aceptarse como excusa que si bien la 
citada indemnización no se mencionó en las excepciones pero sí 
en el pronunciamiento al juramento estimatorio, tal 
circunstancia habilitó al recurrente para pedir las pruebas, toda 
vez que, de un lado, el artículo 370 Ibídem es muy claro cuando 
alude expresamente a las excepciones de fondo y no a otros 
acápites que se encuentren en la contestación, y del otro, si el 
tema de la sanción preestablecida se planteó desde la misma 
demanda de reconvención5, en ese escenario el actor tuvo a su 
alcance la posibilidad de señalar las pruebas que soportaran sus 
aseveraciones, siendo ese el momento propicio para haber 
pedido las que son objeto de reproche en esta instancia.   
 

 
4 Expediente físico. Archivo en PDF denominado 19-82111 Apelación Tribunal. Folios 324 a 331. 
5 Expediente físico. Archivo en PDF denominado 19-82111 Apelación Tribunal. Folios 90 y 91 
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En ese orden de ideas, si la parte interesada pretendía el recaudo 
de esos medios de convicción, tuvo la oportunidad procesal para 
elevar la petición correspondiente, la cual no era, como ya se 
anunció, al descorrer la contestación de la demanda de 
reconvención. 
 
4. Al margen de lo anterior, como se observa que la intención 
del impugnante con esas nuevas pruebas es que se amplíe la 
visión del juzgador frente a la extensión, amplitud, duración y 
magnitud de la infracción, con el fin de imponer la condena a 
título de indemnización, tal como incluso lo solicitó en el 
numeral noveno del acápite petitorio6, con las pruebas que se 
decretaron a instancias suyas y las que ya militan en el plenario 
se contará con los elementos de juicio suficientes para tasarlas, 
en caso de que resulte próspera su aspiración. 
 
5.  Por las razones aquí consignadas, se confirmará la 
decisión apelada, con la consiguiente condena en costas a la 
parte recurrente vencida, de conformidad con lo previsto en el 
numeral 1º del artículo 365 de la Ley 1564 de 2012. 
 
 
Decisión 
 
En consideración a lo consignado en precedencia, el Tribunal 
Superior de Bogotá, D.C. Sala Civil, RESUELVE: 
 
1.  CONFIRMAR el auto proferido en el curso de la audiencia 
de que trata el artículo 372 de la Ley 1564 de 2012, celebrada el 
30 de noviembre de 2020, a través del cual se negaron las 
pruebas de exhibición de documentos y dictamen pericial 
solicitadas por la parte demandante en reconvención. 
 
2.  Condenar en costas de esta instancia a la apelante. En la 
liquidación concentrada inclúyase la suma de $600.000,oo por 
agencias en derecho. 
 
Notifíquese y cúmplase, 

 

 
RUTH ELENA GALVIS VERGARA 

Magistrada 

 
6 Expediente físico. Archivo en PDF denominado 19-82111 Apelación Tribunal. Folio 90. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
SALA SÉPTIMA CIVIL DE DECISIÓN 

 
Bogotá D.C., dieciséis (16) de abril de dos mil veintiuno (2021). 

 
Magistrado ponente: MANUEL ALFONSO ZAMUDIO MORA 
 

Proceso No.  110013103002201000362 03 
Clase: ORDINARIO -RESPONSABILIDAD 

MÉDICA. 
Demandantes:    SANDRA SUSANA VELANDIA 

MORALES Y OTROS. 
Demandadas: CLÍNICA PALERMO, HOSPITAL 

DE LA MISERICORDIA y MEDPLUS 
MEDICINA PREPAGADA S.A.  
 

 Discutido y aprobado en sesión n.° 12 de 13 de abril del año en curso.  
  
 La Sala niega la solicitud de adición que formuló la demandada, 
Congregación de las Hermanas de la Caridad Dominicas de la 
Presentación de la Santísima Virgen – Clínica Palermo, respecto al 
ordinal tercero del fallo que este Tribunal profirió el 24 de marzo de 
2021, dentro del asunto de la referencia. 
 
 En efecto, sostiene el reseñado extremo pasivo que en el referido 
ordinal se condenó en “costas de ambas instancias a cargo de los 
demandantes en favor de” sus codemandadas, pero se omitió hacerle 
extensivo ese beneficio por haber sido también la parte contraria de 
quien resultó vencida en ambas instancias (la parte actora).  
 
 En el caso que se analiza, se sabe que la complementación 
únicamente procede cuando la respectiva providencia “omita resolver 
sobre cualquiera de los extremos de la litis o sobre cualquier otro 
punto que de conformidad con la ley debía ser objeto de 
pronunciamiento”, según lo precisa el artículo 287 del CGP, hipótesis 
que aquí no hacen presencia, pues lo que dispuso la Sala, fundada en la 
teleología del artículo 365, ídem, fue, entre otras cosas, que “(…) se 
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revocará la declaración de responsabilidad de la Fundación Hospital de la 
Misericordia y Medplus Medicina Prepagada S.A., por cuanto la 
demandante no cumplió con lo establecido en el artículo 167 del CGP y, por 
consiguiente, declarar de oficio probada la excepción de ‘inexistencia de los elementos 
propios de la responsabilidad’, con la consecuente condena en costas a la parte actora 
en ambas instancias en favor de estas últimas entidades, ante la 
prosperidad de sus alzamientos (artículo 365 del CGP)”, de suerte 
que nada el Tribunal omitió. (Negrillas y subrayas fuera de texto). 
 
 Téngase en cuenta que si fue en mérito de las apelaciones de las 
únicas entidades que venían vencidas (Misericordia y Medplus), que 
el Tribunal revocó el fallo de primer grado para en su lugar absolverlas 
(la Clínica Palermo ganó ante el a quo), es claro que el numeral 8° del 
evocado precepto en el que la Sala se soportó, resulte aplicable a este 
asunto en cuanto dispone que “[s]olo habrá lugar a costas cuando en el 
expediente aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación”. 
(Negrillas y subrayas fuera de texto). 
 
 Así las cosas, como no se puede pretender exceder los alcances 
que el artículo 287 del CGP concedió al mecanismo de la adición, en 
tanto el Tribunal no omitió pronunciarse sobre las costas en el ordinal 
tercero de la parte resolutiva del fallo proferido el pasado 24 de marzo, 
se impone negar la solicitud que en tal sentido formuló la Congregación 
de las Hermanas de la Caridad Dominicas de la Presentación de la 
Santísima Virgen – Clínica Palermo (demandada). 
 

NOTIFIQUESE y DEVUÉLVASE 
 
 

Los Magistrados, 
 

Firmado Por: 
 

MANUEL ALFONSO ZAMUDIO MORA  
 MAGISTRADO 

 MAGISTRADO - TRIBUNAL 005 SUPERIOR SALA CIVIL 
DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-SANTAFE DE BOGOTA 

D.C.,        
 

 

OSCAR FERNANDO YAYA PEÑA  

 MAGISTRADO 

 MAGISTRADO - TRIBUNAL 011 SUPERIOR SALA CIVIL DE LA CIUDAD 

DE BOGOTA, D.C.-BOGOTÁ, D.C. 
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IVAN DARIO ZULUAGA CARDONA  

 MAGISTRADO 

 MAGISTRADO - TRIBUNAL 007 SUPERIOR SALA CIVIL DE LA CIUDAD 

DE BOGOTA, D.C.-SANTAFE DE BOGOTA D.C.,        

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

b38d5ce79c0d386eca200b0c098c714b7ac813da1c2f80e157d995530142765f 
Documento generado en 16/04/2021 09:22:18 AM 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ, D.C. 
SALA CIVIL 

 
MAGISTRADA SUSTANCIADORA: RUTH ELENA GALVIS VERGARA 

 
Bogotá, D.C.,   dieciséis de abril de dos mil veintiuno 
 
Proceso:   Verbal   
Demandante:   Capemar Salud S.A.S.   
Demandante:       Banco Itaú Corpbanca Colombia S.A.  
Radicación:  110013199003201902863 02 
Procedencia:  Superintendencia Financiera de Colombia  
Asunto:   Apelación de sentencia. 
 
 
Atendiendo al contenido del inciso 3° del artículo 14 del Decreto 
Legislativo No. 806 de 2020 expedido por la Presidencia de la 
República, en uso de las facultades constitucionales y legales, en 
especial las conferidas en el artículo 215 de la Constitución 
Política en concordancia con la Ley 137 de 1994 y el Decreto 637 
del 6 de mayo de 2020, por el cual se declara el Estado de 
Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio 
nacional, SE DISPONE:  
 
1.  CONFERIR TRASLADO a la parte apelante por el término de 
cinco (5) días para que sustente su recurso, los cuales 
comenzaran a contabilizarse desde la notificación de esta 
determinación, vencidos los cuales la no recurrente podrá 
pronunciarse al respecto en un plazo igual.  Se recuerda que la 
sustentación consistirá en el desarrollo de los reparos 
planteados al propiciar el recurso, cualquier aspecto adicional 
que se incluya no será considerado (artículos 320, 327 y 328 de 
la ley 1564 de 2012. 
 
Los profesionales del derecho deberán dar estricto 
cumplimiento al numeral 14 del artículo 78 de la ley 1564 de 
2012, so pena de imposición de multa, en los términos allí 
previstos.  
 
Las partes contendientes deberán dirigir sus escritos o 
memoriales con destino a este asunto al correo electrónico del 
Secretario Judicial de esta Corporación 
secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co.   
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Cumplido lo anterior, ingresen las presentes diligencias 
inmediatamente al despacho con informe pormenorizado de 
Secretaría.  
 
Notifíquese y cúmplase, 

RUTH ELENA GALVIS VERGARA 
Magistrada 
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RUTH ELENA GALVIS VERGARA 

MAGISTRADA

Magistrada Sala Civil Tribunal Superior De Bogotá, D.C.
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Bogotá, D.C., dieciséis (16) de abril de dos mil veintiuno (2021). 

 

Radicación 110013103004 2017 00103 03 

 

Previene el artículo 14 del Decreto 806 de 2020, que “…Ejecutoriado 

el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, 

el apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los 

cinco (5) días siguientes. De la sustentación se correrá traslado a la 

parte contraria por el término de cinco (5) días. Vencido el término de 

traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará por estado. Si 

no se sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto...”. 

 
En el sub-examine, el 24 de marzo de 2021, se profirió el auto en 

virtud del cual se otorgó la oportunidad al extremo apelante para que 

sustentara la alzada ante esta instancia, así como a su contradictor, 

con miras a replicar, en el evento que el primero satisfaciera tal carga 

procesal.  

 

El proveído fue incluido en el registro de actuaciones del sistema de 

Gestión Judicial Siglo XXI y se notificó en el portal Web de la Rama 

Judicial de la Corporación, según Estado Electrónico E-50 del día 

siguiente.  

 

En estas circunstancias, el lapso con el que contada venció el 8 de 

abril postrero. Como la sustentación se allegó al correo institucional 

de la secretaría el día 15 siguiente, es de concluir que resulta a 

destiempo. 

 

Y aunque si bien presentó la alzada ante la autoridad de primer grado, 

es notorio que desatendió la carga procesal, que impone la 
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codificación adjetiva civil, atañedera a desarrollar ante esta 

Superioridad los reparos, con el fin evitar posibles nulidades al 

proferirse la sentencia por Juez distinto al que escuchó la 

sustentación – artículo 133, numeral 7, ibídem-, por lo cual es 

pertinente declararla desierta. 

 

Finalmente, tampoco es plausible jurídicamente acceder a la solicitud 

de “prórroga” del término concedido, pretextando que no pudo 

acceder al proceso, cuando es notorio que contó con un tiempo 

bastante considerable desde que se emitió la decisión de primera 

instancia -29 de octubre de 2020-, no empece la contingencia 

causada por la pandemia que el despacho no desconoce. Es más, 

según las actuaciones surtidas por la secretaría, dan cuenta que el 6 

de abril del año en curso, se le remitió un link contentivo de la 

actuación, por manera que no emana justificación alguna que apoye 

objetivamente las aspiraciones del memorialista  

 

En mérito de lo expuesto, el despacho RESUELVE:  

 

PRIMERO: DECLARAR desierto el recurso de apelación interpuesto 

contra la providencia calendada 29 de octubre de 2020, emitida por el 

Juzgado 4 Civil del Circuito de Bogotá. 

 

SEGUNDO: ORDENAR devolver el expediente digital contentivo de 

la actuación al juzgado de origen. 

 

NOTIFÍQUESE, 
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Bogotá D.C., dieciséis (16) de abril de dos mil veintiuno (2021). 

 

Rad. 004-2018-00324-02  

 

Revisada las actuaciones en el expediente digital aportado, el 

Despacho DISPONE: 

 

PRIMERO: ADMITIR el recurso de apelación interpuesto por la 

parte demandante, a través de apoderado judicial, contra la sentencia 

proferida el 31 de agosto de 2020, por el Juzgado Cuarto Civil del 

Circuito. 

 

SEGUNDO: IMPRIMIR a este proceso el trámite consagrado en 

el artículo 14 del Decreto Legislativo 806 de 2020, con el objetivo de 

resolver la apelación instaurada contra el fallo de primer grado. 

 

TERCERO: Ejecutoriado el presente auto ingrese las diligencias 

al Despacho a fin de continuar con el trámite correspondiente. 

 

 Notifíquese, 

 

CARLOS AUGUSTO ZULUAGA RAMÍREZ 

Magistrado 
004-2018-00324-02 
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En atención a que la impugnación en el asunto de la referencia se 

formuló en vigencia del Decreto Legislativo 806 del 4 de junio de 2020, 

de conformidad con el artículo 14 de la normativa, una vez 

ejecutoriado el auto que admite la alzada, SE ORDENA: 

 

Correr traslado al apelante por el término de cinco (5) días para 

sustentar el recurso, so pena de declararlo desierto.  

 

Vencido dicho lapso, si se satisface la carga procesal, se otorgará el 

mismo plazo a la parte contraria, para que se pronuncie al respecto. 

 

Infórmese a los señores abogados que los memoriales deben dirigirse 

al correo institucional del Tribunal Superior de Bogotá, Sala Civil   

secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co -artículo 109 del 

Código General del Proceso-; remitiendo un ejemplar a los demás 

intervinientes en el juicio, según los lineamientos del artículo 78 

numeral 14 idem, en concordancia con el artículo 3 del Decreto 806 

de 2020.  

 

NOTIFÍQUESE, 

 

mailto:secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

Firmado Por: 

 

CLARA INES MARQUEZ BULLA  

MAGISTRADO TRIBUNAL O CONSEJO SECCIONAL 

TRIBUNAL SUPERIOR SALA 003 CIVIL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con 

plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el 

decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

889c273768ad083fd0a76dced7368c9bfac78a4045d507d1b8f0d16

ae800e955 

Documento generado en 16/04/2021 03:27:08 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ - SALA CIVIL 

 

Bogotá D.C., dieciséis (16) de abril de dos mil veintiuno (2021). 

 

Radicación 110013103004 2019 00050 01 

 

A efectos de proveer acerca de la petición elevada por la apoderada 

judicial de la parte demandante, cumple precisar: 

 

1. La habilitación reconocida por el Legislador para la práctica de 

pruebas en segunda instancia, -artículo 327 del Código General del 

Proceso-, se sujeta a las eventualidades previstas en dicha 

disposición, es decir, que sólo ante la concurrencia de alguna de 

aquellas se abre paso en el trámite de la apelación, comoquiera que 

por regla general estas deben solicitarse, ordenarse, y practicarse 

ante el a-quo. 

 

2. Depreca la memorialista que con base en la circunstancia 4 de la 

articulación en cita, se disponga incorporar la prueba pericial 

sobreviniente aportada en primera instancia, como quiera que, por 

razones de escasos recursos económicos, no fue dable allegarla 

oportunamente. Aunado, la contraparte pidió actuación similar pero 

no la adujo, por lo que se tuvo por desistida. Resalta que resulta 

relevante para desatar el fondo del asunto. 

 

3. Vistos los supuestos en que se apoya, es evidente que no se 

satisfacen las exigencias aludidas, en la medida que se interpone por 

uno solo de los sujetos procesales; la experticia que pretende 

incorporar al plenario no fue deprecada de manera oportuna en el 

libelo genitor, como tampoco al descorrer las defensas, ni mucho 

menos incorporada en los escenarios procesales autorizados. 
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Ahora, si bien se adujo la causal contenida en el numeral 4 del 

normado, que alude a la fuerza mayor o caso fortuito, o por obra de 

su contraparte. Lo cierto es que la imposibilidad de sufragar los 

costos, no se subsume en las circunstancias imprevisibles e 

irresistibles que ameriten su aducción intempestivamente.  

 

4. Así las cosas, al no reunirse ninguna de las condiciones previstas 

en el citado artículo, debe despacharse negativamente el petitum. 

 

No obstante lo anterior, de considerarse indispensable, el Tribunal 

hará uso de las facultades oficiosas previstas en el artículo 169 del 

Estatuto General del Proceso. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR el decreto de pruebas solicitado por el extremo 

actor.  

 

SEGUNDO: DISPONER que una vez cobre ejecutoria esta 

providencia regrese al despacho para lo que legalmente corresponda. 

 

NOTIFÍQUESE, 

  

 

 

 

Firmado Por: 
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CLARA INES MARQUEZ BULLA  

MAGISTRADO TRIBUNAL O CONSEJO SECCIONAL 

TRIBUNAL SUPERIOR SALA 003 CIVIL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 

validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 

reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

29b99742d5cede45b33372f21b3639b126a3478f880e955dacc49de68b8d8

379 

Documento generado en 16/04/2021 03:27:01 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ, D.C. 
SALA CIVIL 

 
MAGISTRADA SUSTANCIADORA: RUTH ELENA GALVIS VERGARA 
 
Bogotá, D.C., dieciséis de abril de dos mil veintiuno 
 
Ponencia presentada y aprobada en sesión de Sala de Decisión de 14 de 
abril de 2021. 
 
Proceso:    Verbal.  
Demandante:  Centro Policlínico del Olaya -C.P.O- 
Demandada:   Banco Davivienda S.A. y otro 
Radicación:   110013103 011 2009 00079 01 
Procedencia:   Juzgado 47 Civil del Circuito de Bogotá 
Asunto:    Apelación de sentencia.  
 
 
 
Se pronuncia la Sala sobre el recurso de apelación 
provocado por Bancolombia S.A. y Banco Davivienda S.A. 
contra la sentencia proferida el 30 de abril de 2020 por el 
Juzgado 47 Civil del Circuito de Bogotá. 
 
 

 
ANTECEDENTES 

 
1.  La sociedad demandante manifestó como hechos los 
siguientes: 
 
1.1. El Centro Policlínico del Olaya S.A. -C.P.O. suscribió un 
contrato de cuenta corriente con Bancolombia S.A. el 5 de 
marzo de 2005, a la que le asignaron el número 
23321475228; contaba con un talonario que utilizaba 
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frecuentemente para pagar sus obligaciones, y en ellos 
plasmaba “páguese únicamente a ordenes de primer beneficiario”,  
por lo que los girados solamente podían ser pagaderos al 
primer beneficiario y por conducto de un banco, y no por 
ventanilla. 
 
1.2. El 1° de diciembre de 2006 del Centro Policlínico del 
Olaya giró el cheque No. FJ440651 del talonario 
23321475228, a favor de Laboratorios Baxter por un 
monto de $79.785.260, título valor que iba cruzado, es 
decir, con la frase “páguese únicamente a órdenes del primer 
beneficiario” y fue entregado directamente al representante 
legal del laboratorio.  
 
1.3. En el extracto bancario notó que el cheque había sido 
debitado de la cuenta en la suma de $79.785.260, pero no 
se indicaba a favor de quién. 
 
1.4. Al efectuar cruce de cuentas entre el Centro 
Policlínico del Olaya y Laboratorios Baxter se estableció 
que se adeudaba una suma por encima de lo que se creía. 
 
1.5. Por lo anterior, solicitó a Bancolombia le manifestara 
a quién le realizó el pago y la devolución del cheque. 
 
1.6. De igual forma, solicitó a Davivienda información 
sobre el pago del cheque No. FJ440651 por $79.785.260. 
 
1.7. Posteriormente, la actora recibió el cheque No. 
FJ440651 en el que se constató que había sido pagado a un 
tercero de manera fraudulenta, habida cuenta que se hizo 
el levantamiento de los sellos del cheque, un endoso los 
cuales eran notoriamente falsos.  
 
1.8. El citado título valor fue pagado a la cuenta de Bancafé 
No. 223-03435-6, y presentado por aquella entidad 
financiera a Bancolombia S.A. en cámara de compensación 
para su cobro y le fue impuesta la frase “certificamos que éste 
cheque fue consignado en la cuenta del primer beneficiario”, nota 
puesta por el banco Bancafé, hoy Davivienda.  
 
1.9. Davivienda al certificar a Bancolombia que el cheque 
había sido consignado en la cuenta del primer beneficiario, 
desconoció lo que realmente estaba acordado en el cheque 
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que era laboratorios Baxter el primer beneficiario de aquel 
título, con lo que faltó a deber de cuidado.  
 
2.  Con cimiento en esos hechos se plantearon las 
siguientes pretensiones: 
 
2.1. Declarar que Bancolombia S.A. y Davivienda S.A. son 
solidariamente responsables por el pago errado del cheque 
FJ440651. 
 
2.2. Condenar a pagar la suma de $79.785.260 indexada 
desde el día que se produjo el pago errado del cheque, hasta 
cuando se produzca el pago, más los intereses moratorios 
correspondientes. 
 
3.  La demanda fue admitida el 3 de abril de 2009, y 
notificados los demandados se pronunciaron así: 
 
3.1.  Bancolombia S.A. contestó la demanda, y formuló las 
excepciones de “Inexistencia del daño; el demandante omitió 
notificar al banco la supuesta falsedad del título – exoneración de 
responsabilidad de Bancolombia; C.O.P. S.A.S. no hizo entrega de 
título a Baxter; Presunción de Culpa de C.O.P. S.A.S.; Bancolombia 
pagó correctamente el cheque; Inexistencia de falsedad notorio o 
evidente; C.O.P. S.A.S. no dio aviso oportuno a la pérdida del título; 
ausencia de la relación de casualidad”. 
 
3.2. Banco Davivienda S.A. contestó la demanda y formuló 
las excepciones de “Inexistencia de culpa por parte del Banco 
Davivienda S.A.; Causal de Eximente de responsabilidad contenida 
en el artículo 1391 del Código de Comercio; Culpa imputable 
únicamente a la actora; Inexistencia de perjuicios ocasionados a la 
demandante; Excepción genérica”. 
 
4.  Surtido el trámite de la primera instancia se profirió 
sentencia que accedió a las pretensiones: declaró 
solidariamente responsables a Bancolombia S.A. y a Banco 
Davivienda por el pago errado del cheque FJ440651, y los 
condenó al pago de $79.785.260, mas los intereses 
moratorios desde el 7 de diciembre de 2006 hasta que se 
verifique el pago. 
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LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 
 
Luego de citar varias sentencias de la Corte Suprema de 
Justicia sobre el tema objeto de estudio, concluyó la 
juzgadora que el pago de un cheque falsificado o 
adulterado no se debe a la pérdida por parte del dueño de 
la chequera sino que se produce dentro del riesgo propio 
de su circulación, por lo que se aplica la regla de la 
responsabilidad a cargo del Banco contenida en el artículo 
1391 del Código de Comercio, según la cual la carga de la 
prueba de la culpa del cuentacorrentista o sus 
dependientes recae en la entidad financiera en virtud de la 
aplicación de la teoría del riesgo creado.  
 
Entonces, el descuido alegado por el extremo 
excepcionante no tiene fuerza, pues se trata de un cheque 
especial adulterado, el cual tenía restringida su 
circulación o negociabilidad por voluntad del girador 
(demandante), precisamente lo que se modificó fue la 
restricción “para consignar únicamente en la cuenta del primer 
beneficiario”.  
 
Si se tuviera por demostrado que el cheque no fue 
entregado de manera diligente al representante legal del 
laboratorio, no puede perderse de vista que sí se hubiese 
mantenido la restricción de circulación el cheque no se 
había podido consignar a la cuenta de un tercero, de donde 
emerge el incumplimiento del contrato de cuenta 
corriente.  Precisamente por la alteración el Banco librado 
pagó, en contravención a lo dispuesto por el girador y bajo 
la responsabilidad del Banco a quien presentó el título 
valor, sin percatarse de que no se había levantado esa 
restricción en debida forma por el librador, sino que estaba 
de cara a una adulteración, resulta propia del riesgo que 
contiene la actividad bancaria. 
 
Banco Davivienda actuó de forma imprudente y originó el 
daño, pues a pesar de tratarse de un cheque que el librador 
emitió con negociabilidad restringida, con mira a que 
únicamente pudiera ser consignado a la cuenta corriente 
del primer beneficiario, desatendió tal directriz, que como 
profesional bancario le era imperativa, y procedió a 
certificar un hecho contrario a la realidad, cual era que el 
cheque se consignó en la cuenta de ese primer beneficiario, 
lo que motivó a que el banco librado procediera a su pago. 
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Agregó que, aunque el comportamiento asumido por el 
demandante fuera entregar voluntariamente el cheque a 
persona distinta del representante legal del primer 
beneficiario, Laboratorios Baxter, la conducta 
determinante del resultado dañoso no es otra que la del 
banco intermediario en certificar su consignación en la 
cuenta del primer beneficiario, sin ser ello cierto; luego, de 
no haber mediado tal certificación, lo más seguro es que el 
banco librado no hubiese realizado el pago al 
intermediario; no obstante, lo descargó, comprometiendo 
también así su responsabilidad.  
 
Sobre la notificación de la adulteración, argumentó que el 
demandante únicamente podría tener pleno conocimiento 
del pago irregular del cheque a partir de cuando “le fue 
entregado el título pagado de manera irregular, pues hasta dicha 
data, 29 de agosto de 2008, evidenció que supuestamente se había 
levantado la restricción de su circulación antes referida, pues 
válidamente tenía confianza que había entregado el título para ser 
pagado únicamente a través de consignación al primer beneficiario 
-Laboratorios Baxter- en virtud de la buena fe que se exige en los 
actos entre particulares. Entonces, para la fecha de presentación de 
la demanda -11 de febrero de 2009-, no habían transcurrido los seis 
meses que trae dispuesto el citado artículo 1391 del C. de C., los 
cuales vencían hasta el 29 de febrero de 2009; luego, habiéndose 
notificado los bancos demandados dentro del término de un año (…) 
se entiende que sí hubo un aviso oportuno”. 
 
De cara a la inexistencia de falsedad notoria o evidente dijo 
“en el dictamen inicial decretado como prueba a expensas de ambos 
extremos de la litis, como el practicado como prueba de la objeción del 
primero, coinciden en determinar como conclusión la notoriedad de la 
falsedad o alteración de la nota que supuestamente levantó la restricción 
de la circulación del cheque, motivo determinante de la responsabilidad en 
cabeza de los Bancos demandados, no solo por evidente y palmario error 
ortográfico “CELLO” argüido por la apoderada de la parte actor, sino por 
ser notoriamente la firma diferente al original, la que pone de manifiesto 
la negligencia del pagador al momento de hacer la respectiva revisión”. 
 
 
 
 

RECURSOS DE APELACIÓN Y SUSTENTACIÓN 
 
1. El apoderado de Bancolombia S.A. formuló recurso de 
apelación que sustentó así: 
 
- Ausencia o indebida valoración probatoria. 
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El Centro Policlínico del Olaya -C.P.O. S.A.- entregó el 
cheque a quien no correspondía y por ello el cheque fue 
robado, a ese supuesto de hecho resulta aplicable el 
artículo 733 del Código de Comercio. Sin embargo, en el 
caso de que la demandante lo hubiera entregado al 
beneficiario -BAXTER-, las normas aplicables serían los 
artículos 732 y 1391 ejusdem, pues la responsabilidad del 
pago del cheque falso cuando se trata de un cheque 
válidamente emitido y ha circulado en el comercio. Lo 
anterior quedó probado en la inspección judicial realizada 
mediante comisorio a Baxter, quien manifestó que no 
recibió el pago del cheque, ni tampoco el correo electrónico 
del CPO S.A. anunciando la entrega del cheque. 
 
Así mismo, la sociedad demandante perdió el cheque 
materia del proceso y no dio aviso oportuno, habida cuenta 
según la jurisprudencia el aviso debe hacerse antes de que 
el Banco efectúe el pago del cheque. 
 
Aunado a lo anterior, quedó probada la similitud de la 
firma y sello impuesto en la cara posterior del cheque con 
las que fueron registradas ante el banco, y que la falsedad 
alegada no hubiera podido ser detectada en un proceso 
normal de “visación” por parte del cajero del banco.  
 
No quedó probado que realmente hubiera sufrido un daño, 
que hubiera tenido que pagar dos veces por unas mismas 
prestaciones; sin embargo, ninguna prueba se allegó al 
expediente de ese doble pago. 
 
- Bancolombia estaba obligado a pagar el cheque que le 
fuera presentado mediante cámara de compensación, pues 
el banco consignatario certificó que el título estaba siendo 
consignado en la cuenta del primer beneficiario pues no 
había contraorden o aviso de no pago por parte del 
cuentacorrentista, el cheque fue girado con la firma y sello 
del cuentacorrentista, el cheque fue girado con restricción 
de consignar únicamente en la cuenta del primer 
beneficiario, y a Bancolombia le fue certificado que el 
cheque estaba siendo consignado a la cuenta por primer 
beneficiario, Baxter. 
 
- La orden de reconocimiento de pago de intereses 
moratorios no tiene soporte legal alguno, en caso de 
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atribuírsele responsabilidad la suma de $79.785.260 
deberá ser indexada, pero no con moratorios.  
 
2. El apoderado de Banco Davivienda S.A. erigió su disenso 
en los siguientes reproches: 
 
- Al poner en una balanza de la justicia entre la presunta 
desatención del banco, y de otra, la conducta de descuido 
de la actora al entregar de manera negligente el cheque al 
que no era el representante legal de Laboratorio Baxter 
S.A., no se juzgó el descuido del cuentacorrentista, no 
verificó los datos personales del sujeto que dijo ser enviado 
por Baxter, y tampoco confirmó sí el beneficiario recibió el 
título. Si el actor no le hubiera entregado el cheque a un 
desconocido, no se hubiera presentado la falsificación que 
levantó la restricción de negociabilidad.  
 
No se valoró la totalidad de las pruebas relacionadas con 
la conducta negligente o descuidada de la demandante. El 
banco también tiene derechos, entre ellos, el previsto en el 
artículo 1391 del Código de Comercio, cuando la falsedad 
tiene una relación directa, indiscutible e ineludible en el 
actuar negligente del cuentacorrentista.  
 
Adicionalmente, la demandante afirmó haber recibido un 
poder o autorización para entregarle el cheque a la 
persona que se presentó en representación de Baxter, pero 
cuando fue requerido el actor en el interrogatorio para que 
presentara la citada autorización, contestó con evasivas, 
lo que no se analizó.  
 
 
 
 

CONSIDERACIONES 
 
1.  La relación procesal se ha constituido en legal forma 
y no se observa vicio en la actuación, por tanto, no existe 
impedimento procesal para fallar de fondo. 
 
2.  Se advierte que la Sala de Decisión se pronunciará 
única y exclusivamente acerca de los reparos señalados 
por los apelantes en la primera instancia, sustentados en 
esta Sede, de conformidad con lo regulado en los artículos 
320, 327 y 328 de la Ley 1564 de 2012.  
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Adicionalmente, se analizarán en conjunto las censuras de 
ambos demandados por tener similitudes en los puntos de 
inconformidad.  
 
3. Preliminarmente se estudiarán los diversos elementos 
jurídicos que deben precisarse antes de subsumir los 
hechos en las normas aplicables al caso concreto que nos 
ocupa, partiendo básicamente de la naturaleza de la acción 
encausada, y atendiendo los puntos objeto de censura. 
 
4. Lo primero que debe anotarse es que la actividad 
financiera se encuentra regulada en la Constitución 
Política de Colombia en el artículo 335: “Las actividades 
financiera, bursátil, aseguradora y cualquier otra relacionada con el 
manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos de captación a 
las que se refiere el literal d) del numeral 19 del artículo 150 son de 
interés público y sólo pueden ser ejercidas previa autorización del 
Estado, conforme a la ley, la cual regulará la forma de intervención 
del Gobierno en estas materias y promoverá la democratización del 
crédito”. 
 
4.1.  Actividad frente a la cual el ordenamiento mercantil 
en su Título XVII al ocuparse de los Contratos Bancarios, 
define entre otros el de cuenta corriente artículo 1382: 
“Por el contrato de depósito en cuenta corriente bancaria el 
cuentacorrentista adquiere la facultad de consignar sumas de 
dinero y cheques en un establecimiento bancario y de disponer, total 
o parcialmente, de sus saldos mediante el giro de cheques o en otra 
forma previamente convenida con el banco. -.Todo depósito 
constituido a la vista se entenderá entregado en cuenta corriente 
bancaria, salvo convenio en contrario”.   Por lo demás, no debe 
olvidarse que el artículo 1602 del Código Civil, advierte 
que el contrato es ley para las partes. 
 
Frente a la trascendencia de la actividad financiera, la 
relación cliente – banco y la responsabilidad que nace 
entre ellos, la Corte Suprema de Justicia en reciente 
decisión, destacó la importancia de la actividad financiera: 
“en el orden social y económico” de allí que ello: 
 

“justifica el establecimiento de controles y políticas restrictivas 
en su desarrollo, amén de llevar ínsita la exigencia para las 
instituciones financieras de un mayor grado de diligencia y 
profesionalismo, porque la actividad que desarrollan además de 
profesional, tiene los rasgos de ser habitual, masiva y lucrativa, 
requiere de una organización para ejecutarla y del 
conocimiento experto y singular sobre las operaciones que 
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comprende, así como de los productos y servicios que ofrece al 
público, razón por la cual los estándares de calidad, seguridad 
y eficiencia que se le reclaman, son más altos que los exigidos a 
un comerciante cualquiera. 
Toda vez que los adquirentes de los productos ofrecidos por los 
bancos, entre los cuales están los titulares de cuentas 
corrientes y de ahorro, constituyen la parte débil de la relación 
y el Banco, en principio, tiene una posición dominante, la 
intromisión estatal en esa dinámica mercantil tiene entre sus 
objetivos que «esté en concordancia con el interés público»; se 
tutelen preferentemente las expectativas de ahorradores y 
depositantes; y las operaciones «se realicen en adecuadas 
condiciones de seguridad y transparencia», al tenor del artículo 
46 ibídem…”  (Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Civil, Sentencia SC18614-2016 de 19 de 
diciembre de 2016, MP. Ariel Salazar Ramírez) 

 
4.2.  Actividad que debe ser desarrollada por las entidades 
con la debida diligencia como lo anotó el máximo tribunal, 
en la misma sentencia: 
 

“…Incluso se delimitaron como principios orientadores de las 
relaciones entre los consumidores financieros y las entidades 
vigiladas, la «debida diligencia» de éstas al ofrecer los productos 
o prestar los servicios entregando la información y atención 
debida «en el desenvolvimiento normal de sus operaciones», 
fuera de la «transparencia e información cierta, suficiente y 
oportuna» que le permita a aquellos conocer sus derechos, 
obligaciones y costos del vínculo (art. 3º, literales a y c). 
 
1.2. Adicional a lo anterior, dentro de los principios reconocidos 
por el estatuto mercantil se encuentra el de la buena fe que 
además fue instituido como imperativo de conducta en las 
distintas operaciones comerciales.”  

 
4.3. Respecto a la unificación del manejo de las cuentas 
corrientes y las de ahorro, y a la diligencia de un 
profesional por parte de las entidades financieras, dijo la 
Corte:  
 

“…No obstante, esa situación cambió con el transcurso del 
tiempo, como consecuencia de las exigencias del mercado 
financiero, unificándose en cierta medida la forma de operar 
ambas como acontece con la entrega de tarjetas débito para 
pagar en establecimientos de comercio y tener disponibilidad 
inmediata de moneda, indistintamente de que se trate de una u 
otra; los movimientos entre diferentes cuentas de un mismo 
titular, en la misma o diferente entidad; las transferencias a 
distintos cuentahabientes y el reporte instantáneo de la 
información. 
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En ambos contratos, la institución bancaria no solo tiene la 
obligación de custodia de los dineros recibidos del depositante, 
sino de garantizar la seguridad de los servicios que ofrece y de 
las operaciones que permite realizar en relación con tales 
depósitos, labores en las que, como las demás inherentes a su 
actividad, debe obrar con la diligencia propia de un profesional, 
de tal forma que el sector no pierda la confianza del público. 
 
(…)  De ahí que a la institución de depósito se le haya exigido 
responder por las irregularidades en el manejo de los dineros 
dejados a su cuidado, por el pago de cheques falsificados o 
alterados en su cantidad (art. 1391 C.Co.) si se trataba de 
cuentas corrientes, o por «el reembolso de sumas depositadas 
que haga a persona distinta del titular de la cuenta o de su 
mandatario» si se refería a las de ahorro (art. 1398 id.). 
 
Por otra parte, entre el Banco y sus clientes se entabla una 
relación de consumo, en la cual los últimos son reconocidos 
como la parte débil, de ahí que el ordenamiento jurídico 
promueva su protección y exija a la entidad un proceder 
consonante con el interés colectivo trascendente de protección 
al consumidor que emana de lo estatuido por los artículos 78 y 
335 de la Constitución Política, lo que justifica la serie de 
obligaciones, cargas y conductas exigibles a dicho profesional, 
amén de un régimen de responsabilidad diferente del común”. 

 
5. Ahora bien, el Código de Comercio reguló en el canon 
732  "Todo banco será responsable a un depositante por el pago que 
aquel haga de un cheque falso o cuya cantidad se haya aumentado, 
salvo que dicho depositante no notifique al banco, dentro de los tres 
meses después de que se le devuelva el cheque, que el título era falso 
o que la cantidad de él se había aumentado";  más adelante en el 
artículo 1391 prevé "Todo banco es responsable con el 
cuentacorrentista por el pago que haga de un cheque falso o cuya 
cantidad se hubiera alterado, salvo que el cuentacorrentista haya 
dado lugar a ello por su culpa o la de sus causahabientes, factores o 
representantes".  
 
Preceptos de los que se infiere que la responsabilidad del 
banco se extiende al pago de cualquier cheque falso o 
adulterado, pero puede liberarse de ella, si demuestra la 
culpa del librador o de sus dependientes, factores o 
representantes.  Sobre este tema, es decir, la teoría de la 
responsabilidad a aplicar, la Corte Suprema dijo en la 
sentencia ut supra citada - SC18614-2016-  y reiteró en la 
providencia SC5176 de 2020: 
 

"El régimen de responsabilidad de los Bancos por la 
defraudación con el uso de instrumentos espurios para 
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disponer de los fondos depositados en cuentas, se ha fundado 
en vertientes de la teoría del riesgo: En una primera época, la 
del "riesgo creado" en virtud de la cual quien en desarrollo de 
una actividad genere un peligro o contingencia, debe 
indemnizar los perjuicios que de aquel deriven para terceros, 
con independencia de si ha actuado de manera diligente o 
culposa, o de si ha obtenido o un provecho; después se dio 
aplicación a la teoría del 'riesgo provecho" que carga con la 
obligación resarcitoria a quien ejerza la actividad que genera un 
riesgo o peligro y, además, saca de la misma una utilidad o 
percibe lucro, sin que importe que su conducta haya sido 
diligente o imprudente; por último, se acudió a la teoría del 
"riesgo profesional" que es una derivación de la anterior, 
empleada también en otras áreas del derecho como, por 
ejemplo, en materia de accidentes y enfermedades laborales. En 
esta última, la obligación de asumir los riesgos inherentes al 
ejercicio de la actividad se basa en el profesionalismo que esta 
requiere".   

 
6. De singular importancia para definir la controversia 
planteada resulta fijar las pautas acerca de la 
responsabilidad solidaria que hay entre el Banco 
Consignatario y el Banco Librado: 
 
6.1. La Circular Básica Jurídica 007 de 1996 expedida por 
la Superintendencia Bancaria, en el título tercero expone 
las disposiciones especiales relativas a las operaciones de 
los establecimientos de crédito, allí recuerda que: “La 
función propia de la cláusula de no negociabilidad es la de 
impedir que un tercero  diferente  del  beneficiario pueda 
legitimarse para exigir el pago del  instrumento. Dicha 
función  se satisface  tanto  cuando  el  pago  del importe 
del título se hace directamente a  la  persona  del  
beneficiario  que presenta  el  cheque  ante  el  banco 
librado,  como  cuando  el  mismo  se calcula por conducto 
de un banco que lo cobra  en  nombre  y  por  cuenta  del 
beneficiario”.  Así mismo se refiere a los cheques con 
negociabilidad restringida: 
 

“c. Canje  de  cheques  con  negociabilidad restringida 
 
Toda entidad financiera autorizada por la ley  para  recibir   
cheques   en consignación con cláusula de negociabilidad 
restringida deberá hacer una  revisión  cuidadosa del  título, 
desde el punto de vista formal, con el propósito de verificar si 
de quien lo recibe o el titular de la cuenta en la cual está 
consignando, es el legitimado para ejercer el derecho 
incorporado en el título respectivo. 
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En estos términos cuando una entidad crediticia envíe por 
canje cheques con negociabilidad  restringida, consignados  en  
las  cuentas  de  sus clientes, deberá haber certificado al banco  
librado  que  el   título  fue consignado  en  la  cuenta  del  primer 
beneficiario,  mediante  la  imposición del sello mecánico en el 
que se indique tal    circunstancia (ejemplo: "Certifícase  
consignación  de   este cheque    en    cuenta    del    primer 
beneficiario"). 
 
Respecto de los cheques consignados en cuentas abiertas  en 
corporaciones  de ahorro y vivienda, o en otras entidades 
autorizadas por  la  ley para  recibir cheques en consignación   
(cooperativas de   ahorro  y  crédito,  y otros),   la certificación 
que éstas hagan surtirá efectos ante el  banco que  reciba el 
documento para presentarlo al canje y ante el banco librado. 
 
Es  de  anotar  que  la  devolución  del instrumento a la entidad 
consignataria, en el  evento  de haberse  omitido  la 
certificación,  no  puede  afectar  al tenedor  legitimo  del  título,  
en  el entendido de que dicha causal es de uso meramente 
interbancario. 
 
De  otra  parte,  la  Superintendencia considera que los bancos 
no deben solicitar como requisito obligatorio que los cheques 
con cláusula restrictiva de la negociabilidad presentados para 
el cobro a través del mecanismo de la Cámara de Compensación, 
además de contener el sello de certificación de que trata el 
presente subnumeral, contengan  la  firma  del funcionario  que 
en el establecimiento de crédito se encarga de imponer las 
certificaciones respectivas. 
 
En efecto, la firma del funcionario encargado de estas funciones 
puede ser establecida como medida de control, tendiente a 
establecer responsabilidades administrativas  internas,  puesto  
que frente al banco librado y a los demás terceros es el banco 
consignatario o la corporación de  ahorro  y  vivienda 
respectivas   (como persona jurídica), el   responsable   de   una   
indebida certificación. 
 
El inciso final del artículo 6o. de los acuerdos ínterbancarios 
vigentes, cuyas disposiciones  debe observar el  banco librado, 
claramente dispone que,  "...en los   cheques   no   negociables   
por cualquier  causa,  salvo  los  fiscales respecto de los cuales 
se aplicarán las disposiciones  legales  vigentes,  se utilizará  por  
el  establecimiento de crédito que recibe y manda al canje el 
instrumento o lo cobra directamente al banco  librado,  un  sello  
que  diga: ‘Certifíquese  consignación  de  este cheque  en  cuenta 
de primer beneficiario’; el  establecimiento  de crédito que 
imponga el sello se hará responsable, frente al banco librado, en  
el  evento  de  que  el  título  sea pagado a persona diferente del 
tenedor legítimo". 
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En tal virtud,  la exigencia de  la  firma autógrafa  en  el  asunto  
analizado, además  de  contribuir a dilatar el canje de cheques 
con negociabilidad restringida, desvirtúa la función y el objeto 
de la Cámara de Compensación.” 

 
6.2. Sobre el citado acto administrativo, la Corte Suprema 
en sentencia SC1304-2018 del 27 de abril de 2018, con 
ponencia de la Magistrada Margarita Cabello Blanco 
puntualizó:  
 

"De conformidad con el marco jurídico anteriormente 
mencionado, es palmario que el acto administrativo de carácter 
general aludido, hizo suyas las palabras de los acuerdos 
interbancarios, primera fuente de la responsabilidad del banco 
consignatario frente al librado por razón del pago irregular. 
Pero como esa circular expedida por el Superintendente 
Bancario, cuya legalidad se presume, contiene en sí un mandato 
preciso dirigido a las entidades por ella vigiladas, como lo es la 
llamada en garantía (banco consignatario), constituye por 
consiguiente una norma jurídica que, al margen de haber sido 
tomada de esos acuerdos interbancarios, está inserta en un acto 
administrativo que si bien no es reglamentario de la ley, da 
instrucciones y fija órbitas de responsabilidades a los entes a 
quienes va dirigida en lo esencial, los vigilados por la 
Superintendencia, y por tanto, legitima al banco llamante o 
garantizado –que es el librado- para exigirle responsabilidad 
al consignatario que estampó el sello en el título e indujo así 
al librado a autorizar su pago, a la sazón irregular, por 
conducto de la cámara de compensación. 
 
Lo anterior, sin dejar de lado que habiendo solidaridad de los 
bancos frente a los demandantes perjudicados,  bien 
pudieron estos demandar a uno o a los dos entes crediticios, 
por lo que nada hay de exótico que las relaciones internas de 
estos, de que trata la Circular Básica Jurídica –clara 
refrendación del acuerdo interbancario y, más aún, cabal 
desarrollo del artículo 5 de la Ley 1ª de 1980 en armonía con el 
artículo 1668 del Código Civil- se diriman entre llamante y 
llamado, conforme lo establece el artículo 57 del Código de 
Procedimiento Civil." (resaltado fuera de texto original) 

 
7.  Procede la Sala a analizar el caso sometido a escrutinio 
jurisdiccional a la luz de los precedentes postulados, y en 
esa tarea lo primero que ha de destacarse es que el cheque 
No. FJ440651 no fue extraviado, ni hurtado, sino que fue 
girado por el cuentacorrentista dentro del giro ordinario 
de sus negocios, y entregado a quien consideró como 
empleado o representante legal de la entidad a favor de 
quien lo extendió: Laboratorios Baxter, estampando en él 
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una nota con la cual restringió su circulación “PARA 
CONSIGNAR UNICAMENTE EN LA CUENTA DEL PRIMER 
BENEFICIARIO”; sin embargo tal anotación fue levantada 
con una rúbrica y sello falsificados, que no fueron 
detectados por el banco que procedió a su pago a persona 
distinta del primer beneficiario; por lo que dicha relación 
fáctica, encuadra dentro de los cánones 732 y 1391 del 
Código de Comercio. En todo caso, dicho actuar será 
ponderado de cara a la conducta asumida por los 
demandados como se expondrá más adelante.  
 
8.  Pronto emerge que la responsabilidad imputada por el 
Centro Policlínico del Olaya a Bancolombia, tiene venero 
en el contrato de cuenta corriente bancaria celebrado 
entre aquella y el Banco Industrial Colombiano1 el 3 de 
enero de 1992, y luego refrendado con Bancolombia -folios 
23 a 29-. 
 
Establecido el vínculo contractual, hemos de verificar si 
por parte de Bancolombia se asumieron en debida forma 
sus obligaciones; concretamente si obró con el 
profesionalismo que de una entidad financiera se espera, 
al pagar el cheque 440651, como quiera que la 
demandante asevera fue adulterado al levantarse la 
restricción expresa inicial de “páguese únicamente a órdenes 
del primer beneficiario” que en él dejó impuesta. Sobre el tema 
la jurisprudencia superior ha puntualizado: 
 

“Evidentemente, en esta especial circunstancia, el dueño de la 
chequera, que no es otro que el cuentacorrentista, según voces 
de los artículos 714 y 1382 ibídem, ‘ que hubiere perdido uno o 
más formularios’, deberá avisar sobre dicho suceso a fin de que 
el banco se abstenga de hacerlos efectivos, porque de lo 
contrario, es decir, si no da noticia del hecho irregular o si lo 
hace de modo extemporáneo, la objeción por su pago sólo 
tendrá cabida si ‘la alteración o la falsificación fueren 
notorias’.    
 
(…) Efecto de lo anterior es que sin importar cuál haya sido la 
conducta del cuentacorrentista en el cuidado del talonario, él 
será el llamado a soportar las secuelas de su pérdida, de suerte 
que el banco sólo asumirá el resultado del pago del cheque 
apócrifo previamente perdido por el cuentacorrentista si éste 
lo enteró tempestivamente del hecho de la pérdida, o si la 
falsedad es cuestión notoria. 
 

 
1 Entidad que se fusionó con el Banco de Colombia S.A. en 1998  
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 “Es notorio lo manifiesto, palmario, patente o, como lo ha dicho 
la Corte, ‘ la evidencia clara de una cosa’, es decir, cuando ‘ ... 
ella supone un resalto a la simple vista de lo que se considera 
notorio, sin que para detectarlo se requiera de un análisis 
minucioso, una comparación de detalles minúsculos que sólo 
logran advertirse con ayudas técnicas o conocimientos.  De allí 
que cuando lo que ha de calificarse como notorio, requiere para 
establecerlo de tales procedimientos, deja de serlo. ‘ (sentencia 
de 31 de julio de 2001, exp. 5831, no publicada oficialmente).   
De suyo, entonces, para que la falsedad plasmada en el cheque 
previamente sustraído al cuentahabiente pueda catalogarse 
como notoria, requiere que aparezca de bulto a quien la aprecia, 
o que del examen normal del instrumento pueda colegirse su 
ocurrencia, sin tornarse necesario para establecerla 
observaciones detalladas o técnicas.  Ante la presencia de 
adulteración semejante el banco responderá por el pago que 
haya hecho del título valor, independientemente de cualquier 
otra consideración, en especial, de si su cliente le dio o no aviso 
oportuno del extravío del formulario respectivo.       
  
“Ahora bien, en tratándose de una falsedad elaborada que, por 
ende, no alcance a ser calificada como notoria, la única 
circunstancia que impide que los efectos del pago del 
instrumento adulterado deban ser asumidos por el girador y 
que, por contera, conduzca a radicar la responsabilidad en el 
banco, es el aviso oportuno de la pérdida del formato de cheque, 
puesto que si tal información no se da “ ... verá aquél restringida 
la posibilidad de objetarle a éste el indebido desembolso ...”, que 
“ ... estará limitada al hecho de que la alteración o la 
falsificación fueren notorias ...” (sentencia de 17 de septiembre 
de 2002, exp. 6434, no publicada oficialmente).  Por 
consiguiente, ante el aviso oportuno de la pérdida, el 
cuentahabiente podrá ejercer la facultad de objetar el pago, 
como quiera que él traduciría incumplimiento de la revocación 
de la orden documentada en el cheque (artículo 724 Código de 
Comercio).2      

 
8.1.  En el presente caso, debe destacarse de un lado que 
innecesaria era prueba grafológica, pues la 
responsabilidad del banco surge precisamente de la 
notoriedad de la falsificación, en otras palabras, de aquella 
alteración del documento que puede ser advertida por 
cualquier lego en la materia, con la simple observación del 
título. 
 
En ese laborío la Sala al examinar el cheque constata 
evidente la falsificación del sello con que se levantó la 
restricción de pagarse únicamente en cuenta del primer 

 
2 Corte Suprema de Justicia, Sala Casación Civil, M.P. César Julio Valencia Copete, sentencia 094 de 
08/09/2003 
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beneficiario:  en primer lugar, se advierte que el sello no 
corresponde al que aparece en la cara frontal del título, ni 
con el registrado en la tarjeta que custodia el banco, de 
manera burda se aplicó tinta en exceso para que no se 
identificaran bien los signos, es así que no se identifica 
plenamente el NIT de la compañía cuentacorrentista, que 
aunado al  manchón de tinta debió ser señal de alarma 
para el visador,  además se advierten leves diferencias de 
tipo, fuente y tamaño en las letras “C.P.O.”; en cuanto a la 
firma plasmada se denota débil, superficial y temblorosa; 
además, que la supuesta nueva instrucción fraudulenta de 
“levantamos el cello”, caracteres que debió advertir 
Bancolombia teniendo en cuenta que el titulo valor se pagó 
a través de la cámara de compensación, es decir, el cheque 
llegó a sus manos teniendo suficiente tiempo para 
examinarlo.   
 
Vale la pena recordar que dicha modalidad de pago esta 
prevista en el artículo 23 de la ley 31 de 1992 y los 
decretos 2520 de 1993 y 1207 de 1996, servicio prestado 
por el Banco de la República, y se encuentra regulado en la 
Circular Reglamentaria Externa DSEP-155 del 22 de 
diciembre de 2006. En sí, la compensación de cheques es 
la operación que recibe, valida y entrega la información 
correspondiente a los cheques que fueron operados a 
través de diferentes instituciones bancarias. Es decir, es el 
medio por el que los bancos hacen efectivo el cobro de 
cheques de otras instituciones. 
 
En el numeral 4, de la citada circular se hace referencia al 
sistema operativo el cual se puede resumir en que, un 
cheque se considera compensado una vez que ha sido 
verificado por la entidad bancaria de quien lo emitió, el 
pago está aprobado ya que existen los fondos suficientes 
en la cuenta del emisor, el cheque está en perfectas 
condiciones y el dinero puede ser transferido al banco 
acreedor. 
 
Entonces, dada su notoria adulteración, ha de concluirse 
que el pago del cheque sólo se explica en la medida en que 
los funcionarios de Bancolombia actuaron con ligereza, 
dejaron de tomar las precauciones de rigor, proceder que 
no acompasa con los deberes que, como profesional, debió 
observar en un proceso normal pero cuidadoso de visación 
como el que originó el debate que en esta Sede se resuelve. 
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A raíz de la forma de pago del cheque, es importante 
recalcar que Bancolombia tuvo la oportunidad de verificar 
el título valor, pudo aplicar los protocolos de autenticación 
que dispone para ello, habida cuenta que tenía en su poder 
la tarjeta de registro y no contaba con la presión de tiempo 
y clientes como sucedería en un pago por ventanilla, sino 
se trató de un trámite interno.   
 
Los dos trabajos periciales practicados a solicitud de 
ambos extremos3 concluyeron que a simple vista en un 
proceso de “visación” se detecta la falsedad.  
 
En otras palabras, el levantamiento de la restricción dada 
por el cuentacorrentista de que únicamente podía 
consignarse el título en cuenta del primer beneficiario, fue 
falsificada, adulteración notoria y evidente tanto en la 
rúbrica como en el sello4.  
 
8.2.  Si bien es cierto que la relación contractual del 
demandante era con Bancolombia, no lo es menos que 
Bancafé (hoy Davivienda) impuso en el dorso del cheque 
4406515 sello en que se lee "(…) BANCAFE 056. OF SECTOR 
INDUSTRIAL CERTIFICAMOS QUE ESTE CHEQUE FUE 
CONSIGNADO EN LA CUENTA DEL PRIMER BENEFICIARIO", lo 
que no corresponde a la verdad, pues el primer 
beneficiario era Laboratorios Baxter y fue consignado en 
cuenta de Agroinversiones MG; por lo que sin duda, de tal 
atestación inexacta deviene responsabilidad solidaria del 
Banco Davivienda, quien en tal operación fungió como 
banco consignatario, como lo reconoció en la contestación, 
en la misiva del 4 de febrero de 20086 y los sellos 
impuestos en el título valor.  
  
Indiscutible es que al pago irregular del cheque contribuyó 
el banco consignatario (Bancafé) cuando colocó al reverso 
sello con el que certificó que el cheque fue consignado a la 
cuenta del primer beneficiario7, cuando eso no fue cierto; 
suministró entonces al banco librado una información 
distorsionada y en ello comprometió su responsabilidad. 
 

 
3 Folio 187 y 390 Cuaderno 1 continuación. 
4 Folio 393 Cuaderno 1 continuación. 
5 Folio 5 archivo 03 Cuaderno principal, carpeta digital “01cuadernoprincipal”. 
6  Folio 39 ibídem. 
7 Folio 5 Cuaderno 1. 
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9.  Sentado lo anterior, se analiza la conducta del 
cuentacorrentista pues ambos apelantes manifestaron 
que no se estudió.  A ese propósito pertinente es citar el 
precedente de la Corte Suprema de Justicia que en 
sentencia del 9 de septiembre de 1999 hizo referencia al 
tema al mencionar que para que la extinción de 
responsabilidad opere es necesario probar que existe un 
vínculo causal entre la culpa del librador y la efectiva 
alteración del cheque. Dicha prueba estará en cabeza del 
Banco toda vez que la responsabilidad de este se presume. 
Puntualizó la citada Corporación que: “no cualquier 
inobservancia atribuible al librador da lugar a la liberación de la 
responsabilidad del Banco acusado de pagar cheques espurios, pues 
para que tal exoneración se produzca, es menester que la culpa de 
aquel se encuentre entroncada con la falsificación de los mismos, de 
modo que sea posible inferir que esta última debe su existencia a 
aquella otra”8 
 
9.1.  Debe resaltar la Sala que Bancolombia fincó su 
defensa en atribuir a la demandante culpa, antes que en 
mostrar su profesionalismo, cuidado y diligencia en el 
desarrollo de la operación. 
 
Se acusa al Centro Policlínico del Olaya de no haber 
identificado en debida forma a la persona que en nombre 
del beneficiario del cheque se presentó a reclamarlo;  si 
bien es cierto que en el mismo interrogatorio el 
representante de la parte actora reconoció que el cheque 
no se le entregó directamente al representante legal de 
Laboratorios Baxter, y que el correo electrónico mediante 
el cual había informado el pago directamente al citado 
laboratorio no fue allegado, no es menos cierto que en el 
profesionalismo de Bancolombia depositó su confianza y 
en el cuerpo del título dejó patente instrucción “para 
consignar únicamente en la cuenta del primer 
beneficiario” de la que creyó el banco acataría.  
Ciertamente la omisión o descuido que se le asigna a la 
actora, no tuvo incidencia causal con la alteración de la 
restricción de negociabilidad del título, que fácilmente 
hubieran detectado los empleados del banco en un 
correcto proceso de visado al título valor. 
 
También es claro para la Sala que en la inspección judicial 
efectuada a Laboratorios Baxter9, ésta manifestó que no 

 
8 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil y Agraria. Sentencia del 9 de septiembre de 1999, 
Magistrado Ponente: Jorge Antonio Castillo Rugeles.  
9 Folio 67 Cuaderno 1 continuación. 
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recibió comunicación alguna por parte de la aquí 
demandante respecto del pago del cheque, y que las 
personas autorizadas para recibir aquellos títulos valores 
se enviaban con poder expreso y autenticado; no obstante, 
itera esta Corporación que el levantamiento de la 
restricción de pagarse únicamente al primer beneficiario 
era ostensiblemente adulterada, por tanto, de haberse 
cumplido correctamente la obligación del banco de 
visación al momento del pago, este no se hubiere 
efectuado. Es más, la responsabilidad de la 
cuentacorrentista quedó cubierta en la medida en que 
plasmó claramente una restricción la cual fue “para 
consignar únicamente en la cuenta del primer beneficiario”, 
advertencia que fue ignorada por los bancos. 
 
10.  Ahora, de cara a la presunta falta de comprobación del 
daño, basta con observar el extracto bancario donde se 
evidencia el débito de $79.785.260 de la cuenta corriente 
233-214752-28, cuyo titular es el Centro Policlínico del 
Olaya10, indicando únicamente cheque girado el 7 de 
diciembre de 2006. 
 
El pago de ese cheque, se insiste, fue irregular, pues no se 
hizo a la beneficiaria indicada por el cuentacorrentista; de 
allí que al margen de si se “hizo un doble pago” a 
Laboratorios Baxter, resulta irrelevante además de ilógico 
pues lo que revelan las piezas procesales es que a esa 
entidad ningún pago se hizo. 
 
Lo importante aquí es que de la cuenta del demandante, 
Bancolombia debitó una suma de dinero al hacer un pago 
indebido a un tercero no autorizado por el 
cuentacorrentista; y en la deducción de ese dinero se 
estructura el daño que aquí se reclama sea resarcido. 
 
11. En lo atinente al término del aviso, habida cuenta que 
en criterio del apoderado de Bancolombia S.A. este debe 
hacerse únicamente antes del pago, y no posterior a este, 
debe decirse que la Corte Suprema de Justicia en sentencia 
del 23 de agosto de 2003 consideró que la información del 
reporte de operaciones se traduce en el extracto mensual 
que envía el Banco al cuentacorrentista y la devolución del 
título pagado, actos éstos que deberían acaecer en el 
mismo momento. Sin embargo, dichos actos pueden ser 

 
10 Folio 159 Cuaderno 1 
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separados, tomándose como referencia el primero que 
acontezca. Puntualmente la Corte señaló en dicha 
providencia:  “(….) dicho anuncio puede ser resultante del envío o 
la devolución de los cheques, junto con el extracto de la cuenta, como 
debe ocurrir según el artículo 738 ejusdem; o de producirse por 
separado tales envíos, puede derivarse de una sola devolución de los 
cheques o únicamente del envío del extracto de la cuenta, según sea 
lo que ocurra primero”11. 
 
Como se advirtió delanteramente, no nos enfrentamos a la 
hipótesis de un cheque extraviado, como para atribuirle al 
cuentacorrentista la carga de avisar sobre su pérdida al 
banco antes del pago; estamos ante la circunstancia de la 
adulteración de un cheque, de la cual el demandante tuvo 
conocimiento después del 29 de agosto de 2008, data en la 
que Bancolombia S.A. le informó que aquél estaba “(…) 
disponible para ser reclamado en nuestra sucursal barrio restrepo 
(233)”12, es decir, desde la fecha en que se devolvió el 
cheque.  
 
Es que no era posible que el cuentacorrentista informara 
antes de esa fecha sobre la falsificación del cheque, habida 
cuenta que hasta ese momento conocería de primera mano 
en que consistió la adulteración.  
 
No podría contabilizarse el término desde la entrega del 
extracto bancario13, habida cuenta que en éste no se 
reseña el nombre de la persona a quien se pagó el importe 
del título; y como el cheque fue girado y entregado en el 
marco ordinario de los negocios celebrados entre el Centro 
Policlínico del Olaya y Laboratorios Baxter, el que 
apareciera en el extracto débito por ese cheque y en esa 
cuantía, ninguna alarma o prevención generó al 
cuentacorrentista el registro de tal transacción bancaria. 
 
Por consiguiente, no era posible jurídica ni materialmente 
que la demandante le informara al banco sobre la 
adulteración del cheque 440651 sino hasta cuando tuvo 
acceso a él, es decir, después del 29 de agosto de 2008. 
 
Obsérvese que conforme al contrato de cuenta corriente 
No. 2332147522814 Bancolombia se obligó a  "12. El Banco 

 
11 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 23 de agosto de 2003, Magistrado 
Ponente: Jorge Antonio Castillo Rugeles.  
12 Folio 40 Cuaderno 1 
13 Folio 159 Cuaderno 1 
14 Folio 44, archivo 03 Cuaderno principal, carpeta digital “01cuadernoprincipal”. 
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enviará a "La Cuentacorrentista", por lo menos una vez al mes, un 
extracto del movimiento de su cuenta en el respectivo periodo, 
conservando los cheques originales que haya pagado, los cuales se 
entenderán a disposición de "La Cuentacorrentista" desde la fecha 
del corte de cuenta. Si el titular de la cuenta no objetare el extracto 
dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha de corte, se 
entenderá finiquitado por éste la cuenta hasta esa fecha. "El Banco" 
no estará obligado a enviar extracto de la cuenta corriente cuando 
"La Cuentacorrentista" no haya girado cheques o efectuado 
consignaciones en el mes inmediatamente anterior. En caso de que 
el cliente quisiera retirar uno o más cheques o solicitare su envío 
por el Banco, deberá convenir con éste los términos y condiciones 
en que tal entrega o remisión deberá llevarse a cabo, siendo 
entendido, desde luego, que será a costa y bajo la responsabilidad del 
peticionario. Lo anterior sin perjuicio de que el Banco decida en 
cualquier momento entregar a su clientela, en forma general, los 
cheques originales que haya pagado. Para efecto de la remisión del o 
los documentos mencionados en esta cláusula, el cliente deberá 
registrar en el banco su dirección e informe por escrito sobre 
cualquier cambio que se  produzca. Si el envío se hiciera por correo, 
"El Banco" no asume responsabilidad alguna por su pérdida o 
extravío."  
 
Así las cosas, el Banco no tenía la obligación de entregar el 
cheque girado o copia de él con el extracto bancario, pero 
sí de hacerlo a petición del cuentacorrentista como fue en 
este caso, carga que fue finalmente cumplida como se 
denota en la respuesta emitida por Bancolombia el 29 de 
agosto de 200815 dirigida al demandante en la que le 
informa que el titulo valor "se encuentra disponible para ser 
reclamado en nuestra sucursal Barrio Restrepo (233)". 
 
De allí que la demanda presentada el 11 de febrero de 2009 
fue oportuna. 
 
12. Por último, en lo que tiene que ver con el reparo del 
reconocimiento de intereses moratorios, evidencia la Sala 
que efectivamente el a quo no expuso sustento que 
respaldara tal determinación, la cual no era procedente. 
 
Lo viable en este caso es la indexación del dinero toda vez 
que ésta “encuentra una doble justificación: de un lado, permite 
aplicar una verdadera justicia, pues es lógico pensar que con el paso 
del tiempo la moneda se vaya envileciendo y su poder adquisitivo 
lleve a que la reparación sea incompleta y refleje en forma 
inadecuada el daño realmente sufrido. Por otro lado, facilita la 
descongestión de la administración de justicia, puesto que ya los 
demandados actúan con cierta prudencia y no dilatan los procesos 

 
15 Folio 40 archivo 03 Cuaderno principal, carpeta digital “01cuadernoprincipal”. 
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en forma innecesaria y carente de argumentos. En efecto, la mayoría 
de las veces el demandado sostenía un proceso durante varios años, 
seguro de que en caso de serle adversa la sentencia, la 
indemnización sería mínima habida cuenta la desvalorización de la 
moneda”16. 
 
En tal virtud, se procederá a actualizar el monto de 
$79.785.260 en el que el índice inicial será diciembre de 
2006 (61,33) y, el índice final será febrero de 2021 
(106,58) que arroja como resultado $138.651.769.  
 
Así las cosas, se modificará el numeral segundo de la parte 
resolutiva de la sentencia proferida el 30 de abril de 2020 
por el Juzgado 47 Civil del Circuito17, en el sentido de que 
las demandadas, Bancolombia S.A. y Banco Davivienda 
S.A., deberán pagar solidariamente la suma de 
$138.651.769 dentro de los diez (10) días siguientes de la 
ejecutoria del presente fallo.  
 
Dada la prosperidad parcial del recurso, no hay lugar a 
condena en costas. 
 
 
 
 

DECISIÓN 
 
Por lo explicado en precedencia, el Tribunal Superior del 
Distrito Judicial de Bogotá, D.C., en Sala Civil de Decisión, 
administrando justicia en nombre de la República de 
Colombia y por autoridad de la Constitución y la Ley,   
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO:   MODIFICAR el numeral segundo de la parte 
resolutiva de la sentencia proferida el 30 de abril de 2020 
por el Juzgado 47 Civil del Circuito en el sentido de que las 
demandadas, Bancolombia S.A. y Banco Davivienda S.A., 
deberán pagar solidariamente al Centro Policlínico del 
Olaya la suma de $138.651.769, dentro de los diez (10) 
días siguientes de la ejecutoria del presente fallo. 
 
SEGUNDO: NOTIFIQUESE a todos los intervinientes. 

 
16 Javier Tamayo Jaramillo, De los perjuicios y su indemnización, Vol. 4, en: De la responsabilidad 
civil, Bogotá. Temis, 1999. 
17 Folio 467 cuaderno 1 continuación. 



    República de Colombia  
Tribunal Superior de Bogotá, D.C. 

     Sala Civil        
       

110013103011200900079 01 
 

23 

 
TERCERO: Sin condena en costas. 
  
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE, 

 

RUTH ELENA GALVIS VERGARA 
Magistrada 

 

 
MARTHA ISABEL GARCÍA SERRANO 

Magistrada 
 

 
JULIAN SOSA ROMERO 

Magistrado 
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Magistrada Sustanciadora 

 MARÍA PATRICIA CRUZ MIRANDA 

 

Bogotá D. C., dieciséis (16) de abril de dos mil veintiuno (2021)  

 

Asunto.- Proceso Ejecutivo Hipotecario de Inversiones Riveros 

German ATY SCS contra Clara Inés Escobar Melo.  

 

Rad. 11 2018 00373 01  

  

Se resuelve el recurso de apelación que interpuso el apoderado de la 

parte demanda contra el auto que profirió el Juzgado Once Civil del Circuito 

de Bogotá el 4 de diciembre de 20201. 

 
 

I. ANTECEDENTES Y CONSIDERACIONES 

 

 
1. Mediante la citada providencia, la jueza de conocimiento negó 

las pruebas testimoniales que la parte ejecutada solicitó, tras considerar 

que la solicitud no cumple con el presupuesto dispuesto en el artículo 212 

del Código General del Proceso. 

 

2. Inconforme el apoderado del extremo ejecutado interpuso 

recurso de reposición y en subsidio apelación, y para ello aseguró que en el 

escrito que contiene la contestación de la demanda se manifestó el objeto 

de la prueba, esto es, que los testigos declaren “lo que sepan y les conste 

sobre los hechos de este litigio.”  

 

                                                 
1 Repartido el 03/02/2021 
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3. Para resolver, es necesario recordar que de conformidad con los 

postulados del procedimiento civil, se deben respetar los derechos de 

defensa y contradicción como garantías implícitas a quienes concurren a la 

administración de justicia. Así mismo, en virtud del principio de igualdad, 

se les debe garantizar la oportunidad para la defensa de sus intereses, en 

la forma y momentos en que a cada una le corresponde actuar dentro del 

proceso, donde pueden invocar los hechos, argumentos y medios de prueba 

para la protección de sus derechos dentro del litigio.  

 

Con ese propósito, la solicitud de pruebas corresponde a un acto 

dispositivo en el que se materializan las prerrogativas antes anotadas, por 

ende, conforme lo establece el artículo 29 de la Carta Política, toda persona 

tiene derecho “a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su 

contra”, sin embargo, ello no justifica que la parte interesada no deba 

cumplir con los requisitos mínimos necesarios para su decreto.   

 

Así, tratándose de testimonios, el artículo 212 del Código General del 

Proceso prevé que al momento de solicitarlos no solamente se debe señalar 

el nombre, domicilio y residencia de los testigos con el fin de facilitar su 

comparecencia, sino que debe “enunciarse concretamente los hechos objeto 

de la prueba”, toda vez que, como lo señala la doctrina:  

 

“La ley se muestra exigente con el solicitante del testimonio, pues le impone el 
deber de precisar los hechos sobre los cuales declarará el testigo. La previsión 
tiene el propósito de facilitar el decreto de testimonios y la preparación de la 

contradicción de la prueba por el adversario de quien la solicita.  Con la 
solicitud de testimonios formulada como lo señala el precepto, el juez puede 
escoger los testimonios que necesita recibir y descartar los que estén de sobra; 

y el adversario de quien pide la prueba puede preparar adecuadamente el 
cuestionario que le va a formular al testigo y conseguir las pruebas para 
refutarlo.”2   

 

4. Si ello es así, es evidente que no es posible decretar la prueba 

testimonial cuando el interesado, como en este caso, simplemente aseguró 

que es para que declaren sobre “lo que sepan y les conste sobre los hechos 

del litigio”, pues resulta demasiado genérico y esa sola expresión no es 

suficiente para dar cumplimiento al precepto ya indicado, en razón a que al 

                                                 
2 ROJAS GÓMEZ Miguel Enrique. Código General del Proceso Comentado Pág.358  
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ser tan amplia esa aseveración, impide al juez ejercer la actividad de 

depuración del objeto de la prueba, razón por la cual, resulta procedente 

confirmar el proveído impugnado.  

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

 
 

RESUELVE: 

 

 
PRIMERO.  CONFIRMAR el auto que profirió el Juzgado Once 

Civil del Circuito de Bogotá el 4 de diciembre de 2020.   

 

 SEGUNDO.   Sin condena en costas en esta instancia.  

 

TERCERO.  DEVOLVER las diligencias al Juzgado de origen.  

 

 

NOTIFÍQUESE, 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 
 
 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ, D.C. 
SALA CIVIL 

 
MAGISTRADA SUSTANCIADORA: RUTH ELENA GALVIS VERGARA 

 
 
Bogotá, D.C.,  dieciséis de abril de dos mil veintiuno.  
  
 
Proceso:  Verbal 
Demandante:  María Ninfa Aguilar Rodríguez. 
Demandado:   Miguel Ángel Mejía Muñoz. 
Radicación:  110013103012201900072 01 
Procedencia:  Juzgado 12 Civil del Circuito de Bogotá D.C. 
 

Se	 fija	 la	 suma	 de	 $1’000.000,oo	 como	 agencias	 en	 derecho	
correspondientes	a	esta	instancia.	 

Notifıq́uese,	 

RUTH ELENA GALVIS VERGARA 
Magistrada 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 
 
 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ, D.C. 
SALA CIVIL 

 
MAGISTRADA SUSTANCIADORA: RUTH ELENA GALVIS VERGARA 

 
Bogotá, D.C.,   dieciséis de abril de dos mil veintiuno 
 
Proceso:   Ordinario 
Demandante:   Silvia Adriana Castillo Sisley 
Demandada:   Magda Guerrero Yaruro y otros. 
Radicación:  110013103013200700618 02 
Procedencia:   Juzgado 13 Civil del Circuito de Bogotá. 
 

Sobre	la	petición	radicada	el	14	de	abril	último	por	el	abogado	Gabriel	
Darío	Hernández	Mahecha	debe	ilustrársele	que	la	competencia	de	esta	
Colegiatura,	en	los	términos	del	artıćulo	328	de	la	ley	1564	de	2012,	se	
agotó	cuando	en	la	sentencia	del	30	de	julio	de	2013	se	resolvió	sobre	
el	recurso	de	apelación	propiciado	contra	la	de	primera	instancia.	 

Una	vez	la	sentencia	de	esta	Sala	quedó	ejecutoriada	y	adquirió	firmeza	
procesal,	el	expediente	fue	retornado	a	la	oficina	judicial	de	origen	el	22	
de	mayo	de	2019.		Gestión	que	se	verifica	en	la	página	web	de	la	Rama	
Judicial. 

Ergo,	 no	 resulta	 viable	 definir	 sobre	 la	 solicitud	 que	 ahora	 se	 hace,	
máxime	cuando	el	a	quo	no	lo	ha	remitido	para	surtir	alguna	actuación	
en	esta	Sede.	

Por	lo	anterior,	se	dispondrá	que	la	solicitud	sea	enviada	al	Juzgado	de	
origen,	para	que	defina	lo	que	en	derecho	corresponda.	 

Notifıq́uese,	 

RUTH ELENA GALVIS VERGARA 
Magistrada 
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MAGISTRADA

Magistrada Sala Civil Tribunal Superior De Bogotá, D.C.

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 
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República de Colombia 

Rama Judicial del Poder Público 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, D.C. 

SALA CIVIL 

 

Bogotá, D.C., dieciséis (16) de abril de dos mil veintiuno (2021) 

 

  MAGISTRADO SUSTANCIADOR : JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO  
  RADICACIÓN                  : 11001 31 030 14 2015 00364 01 
  PROCESO                        : ORDINARIO   

  DEMANDANTE                         : ANA ISABEL ARIZA CASTAÑEDA  
       GONZÁLO ARIZA CASTAÑEDA  

  ASUNTO              : DESERTUD APELACIÓN  
      
  

En atención al informe secretarial adiado del 15 de abril del 

año en curso, y comoquiera que el extremo impugnante no sustentó la 

alzada interpuesta contra la decisión emitida el día 20 de enero de 2020, 

por el juzgado de primer grado, en los términos de que trata el artículo 

14 del Decreto Legislativo 806 de 2020, y considerando lo resuelto en el 

fallo STC705-2021, proferido por la Corte Suprema de Justicia, se 

dispone: 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR DESIERTO el recurso de apelación 

elevado por la parte demandada, frente a la sentencia dictada el día 20 

de enero de 2020, por el juzgado de primer grado, al interior del 

proceso de la referencia.  

 

SEGUNDO: En firme la presente providencia, ofíciese a la 

oficina judicial de origen informándole sobre la decisión aquí adoptada. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO 

Magistrado 



Radicación Interna: 5726 
Código Único de Radicación: 11-001-31-03-016-2013-00648-01                          (Admisión) 

 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL 
 
  

Bogotá, D.C., dieciséis (16) de abril de dos mil veintiuno (2021) 
 
  

DEMANDANTE : EDILBERTO ALIRIO TINOCO VIVAS 
DEMANDADOS 
 

 HEREDEROS INDETERMINADOS DE 
CONCEPCIÓN BERNAL SARMIENTO, LUZ 
MARINA ORTIZ Y PERSONAS 
INDETERMINADAS. 

CLASE DE PROCESO : ORDINARIO de pertenencia 
 

Se reconoce personería al abogado Héctor Enrique Quiroga Cubillos, para 
representar los intereses de Luz Marina Ortiz conforme al poder a él conferido 
(artículos 74 y 75 del CGP). 

 
No se tendrá en cuenta la documental allegada con la sustentación de su 

alzada, por extemporánea, por cuanto las pruebas en segunda instancia se solicitan 
o presentan dentro del término de ejecutoria del auto que admite la apelación 
(artículo 327 del CGP); y tampoco la justificó en alguna de las causales establecidas 
en ese canon para decretar y/o practicar pruebas en segunda instancia. 
 
Notifíquese  
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Por encontrarse legalmente procedente, el Despacho dispone: 

 

Admitir en el efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante contra la sentencia emitida el 10 de julio de 

2020, por el Juzgado 16 Civil del Circuito de Bogotá. 

 

Una vez cobre ejecutoria esta providencia, regrese al Despacho para 

lo que corresponda.     

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

CLARA INES MARQUEZ BULLA  

MAGISTRADO TRIBUNAL O CONSEJO SECCIONAL 



TRIBUNAL SUPERIOR SALA 003 CIVIL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con 
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Código de verificación: 

3c1e0e1e2d6498bcae1b26f7a9dd90566d9ca5bc24dd1225acaf5bf

f3abd67c8 
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Bogotá D.C., dieciséis (16) de abril de dos mil veintiuno (2021) 

 

Ingresadas las diligencias al Despacho, de conformidad con lo 

normado en el inciso 2º del artículo 14 del decreto 806 de 2020, se 

corre traslado por el término de cinco (5) días al apelante para que 

sustente los reparos que, de manera concreta formularon contra la 

sentencia del a quo, so pena de declararse desierto. 

 

Vencido el término antes mencionado, córrase traslado al 

extremo contrario de la sustentación por el término de cinco (5) días. 

 

Secretaría controle los mencionados términos, para que 

vencidos, se ingrese el expediente al Despacho, a fin de proferir la 

decisión que en derecho corresponda. 

 

  

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 
 

CARLOS AUGUSTO ZULUAGA RAMÍREZ 
Magistrado 

019-2019-00433 01 
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Asunto. Proceso Ejecutivo Singular de Geosynergy Colombia 

contra Omega Energy Colombia.  

 

Exp. 21 2015 00729 01 

 

Sería del caso resolver sobre el recurso de apelación que interpuso el 

apoderado de la sociedad demandada contra el auto que profirió el Juzgado 

Cuarto Civil del Circuito de Ejecución de Sentencias de Bogotá el 29 de mayo 

de 20191, mediante el cual dispuso la “APREHENSIÓN del vehículo de placas 

MKZ-432 para lo cual se ordena librar el oficio correspondiente a la Policía 

Nacional SIJIN -Sección Automotores-“, sino fuera porque dicha 

determinación no es susceptible de este recurso, al no estar enlistada en el 

artículo 321 del Código General del Proceso, ni en norma especial alguna. 

 

En efecto, nótese que si bien el legislador previó en el numeral 8º 

ibídem, la apelabilidad del auto que “resuelva sobre una medida cautelar”, 

sobre ello ya resolvió a través del proveído de 27 de noviembre de 20172, el 

cual se encuentra en firme y ejecutoriado, no siendo objeto del mismo el que 

ordenó la aprehensión que es el desarrollo de aquel que decretó el embargo 

y posterior secuestro del automotor; al respecto,  no se debe olvidar que “en 

materia del recurso de apelación rige el principio de taxatividad o 

especificidad, según el cual solamente son susceptibles de ese remedio 

procesal las providencias expresamente indicadas como tales por el 

legislador, quedando de esa manera proscrita las interpretaciones extensivas 

o analógicas a casos no comprendidos en ellas; siendo menester examinar el 

caso concreto a la luz de las hipótesis previstas en la norma.”3  

                                                 
1 Repartido el 05/02/2021 
2 Folio 59 cd. principal 
3 C.S.J. Sentencia Tutela 2012-00076 
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Sin embargo, teniendo en cuenta que el recurso de reposición, 

conforme lo prevé el inciso 1º del artículo 318 del C.G.P., procede contra los 

autos que dicte el juez, se deberá dar aplicación a lo dispuesto en el 

parágrafo de dicha norma que dispone: “cuando el recurrente impugne una 

providencia judicial mediante un recurso improcedente, el juez deberá tramitar 

la impugnación por las reglas del recurso que resultare procedente, siempre 

que haya sido interpuesto oportunamente”, por lo tanto, se  

 

DISPONE: 

 

PRIMERO.  INADMITIR el recurso de apelación que la parte 

demandada interpuso contra el auto que profirió el Juzgado Cuarto Civil del 

Circuito de Ejecución de Sentencias de Bogotá el 29 de mayo de 2019, 

mediante el cual dispuso la aprehensión del vehículo de placas MZK-432.  

 

SEGUNDO.  En firme esta providencia, REMÍTASE el expediente 

al Despacho de origen, con el fin que le imparta TRÁMITE a la alzada como 

recurso de “REPOSICIÓN”, conforme lo prevé el parágrafo del artículo 318 

del Código General del Proceso.  

 

Notifíquese, 
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Sería del caso que el Tribunal resolviera acerca de la solicitud de 

corrección de la sentencia emitida por la Corporación, si no fuera porque, 

según el informe secretarial, el proceso se devolvió al Juzgado de origen 

el año anterior, lo cual refrenda el historial del mismo. Tampoco se 

cuenta con archivo electrónico o actuación alguna. En esas condiciones, 

se ORDENA oficiar al despacho de primer grado, con miras a que se 

remita el diligenciamiento pertinente en medio digital.  

   

NOTIFÍQUESE, 

 

 

Firmado Por: 

 

CLARA INES MARQUEZ BULLA  

MAGISTRADO TRIBUNAL O CONSEJO SECCIONAL 

TRIBUNAL SUPERIOR SALA 003 CIVIL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 

validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 

reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

615f8d1ffc19b3d5761811257a8cd47806da9a670977da1a1f240f1f108
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SALA CIVIL DE DECISIÓN 

 

Bogotá, D.C., dieciséis (16) de abril de dos mil veintiuno (2021). 

 

MAGISTRADO             : JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO 

RADICACIÓN  : 110013103026201700327 01 

PROCESO   : VERBAL 

DEMANDANTE          : MARÍA FERNANDA MARTÍNEZ  

DEMANDADO                : HERNÁN RUÍZ ROJAS 

ASUNTO   : RECURSO DE CASACIÓN. 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la concesión del 

recurso extraordinario de casación, interpuesto por el demandado, contra 

la sentencia proferida, en el sub lite, por esta Corporación, el día 18 de 

noviembre de la anualidad pasada. 

 

SE CONSIDERA: 

 

  1. Mediante la providencia memorada, esta Sala, en sede de 

segunda instancia, confirmó el fallo del 31 de enero de 2020, dictado por 

el Juzgado Veintiséis Civil del Circuito de esta ciudad, por medio del cual 

se accedió a las pretensiones reivindicatorias. Decisión aquella contra la 

cual la apoderada de Hernán Ruíz Rojas, de manera oportuna, formuló 

recurso de casación. 

 

2. A objeto de decidir sobre su concesión, resulta útil 

recordar, preliminarmente, que en virtud de los artículos 334 y 338 del 

Código General del Proceso, dicho medio de impugnación procede contra 

las sentencias dictadas en procesos declarativos, por los Tribunales 

Superiores de Distrito en segunda instancia, en los casos en que el valor 

de la resolución desfavorable al recurrente, exceda de mil (1.000) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento proferirse el 

fallo, monto que, para la época en que se produjo la sentencia en el sub 
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lite, corresponde a la suma de OCHOCIENTOS SETENTA Y SIETE 

MILLONES OCHOCIENTOS TRES MIL PESOS ($877’803.000,oo) 

M/CTE.1 

 

3. En esos términos, se advierte que los presupuestos que 

anteceden, así como los establecidos en el artículo 337 ídem, se hallan 

satisfechos en el presente asunto, circunstancia que viabiliza el 

otorgamiento del recurso propuesto.  

 

En efecto, la providencia censurada es susceptible del 

medio de impugnación extraordinario; quien interpone el recurso se 

encuentra legitimado; y el valor del interés para recurrir, en la pasada 

anualidad, supera la cuantía establecida para tal fin, pues el valor del 

inmueble objeto de la litis, respecto del cual se concedió la pretensión 

reivindicatoria asciende a la suma de $1.066’117.000,00, según se 

desprende del certificado catastral allegado al momento de subsanarse 

el pliego introductor, por tanto, se concluye que el interés del 

demandado supera el interés económico establecido por el legislador 

para recurrir en casación.  

 

4. En consonancia con lo previamente discurrido, se 

accederá a la concesión del recurso extraordinario de casación, y 

comoquiera que el fallo de primer grado contiene mandatos que deben 

cumplirse, se ordenará a la Secretaría remitir las actuaciones surtidas 

en esta instancia, con destino al Juzgado Veintiséis Civil del Circuito, 

para lo de su cargo, no siendo necesario expedir copias del expediente, 

teniendo en cuenta que, al momento de concederse la apelación, el a 

quo, atendiendo las circunstancias que impuso el nuevo modelo de 

virtualidad, envío a esta Corporación el informativo digitalizado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Bogotá, D.C, 

 

 

 

 
1 El salario mínimo legal mensual fijado por el gobierno para el año 2020 era de $877.803,oo. 



Recurso de casación 110013103026201700327 01 de María Fernanda Martínez y otro contra Hernán Ruíz Rojas. 

3 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: CONCEDER el recurso extraordinario de 

casación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia de 

fecha y procedencia pre anotadas. 

 

SEGUNDO: ORDENAR a la Secretaría remitir la 

reproducción de las actuaciones surtidas en esta instancia, con destino 

al Juzgado Veintiséis Civil del Circuito, para lo de su cargo.  

 

 TERCERO: Ejecutoriado lo aquí resuelto y materializado el 

anterior mandato, procédase a digitalizar el expediente, remitiéndose 

el mismo a la Sala de Casación Civil de la H. Corte Suprema de Justicia, 

para lo de su competencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

  

JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO 

Magistrado 

(26201700327 01) 
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MAGISTRADA SUSTANCIADORA: RUTH ELENA GALVIS VERGARA 

 
Bogotá, D.C., dieciséis de abril de dos mil veintiuno.  
 
Proceso: Ejecutivo (a continuación de verbal de restitución de     

inmueble arrendado).  
Ejecutantes: Jaime Antonio, Moritz Ernesto, Cristian Alberto y Marcela 

Inés Polo Rocha.  
Ejecutado: Bancolombia S.A. 
Radicación: 110013103028201600279 05. 
Procedencia: Juzgado 4° Civil del Circuito de Ejecución de Sentencias de 

Bogotá D.C. 
Asunto: Apelación de auto 
AI-044/21. 
 
 
Se pronuncia el Tribunal acerca del recurso de apelación 
interpuesto por la parte actora, contra el auto calendado el 10 
de febrero de 2020, a través del cual se modificó el numeral 
tercero del proveído fechado el 21 de junio de 2019 y, en 
consecuencia, aprobó la liquidación del crédito hasta el día 15 de 
marzo de 2019, en la suma de $45’612.697,94. 
 
 
Antecedentes 
 
1.  Mediante providencia del 28 de noviembre de 2017 se 
libró mandamiento de pago en contra de Bancolombia S.A., por 
las siguientes cantidades y conceptos: a) $323’730.940.oo por 
capital adeudado correspondiente a los pagos parciales de los 
cánones de arrendamiento del período comprendido entre los 
meses de diciembre de 2002 y agosto de 2017. b) 
$565’447.826.oo por los intereses moratorios derivados de los 
mencionados emolumentos. (c) Los intereses que se continúen 
causando hasta que se verifique el pago de la obligación1. 
 
2. El 28 de febrero de 2018 se ordenó seguir adelante la 
ejecución al tenor de lo previsto en el artículo 440 de la Ley 1564 
de 2012, en los mismos términos señalados en el auto de 
apremio2.  

 
1 Archivo digital denominado “01 Cuaderno Digitalizado” – Cuaderno físico No. 2 – Folio 124. 
2 Archivo digital denominado “01 Cuaderno Digitalizado” – Cuaderno físico No. 2 – Folio 155. 
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3. Allegada la liquidación del crédito por cuenta de la parte 
actora y tras ser objetada por el extremo pasivo, el 19 de octubre 
de 2018 se dio razón a este último en lo atinente a los valores 
por concepto de agencias en derecho que se incluyeron en el 
cálculo aritmético; por lo tanto, se aprobó la suma total de 
$934’689.465.oo “la cual se [obtuvo] de deducirle los conceptos 
relacionados como agencias en derecho a la liquidación aportada por 
la parte ejecutante”3, determinación que al ser objeto de alzada 
fue confirmada por esta Corporación el 8 de marzo de 20194. 
 
4. En escrito radicado en el mes de marzo de 2019, la 
sociedad convocada allegó un depósito judicial por la suma de 
$945’789.465.oo, cuyo importe debía discriminarse así: 
$10’000.000.oo, $600.000.oo y $500.000.oo para cubrir las 
agencias en derecho aprobadas, y $934’689.465.oo para la 
liquidación de crédito5. 
 
5. El 21 de mayo de 2019 la parte actora presentó la 
actualización de la liquidación del crédito, en la cual se indicó 
que los intereses moratorios generados sobre la suma de 
$934’689.465.oo, durante el período comprendido entre el 30 de 
octubre de 2018 y el 21 de mayo de 2019 ascendían a 
$146’089.957.oo6; sin embargo, su contraparte la objetó para 
arribar a la conclusión de que el valor insoluto para el mes de 
mayo de 2019 únicamente era de $35’043.170.oo7.  
 
En proveído del 21 de junio de 2019 se declaró infundada la 
objeción, se alteró el estado de cuenta hasta el 15 de marzo de 
2019 y se aprobó el monto de $2’102.474.oo a favor del extremo 
pasivo; concomitantemente, en auto de la misma fecha dio por 
terminado el proceso8.   
 
6. Frente a ambas providencias la parte ejecutante interpuso 
recurso de reposición y, en subsidio, apelación, respecto de los 
cuales el 10 de febrero de 2020, de un lado, se modificó la 
actualización de la liquidación del crédito para aprobarla en la 
suma de $45’612.697.94, y del otro, se revocó la terminación 
por pago total9.  
 
7. Inconforme con lo decidido ante la nueva variación del 
crédito, el apoderado de los actores impetró directamente la 
censura vertical, argumentando que el referido monto no se 
ajusta a la realidad, al desconocer los intereses moratorios que 
se causaron entre el 19 de octubre de 2018 y el 15 de marzo de 
2019 (fecha en la que Bancolombia realizó el depósito en el 

 
3 Archivo digital denominado “01 Cuaderno Digitalizado” – Cuaderno físico No. 2 – Folios 307 y 308. 
4 Archivo digital denominado “01 Cuaderno Digitalizado” – Cuaderno físico No. 2 – Folios 358 y 370. 
5 Archivo digital denominado “01 Cuaderno Digitalizado” – Cuaderno físico No. 2 – Folios 360 y 361. 
6 Archivo digital denominado “01 Cuaderno Digitalizado” – Cuaderno físico No. 2 – Folios 418, 437 y 438. 
7 Archivo digital denominado “01 Cuaderno Digitalizado” – Cuaderno físico No. 2 – Folios 441 a 445. 
8 Archivo digital denominado “01 Cuaderno Digitalizado” – Cuaderno físico No. 2 – Folios 447 a 449. 
9 Archivo digital denominado “01 Cuaderno Digitalizado” – Cuaderno físico No. 2 – Folios 471 a 473. 
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Banco Agrario) y, consecuentemente, los generados con 
posterioridad a esta última fecha hasta el 14 de febrero de 2020, 
cuya estimación definitiva asciende a $119’823.253, tal como se 
desprende de la certificación anexa que emitió un contador 
público10.  
 
 
 
Consideraciones 
 
1.  De manera preliminar, se recuerda que en virtud de lo 
normado en el artículo 328 de la Ley 1564 de 2012, la 
competencia del juez de segunda instancia se limita a los 
argumentos expuestos por el censor; por lo tanto, el estudio 
sobre el que gravitará esta alzada serán los puntos torales que la 
parte actora esgrimió para asegurar que el valor del crédito 
pendiente de pago es superior al que señaló la a quo. 
    
2. Al tenor de lo previsto en el numeral 4º del artículo 446 
Ibídem, “De la misma manera se procederá cuando se trate de 
actualizar la liquidación en los casos previstos en la ley, para lo cual 
se tomará como base la liquidación que esté en firme”, siendo esta el 
puntal para realizar la actualización, lo que impone el estudio 
tanto de la liquidación allegada por la parte interesada, como de 
las objeciones planteadas por el otro extremo litigioso. 
 
En el evento en que se resuelva la objeción o se altere de oficio la 
respectiva cuenta, el auto se torna pasible de alzada, en el efecto 
diferido, como en efecto sucedió en el asunto sub examine. 
 
Como ya se hizo remembranza ut supra, el 19 de octubre de 
2018 se aprobó la liquidación del crédito en una suma total de 
$934’689.465,oo, monto que engloba capital e intereses. 
 
Consignados dineros por la demandada y actualizada la 
liquidación del crédito en un principio la juzgadora consideró 
que ya había sido solucionada la obligación, pero por vía de 
recursos en el auto impugnado rectificó su análisis resaltó que el 
capaital correspondía a $323’730.940,oo, calculó los intereses 
causados con posterioridad a la primigenia liqudiación aprobada 
(del 27 de junio de 2018 al 15 de marzo de 2019) y aplicó los 
abonos efectuados, realizada la operación aritmética el 
resultado obtenido fue de $45’612.697.94, cifra en que aprobó 
la actualización. 
 
En desacuerdo la parte ejecutante, pretende que ascienda a 
$119’823.253.oo, para lo cual allegó el cuadro liquidatorio 
militante a folio 476 del cuaderno #1. 
 

 
10 Archivo digital denominado “01 Cuaderno Digitalizado” – Cuaderno físico No. 2 – Folios 513 a 517. 
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3. Es cierto que las obligaciones insolutas generan intereses, 
puesto que su naturaleza conlleva en sí misma la causación de 
beneficios pecuniarios a favor del acreedor.  Así las cosas, 
cuando en una ejecución se liquida el crédito, se discriminan de 
forma separada los capitales y los réditos generados, toda vez 
que, en caso de efectuarse un pago parcial a la deuda, para su 
imputación deben seguirse las reglas consagradas en el artículo 
1653 del Código Civil, primero a intereses y luego a capital, sin 
perjuicio de la existencia de créditos con prelación en los 
términos del artículo 2495 ejusdem, en los que, por ejemplo, se 
debe privilegiar el pago de las costas judiciales.  
 
4. Conforme se anunció en precedencia, si en el plenario se 
encuentra una liquidación de crédito en firme, la actualización 
posterior no debe escapar a la órbita de lo allí señalado, sino que 
debe tenerse como base para la siguiente. 
 
Ahora bien, al examinar el diligenciamiento se observa que en 
proveído del 19 de octubre de 2018 se aprobó la liquidación del 
crédito por la suma total de $934’689.465.oo, con corte al 26 de 
junio de 2018, la cual se dividió así: $323’730.940.oo como 
capital y $610’958.525.oo como intereses, determinación que 
quedó en firme luego de haberse resuelto los recursos 
interpuestos. 
 
Siguiendo tal derrotero, de entrada se advierte que para los 
efectos de cómputo de los nuevos intereses, es irrelevante la 
fecha en que se aprobó o adquirió firmeza la primera liquidación, 
toda vez que al presentarse una nueva, esta debe continuar a 
partir del día siguiente al de finalización de la anterior. 
 
Para el caso concreto, cuando el Juzgado de primer grado aprobó 
la liquidación primigenia, tuvo en cuenta la que allegó la parte 
actora, después de descontarle los conceptos que no obedecían al 
crédito sino a las costas; en ese entendido, el valor final de 
$934’689.465.oo antes citado, surgió de la tabla aportada por el 
extremo ejecutante, en la cual aparece la operación aritmética 
con fecha de corte al 26 de junio de 201811; por ende, sobre el 
particular no se encuentra ningún reparo en el auto cuestionado, 
toda vez que los nuevos intereses los computó en debida forma a 
partir del 27 de junio de 201812.  
 
5. Descendiendo a los aspectos objeto de discrepancia, se 
evidencia que se sustentaron en el cuadro de liquidación visto a 
folio 476 del cuaderno # 1, el cual se erige en datos equivocados, 
por lo que sus resultados son erradas: 
 
5.1. La primera razón para desestimar el cálculo del 
recurrente, es que en dicha tabla se indicó que el capital era de 

 
11 Archivo digital denominado “01 Cuaderno Digitalizado” – Cuaderno físico No. 2 – Folio 225. 
12 Archivo digital denominado “01 Cuaderno Digitalizado” – Cuaderno físico No. 2 – Folio 473. 
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$945’289.465.oo y a partir de esa cifra se calcularon los 
intereses causados entre el 31 de octubre de 2018 y el 15 de 
marzo de 2019. Sobre este tópico, olvidó el interesado que de 
acuerdo con lo plasmado en el mandamiento de pago y en la 
liquidación del crédito inicial, el monto de capital no es otro 
diferente a $323’730.940.oo; por lo tanto, al incluir aquél valor 
por ese concepto, lo que en realidad hizo fue sumar al capital los 
intereses de mora que ya se habían generado hasta el 26 de junio 
de 2018, lo que no resulta permitido porque ello significaría que 
se estarían cobrando intereses sobre intereses. En sentido 
contrario, nótese que la liquidación realizada por el juzgado sí 
tomó como punto de referencia para el capital el monto 
autorizado por el auto de apremio y la sentencia (folio 473 cuaderno 1). 

 
5.2. Otro desacierto que se predica de la liquidación del 
apelante es que imputó como abono la consignación realizada el 
15 de marzo de 2019, tomando como fuente de capital la suma 
global de $945’289.465.oo, cuando ya se explicó que ésta no 
correspondía a ese concepto, sino que era muy inferior; por lo 
tanto, resultó inadecuada la manera en que se distribuyó ese 
abono.  
 
A lo anterior se suma el hecho de que después de aplicar el 
mentado abono, se obtuvo como resultado de la operación 
matemática un saldo insoluto de $97’020.137.oo, el cual 
contiene el mismo yerro señalado, puesto que en su esencia está 
integrado por la fusión del capital y de los intereses. 
 
5.3. Aún más, el monto de $119’823.253.oo sobre el que se 
edifica la pretensión del demandante, se encuentra integrado 
por dos sumas de dinero que son incompatibles con la naturaleza 
de la liquidación de crédito, cuales son los montos de 
$700.000.oo y $500.000.oo que corresponden a agencias en 
derecho y, por ende, ajenos a los que se analizan en esta 
instancia. 
 
5.4. Finalmente, es importante destacar que la actualización de 
la liquidación de crédito tiene como límite la fecha en que se 
presenta ante el Juzgado; por tal motivo, no resulta viable que a 
través de la censura vertical el ejecutante busque incluir los 
intereses moratorios generados entre los meses de mayo de 
2019 y febrero de 2020, puesto que los mismos no fueron objeto 
de debate en el escrito radicado el 21 de mayo de 2019, el cual, 
en últimas, es el limitante temporal para su estudio. Además, no 
puede soslayarse los depósitos realizados por la demandada y la 
entrega de dineros autorizada a los demandantes, cuyo control 
vigila el juzgado de primera instancia. 
 
5.5. En ese orden de ideas, la aspiración del recurrente no tiene 
ningún sustento jurídico ni probatorio, amén de que tampoco 
logró desestimar el valor establecido en la providencia 
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controvertida, el cual sí se fundó en una liquidación acorde con 
la realidad procesal, toda vez que: (a) continuó la contabilización 
de los intereses moratorios a partir del 27 de junio de 2018; (b) 
incluyó como capital $323´730.940.oo que corresponde al 
mismo señalado en la orden de pago; (c) aplicó el abono con 
sujeción a los parámetros legales que imponen la imputación 
directa a intereses y después a capital.  
 
6.  Por las razones aquí consignadas, se confirmará la 
decisión apelada, con la consiguiente condena en costas a la 
parte recurrente vencida, de conformidad con lo previsto en el 
numeral 1º del artículo 365 de la Ley 1564 de 2012. 
 
 
 
Decisión 
 
En consideración a lo consignado en precedencia, el Tribunal 
Superior de Bogotá, D.C. Sala Civil, RESUELVE: 
 
1.  CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Civil del 
Circuito de Bogotá, el 10 de febrero de 2020, a través del cual 
aprobó la liquidación del crédito hasta el día 15 de marzo de 
2019, en $45’612.697,94. 
 
2.  Condenar en costas de esta instancia a la parte apelante. 
En la liquidación concentrada inclúyase la suma de $600.000,oo 
por agencias en derecho. 
 
Notifíquese y cúmplase, 

 

 
RUTH ELENA GALVIS VERGARA 

Magistrada 
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RUTH ELENA GALVIS VERGARA 

MAGISTRADA

Magistrada Sala Civil Tribunal Superior De Bogotá, D.C.
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Sería del caso proveer respecto de la apelación a que alude el Oficio 

431 del 10 de marzo del año en curso, frente al auto adiado 9 de marzo 

de 2020, mediante el cual se ordenó la terminación del proceso por 

desistimiento tácito, si no fuera porque de la revisión del expediente se 

advierte que no hay ningún asunto pendiente por resolver. 

 

Lo anterior porque el a-quo al conocer de la reposición contra la 

determinación pretextada, en pronunciamiento del 14 de enero de 

2021, revocó el proveído atacado y ordenó continuar con el trámite de 

la causa. 

 

Por consiguiente, se ordena la devolución de las presentes diligencias 

al juzgado de origen, previas las constancias del caso. 

 

NOTIFÍQUESE, 
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Bogotá D.C., dieciséis (16) de abril de dos mil veintiuno (2021)  

 

Asunto. Proceso Ordinario (Pertenencia) promovido por la señora 

Dila Mimy Adrada Díaz contra la sociedad Menorca S.A. y otros. Rad. 

030 2014 00704 02 

 

Ingresaron las presentes diligencias al Despacho con el respectivo 

informe de Secretaría donde se informa que “la parte apelante allegó la 

sustentación de la alzada de la cual se corrió traslado SIN 

pronunciamiento”.  

 

No obstante, al auscultar el contenido del escrito que se presentó 

como sustentación, se advierte que el apoderado de la parte apelante, 

en lo que tiene que ver con la alzada, se limitó a indicar “Sea lo primero 

manifestarle a su despacho que me ratifico en el recurso de apelación 

presentado inicialmente, para que se revoque, modifique o aclare y para 

que se acceda a las pretensiones de la demanda en forma favorable a mi 

representada”.     

  

Sobre este puntual aspecto, conviene tener en cuenta que la Corte 

Constitucional en la sentencia SU-4181/19 precisó que de acuerdo con 

lo establecido en el inciso 2º del numeral 3º del artículo 322 del Código 

General del Proceso “tratándose de la apelación de sentencias, ante el 

juez de primera instancia se interpone el recurso y se precisan de 

manera breve los reparos concretos que se le hacen a la decisión, pero la 

sustentación del recurso debe hacerse ante el superior y dicha 

sustentación debe versar sobre los reparos enunciados ante el juez de 

primera instancia” (Se destaca). 

 

Seguido, en la aludida providencia la citada Corporación destacó, 

refiriéndose al artículo 327 ibídem, que: “Por lo demás, esta disposición 

normativa también es clara en señalar que el apelante deberá sujetar 

su alegación a desarrollar los argumentos expuestos ante el juez 

de primera instancia. Difícilmente puede pretenderse que ese deber se 

predica exclusivamente de aquel de sujetarse a lo expuesto ante el juez 



de primera instancia, pero que la disposición debe leerse en el sentido de 

que es facultativo del apelante acudir a la audiencia y que solo si lo hace, 

le resulta predicable el deber de sujetarse a desarrollar los argumentos 

expuestos ante el juez de primera instancia. Por el contrario, la 

lectura integrada de los distintos apartados normativos ya 

referenciados conduce a entender que ese deber se predica tanto 

de la necesidad de hacer la sustentación ante el superior, como 

de la de circunscribirla al desarrollo de lo presentado ante el juez 

de primera instancia”. 

 

Por su parte el Decreto Legislativo 806 de 2020, emitido en el 

marco del Estado de Emergencia Ecómica, Social y Ecológica, derivado 

de la pandemia que ha generado el virus Covid-19, en el inciso segundo 

del artículo 14, reiteró esa obligación de sustentar el recurso de 

apelación al preveer que: “Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el 

que niega la solicitud de pruebas, el apelante deberá sustentar el recurso 

a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. De la sustentación 

se correrá traslado a la parte contraria por el término de cinco (5) días. 

Vencido el término de traslado se proferirá sentencia escrita que se 

notificará por estado. Si no se sustenta oportunamente el recurso, se 

declarará desierto.” 

 

Aplicados los anteriores planteamientos de orden legal y 

jurisprudencial  al presente asunto, pronto emerge que en el escrito con 

el que el apoderado de la apelante pretendió sustentar la alzada no 

desarrolló los argumentos que expuso ante el juez de primer grado,  

circunstancia que conlleva necesariamente a declarar desierto el 

recurso, ante el incumplimiento de la carga establecida en la norma 

adjetiva, la que es clara en prever que el apelante debe proceder en tal 

sentido, lo que no ocurrió en este asunto, atendido por demás que la 

competencia de esta sede se circunscribe, en términos de la Corte 

Constitucional, a las actuaciones aquí surtidas y no frente a las que se 

entiendan agotadas ante el inferior.  

 

En consecuencia, se 

 

DISPONE: 

 



        1.    DECLARAR DESIERTO el recurso de apelación instaurado 

por la parte demandante contra la sentencia que profirió el Juzgado 30 

Civil del Circuito de Bogotá el 25 de noviembre de 2020, dentro del 

presente asunto.  

 

2.  En firme esta providencia, devuélvase el expediente al 

juzgado de origen. 

  

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

 



  TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL 

 

Bogotá, D.C., dieciséis de abril de dos mil veintiuno.  

 

Radicado: 11001 31 03 032 2007 00134 01 -Procedencia: Juzgado 1° Civil Circuito Transitorio.  

Verbal:  María Dolores Soto y Otros Vs. Corporación IPS Saludcoop Tolima y Otros. 

Asunto:  Recurso de casación. 

Decisión:             No concede. 

 

Resuelve el Tribunal sobre la concesión del recurso extraordinario de 

casación interpuesto por los demandantes contra la sentencia de 22 de 

febrero de 2021. 

 

ANTECEDENTES 

 

1. El Juzgado 1° Civil del Circuito Transitorio decidió la primera 

instancia mediante sentencia proferida el 30 de septiembre de 2019, en la 

que resolvió negar las pretensiones de la demanda, tras declarar probada 

la falta de legitimación en la causa por activa. 

 

2. En fallo de 22 de febrero pasado, esta Corporación en Sala de Decisión 

Civil resolvió el recurso de apelación formulado por la parte actora, 

confirmando la negativa dispuesta por el a quo, pero por razones 

diferentes. 

 

3. Dentro del término previsto en el artículo 337 Cgp, el apoderado judicial 

de los demandantes interpuso recurso extraordinario de casación. 

 

CONSIDERACIONES 

 

Respecto del recurso extraordinario de casación, el artículo 334 ibídem. 

dispone que este “procede contra las (…) sentencias, cuando son 

proferidas por los tribunales superiores en segunda instancia (…)”, y a 

su vez, el inciso 1º del canon 338 ib. establece: “cuando las pretensiones 
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sean esencialmente económicas, el recurso procede cuando el valor 

actual de la resolución desfavorable al recurrente sea superior a un mil 

salarios mínimos legales mensuales vigentes (1000 smlmv). Se excluye la 

cuantía del interés para recurrir cuando se trate de sentencias dictadas 

dentro de las acciones de grupo y las que versen sobre el estado civil”. 

 

En este evento, la resolución desfavorable para cada uno de los 

recurrentes –teniéndolos como litigantes separados como ha sentado la 

Corte Suprema de Justicia1, base para determinar su interés para acudir 

en casación-, consiste en la negativa de las pretensiones individuales 

consignadas en la demanda.  

 

Así, el interés individual para recurrir de Alfonso Mejía Soto, Luz Mila 

Mejía Soto, Lucelly Mejía Soto, Alba Ruth Mejía Soto, Hugo Alirio 

Mejía Soto, Mario Asdrúbal Mejía Soto, Blanca Ruby Mejía Soto y 

Fabio Augusto Mejía Soto (hermanos de Ernesto Mejía Soto), 

corresponde concretamente a 100 smlmv (en 2021 $90’852.6002), monto 

que dista de los 1000 smlmv arriba citados ($908’526.000 para el presente 

año). 

 

Y el interés para recurrir de María Dolores Soto Betancur y Fabio Mejía 

Londoño (padres de Ernesto Mejía Soto), corresponde a 500 smlmv para 

cada uno, según las pretensiones 2.2.1., 2.2.2., 2.2.3. y 2.2.4., valor que 

tampoco asciende al índice necesario para conceder el recurso 

extraordinario. 

 

DECISION 

 

                                                           
1 V.gr. Auto AC-7068-2016, exp. 2011-762-01. 
2 Salario Mínimo $908.526. Decreto 1785 de 2020. 
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Por lo expuesto, el Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá, Sala 

Civil, NO CONCEDE el recurso extraordinario de casación interpuesto 

por la parte demandante contra la sentencia proferida en esta instancia. 

 

NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 

El Magistrado, 

 

GERMÁN VALENZUELA VALBUENA 
                                                                        Rad.: 11001 31 03 032 2007 00134 01 

 

 

Firmado Por: 

 

GERMAN  VALENZUELA VALBUENA  

MAGISTRADO TRIBUNAL O CONSEJO SECCIONAL 

TRIBUNAL SUPERIOR SALA 019 CIVIL DE BOGOTÁ D.C. 
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Bogotá, D.C., dieciséis (16) de abril de dos mil veintiuno (2021) 

 

1. El informe técnico presentado por la Corporación Lonja de 

Propiedad Raíz Peritazgos y Avalúos Distrito Capital obre en autos, y 

póngase en conocimiento de las partes, para los fines legales pertinentes. 

 

2. A efectos de continuar con el trámite correspondiente, en 

armonía con el Decreto Legislativo 806 de 2020, en cuyo artículo 14 , último 

inciso, preceptúa que “[s]i se decretan pruebas, el juez fijará fecha y hora para 

la realización de la audiencia en la que se practicaran, se escucharan alegatos y se 

dictará sentencia. La sentencia se dictará en los términos establecidos en el Código 

General del Proceso”, el Despacho dispone: 

 

Señalar la hora de las diez y treinta de la mañana (10:30 A.M.) 

del miércoles 5 de mayo de 2021, para llevar a cabo la audiencia de 

sustentación del informe técnico decretado oficiosamente, alegaciones y 

fallo de que trata el artículo 327 del Código General del Proceso. 

 

En su oportunidad, se pondrá en conocimiento de las partes, y 

demás interesados en esta actuación, el enlace de ingreso y el instructivo para 

el desarrollo de la audiencia virtual, utilizándose, para tal fin, la dirección 

electrónica que aparece en el expediente. En caso de no haberse informado 

dicho dato o si el aportado fue objeto de modificación, los sujetos procesales, 

y todos cuantos tengan interés en el proceso, deberán comunicarlo de forma 

inmediata, suministrando la correspondiente cuenta electrónica a los 

siguientes correos institucionales: des09sctsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

y/o jromerog@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

mailto:des09sctsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:jromerog@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Por Secretaría, mediante el mecanismo más idóneo, procédase 

al enteramiento de la presente decisión al perito, a fin de que comparezca 

virtualmente a la audiencia programada, haciéndole saber sobre su forzosa 

asistencia a la prenotada vista pública (Art. Inc. 2, Art. 231 del C. G. del P.)  

 

NOTIFÍQUESE, 

 

JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO 
Magistrado 
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Código único de Radicación 11 001-22-03-000-2019 00134-01 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SALA CIVIL 

 

Bogotá, D.C. dieciséis (16) de abril de dos mil veintiuno (2021) 

 
 
PROCESO: FUNDACIÓN HOSPITAL DE LA 
MISERICORDIA.   
DEMANDANTE: EPS COOMEVA.  
ASUNTO: RECUSACIÓN. 

 
 

Sería del caso resolver la recusación formulada por el apoderado de la parte 

demandante contra la Magistrada Sustanciadora Nancy Esther Angulo 

Quiroz, por configurarse los presupuestos del numeral 2º del artículo 141 

del Código General del Proceso, si no fuera porque el asunto se encuentra 

ahora a cargo del Magistrado Carlos Augusto Zuluaga Ramírez, en razón a 

la licencia otorgada a la titular de ese Despacho, lo cual quiere decir que no 

hay necesidad de estudiar se ha o no configurado la causal, por carencia de 

interese actual en la causa. 

 

En consecuencia, devuélvase el expediente al Despacho de origen. 

 

NOTIFIQUESE  

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ D.C. 

SALA CIVIL 

 
Bogotá D.C., nueve (9) de abril de dos mil veintiuno (2021) 

 
Magistrada sustanciadora: ADRIANA AYALA PULGARÍN 

 
Radicación: 110013103 036 2018 00292 01. 

Clase: Ejecutivo. 

Ejecutante: María Cristina Peña Hernández [cesionaria y endosataria de la Corporación de 

Ahorro y Vivienda “Granahorrar”]. 

Ejecutado: Luís Jesús Valbuena Patiño. 

Auto: Confirma. 

 

Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por el ejecutado en contra del proveído de 21 de 

septiembre de 2020, a través del cual, el Juzgado Treinta y Seis Civil del Circuito de Bogotá, negó la 

“causal de irregularidad o nulidad” planteada por dicho extremo procesal. 

 

ANTECEDENTES 

 

1. En el marco de la etapa de “control de legalidad” de la audiencia inicial celebrada en dicha 

calenda, el apoderado judicial del ejecutado manifestó lo siguiente: “su señoría, tal como consta en el proceso, 

luego de que BBVA recibiera los dos títulos de parte de Granahorrar, tanto la hipoteca como el pagaré, se han efectuado 

seis (6) cesiones del crédito; la última de ellas, a quienes fungen como demandantes hoy […] resulta su señoría que como 

esas cesiones se efectuaron después de librado el mandamiento de pago, se debe dar aplicación al artículo 68 del Código 

General del Proceso, inciso 3° que dice lo siguiente: “El adquirente a cualquier título de la cosa o del derecho litigioso 

podrá intervenir como litisconsorte del anterior titular. También podrá sustituirlo en el proceso, siempre que la parte 

contraria lo acepte expresamente.” Entonces, a la fecha su señoría no ha existido un auto, ni siquiera una manifestación 

de la parte demandante para que mi poderdante acepte a los actuales acreedores, como acreedores, entonces, quisiera su 

señoría que se surtiera esa medida por parte del Despacho a fin de que se acepte o no se acepte por parte de mi poderdante 

a los acreedores”1. 

 

                                                           
1 Cfr. Minutos 1:13:36 a 1:15:05 audiencia de instrucción y juzgamiento de 21 de septiembre de 2020. 
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2. Corrido traslado de la anterior petición a los ejecutantes -los que abogaron por que 

simplemente la parte pasiva aceptara o no la cesión antedicha-2, la Jueza a quo denegó el pedimento, 

con base en que, conforme a lo establecido en el artículo 297 del estatuto procesal vigente, la 

notificación echada de menos por el fustigado se realizó en el transcurso del proceso, sin que hubiese 

manifestado alguna inconformidad al respecto, por lo que la “irregularidad” aludida se encuentra 

saneada y no fue alegada al tenor de las causales expresadas en el artículo 133 del C.G.P.3 

 
3. Frente a la antedicha decisión, el demandado presentó sendos recursos de reposición y 

apelación, alegando, en lo medular, que la ley no presume el acto omitido, por cuanto no existió una 

aceptación “expresa” del mismo en torno a aceptar o no a sus nuevos acreedores.4 

 
4. Dentro del traslado respectivo, los ejecutantes señalaron que la irregularidad alegada por el 

quejoso se entiende saneada por no haberse realizado manifestación alguna sobre el particular en su 

momento.5 

 
5. Para desestimar la censura horizontal, la funcionaría cognoscente argumentó que la 

“irregularidad” planteada por el recurrente no aparece taxativamente establecida en el artículo 133 del 

Código General del Proceso como una causal de nulidad, lo cual, aunado a su silencio, permite tenerla 

por saneada. Agregó, que el tema de la aceptación de las cesiones no fue planteado como una 

excepción previa, sino de mérito, por lo que, en todo caso, el tema será decidido en la sentencia. Así, 

con base en el numeral 6° del artículo 321 Ib. concedió el medio de impugnación vertical en estudio.6 

 
CONSIDERACIONES 

 
1. De entrada, resulta necesario precisar que, el apoderado judicial del ejecutado, en momento 

alguno planteó incidente de nulidad y/o solicitud en tal sentido, sino que simplemente se limitó a 

pedirle al Juzgado que le permitiera aceptar o no, “expresamente” a sus nuevos acreedores, toda vez que, 

en su sentir, nunca se le requirió para tales efectos y este no se pronunció. 

 

De tal manera, en principio, la apelación concedida por la juzgadora de instancia resulta 

improcedente, pues, si bien es cierto, la misma se ocupó de decidir una solicitud de nulidad -

inexistente- ello no habilitaba la alzada en comento, en la medida en que, se insiste, se trató de una 

petición que no cumple con los específicos requisitos establecidos por el estatuto procesal para la 

invocación de dicha institución. 

 

                                                           
2 Cfr. Minutos 1:15:06 a 1:15:53 Ib. 
3 Cfr. Minutos 1:16:14 a 1:18:25 Ib. 
4 Cfr. Minutos 1:18:26 a 1:19:30 Ib. 
5 Cfr. Minutos 1:19:31 a 1:21:38 Ib. 
6 Cfr. Minutos 1:21:39 a 1:27:30 Ib. 
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2. Sin perjuicio de lo anterior, ha de verse que, el pedimento efectuado por la parte 

demandada, en todo caso, estaba llamado a su fracaso, habida cuenta que, tal como lo determinó el 

Juzgado de primer grado, a la misma le fueron notificadas todas las providencias emitidas en el trámite, 

incluyendo las cesiones aceptadas dentro de éste, sin que en momento alguno se hubiese realizado 

comentario sobre el particular; escenario que, al tenor de lo dispuesto en el artículo 136 del C.G.P. 

señala saneada cualquier irregularidad en tal sentido, máxime si se toma que la parte supuestamente 

afectada, exteriorizó silente conducta y no la alegó oportunamente. 

 

3. Corolario de lo anterior se confirmará el auto apelado y se condenará en costas al apelante. 

 
DECISIÓN 

 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, D. C.,  

 
RESUELVE 

 
PRIMERO: CONFIRMAR el auto de 21 de septiembre de 2019 proferido por el Juzgado 

Treinta y Seis Civil del Circuito de Bogotá. 

  
SEGUNDO: CONDENAR en costas al apelante, para lo cual se señala la suma de 

$200.000,oo como agencias en derecho. 

 
TERCERO: En firme esta providencia, ingresen a Despacho las diligencias para continuar 

con so trámite. 

 
NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE7, 

 
 
 

Firmado Por: 
 

ADRIANA  AYALA PULGARIN  
 MAGISTRADO 

 MAGISTRADO - TRIBUNAL 017 SUPERIOR SALA CIVIL DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-SANTAFE DE BOGOTA 
D.C.,        

 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 
527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: c04be02003c1271374c2b302985f47c5098bb1924abeb57630487c648bc3d508 

Documento generado en 09/04/2021 03:56:17 PM 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

                                                           
7 Para consultar el proceso digital visite: https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-bogota-sala-civil-despacho-
17/14. 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-bogota-sala-civil-despacho-17/14
https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-bogota-sala-civil-despacho-17/14
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Remitáse	comunicación	al	abogado	de	la	demandada	que	suscribe	el	
precedente	escrito	para	que	allegue	el	memorial	de	suspensión	que	
anunció.	

Notifıq́uese,	 

RUTH ELENA GALVIS VERGARA 
Magistrada 

 

Firmado Por:

 

 

RUTH ELENA GALVIS VERGARA 

MAGISTRADA

Magistrada Sala Civil Tribunal Superior De Bogotá, D.C.
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R.I. 14877 

Rad. 028-2014-00507-01  

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

 DE BOGOTÁ - SALA CIVIL 

 

11001 31 03 028-2014-00507-01 

 

Bogotá D.C., dieciséis (16) de abril de dos mil veintiuno (2021). 

 

 

En atención a la solicitud presentada por el Despacho de la 

Magistrada Adriana Ayala Pulgarin1, por secretaría remítase copia de 

la totalidad del expediente digital, y remítase las diligencias para que 

sea incorporado al expediente 1100131030282014 00582 03 seguido 

entre los mismos sujetos procesales. 

 

Notifíquese, 

 

CARLOS AUGUSTO ZULUAGA RAMÍREZ 

Magistrado 

038-2014-00507-01 

 

 

 

 

 
1 Archivos 14 y 15 de la carpeta “03. Memoriales” del expediente digital. 



República de Colombia 

Rama Judicial del Poder Público 

 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ - SALA CIVIL 

 

Bogotá D.C., dieciséis (16) de abril de dos mil veintiuno (2021). 

  

1.  IDENTIFICACIÓN DEL PROCESO 

 

Magistrada Ponente: CLARA INÉS MÁRQUEZ BULLA  

Radicación:  110013103040 2017 00738 01 

Procedencia:  Juzgado Cuarenta Civil del Circuito 

Demandante:                 Fiduciaria Colpatria S.A. como vocera y           

administradora del Patrimonio Autónomo 

Subordinado Las Cruces 

Demandada:   Constructora Nelekonar S.A.S. 

Proceso:   Verbal  

Recurso:      Apelación Sentencia   

 

Discutido y aprobado en Salas de Decisión del 12, 19 de marzo, 6 y 16 

de abril de 2021. Actas 09, 10, 12 y 14.        

 

2.  OBJETO DE LA DECISIÓN 

 

Se dirimen los recursos de apelación interpuestos contra la sentencia 

calendada 9 de marzo de 2020, proferida por el Juzgado Cuarenta Civil 

del Circuito de Bogotá, D.C. dentro del proceso VERBAL promovido por 

FIDUCIARIA COLPATRIA S.A. COMO VOCERA Y 

ADMINISTRADORA DEL PATRIMONIO AUTÓNOMO 

SUBORDINADO LAS CRUCES contra la CONSTRUCTORA 

NELEKONAR S.A.S., asunto en el que llamó en garantía a SEGUROS 
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DEL ESTADO S.A. 

 

3.  ANTECEDENTES 

 

3.1.  Demanda. 

 

Fiduciaria Colpatria S.A. como vocera y administradora del Patrimonio 

Autónomo Subordinado Las Cruces, actuando a través de apoderado 

judicial, formuló demanda contra Constructora Nelekonar S.A.S. y llamó 

en garantía a Seguros del Estado S.A., para que previos los trámites 

pertinentes, se hagan los siguientes pronunciamientos: 

 

3.2. Pretensiones 

 

Declarar la ocurrencia del siniestro amparado bajo la póliza de seguros 

particular 21-45-101153125, con sujeción a las condiciones generales 

de la número E-CU-002 A REDIS FEBRERO que forma parte integrante 

la misma, otorgada por Seguros del Estado S.A. para garantizar el 

cumplimiento del contrato 12 de 2014. 

 

Condenar, en consecuencia, a su contendora a pagarle 

$347.764.464,oo -valor indexado de los dos giros realizados- por  

concepto de perjuicios causados por el incumplimiento de aquella 

convención, así como la cláusula penal pactada que asciende a 

$120.000.000,oo, más las costas del proceso1. 

 

3.3. Los Hechos 

 

Como fundamento de sus pretensiones adujo, en síntesis:  

 

Metrovivienda, hoy Empresa de Renovación y Desarrollo Urbano de 

Bogotá D.C. -ERU- celebró el contrato número 137 de 2014 con la 

Fiduciaria Colpatria S.A., en virtud del cual se constituyó el Patrimonio 

                                                 
1 Folios 462 vuelto y 463 del PDF 07CuadernoPrinciplaParte2. 
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Autónomo Subordinado denominado Las Cruces, para verificar y velar 

por la contratación de los diseños y/o construcción de obras de 

urbanismo del proyecto Fábrica Las Cruces, ubicado en esta capital. 

 

En desarrollo de aquel acuerdo la Fiduciaria Colpatria S.A. como vocera 

del aludido patrimonio autónomo suscribió el contrato de consultoría 

número 12 de 2014 con la Constructora Nelekonar S.A.S., para que 

desarrollara los diseños arquitectónicos, estructural, eléctrico, de 

comunicaciones, hidráulico sanitario, de gas, urbanístico, como el 

presupuesto y estudio de suelos. Así mismo, la demandante celebró la 

convención número 14 de 2014 con Visión Arquitectos S.A.S., como 

interventora técnica de aquel pacto. 

 

El valor de la interventoría se convino en $600.000.000,oo incluido IVA, 

los cuales se pagarían así: 30% a la entrega del cronograma de 

actividades, 20% a la entrega del anteproyecto arquitectónico y 

estructural, 40% a la entrega del proyecto completo, aprobado por el 

interventor y el supervisor. El 10% restante, con la entrega final aprobada 

por el supervisor. 

 

El 29 de diciembre de 2014 se sufragaron $180.000.000,oo -30%-, 

cuando entregaron el cronograma con actividades y lapsos a desarrollar. 

El 5 de marzo de 2015, $120.000.000,oo -20%- por el anteproyecto 

arquitectónico y estructural aprobados por el interventor y el supervisor. 

 

El plazo de ejecución del acuerdo de consultoría era de 4 meses 

contados a partir del 18 de diciembre de 2014, por lo que el vencimiento 

estaba previsto para el 17 de abril de 2015, pero se indicó que se podría 

suspender y tal interregno no se contabilizaría. Ello ocurrió entre el 15 

de abril y el 14 de julio de 2015, lapso durante el cual se adelantaron las 

mesas de trabajo. 

 

En el clausulado noveno de la memorada convención, el contratista se 

obligó a constituir una garantía para amparar los riesgos. Con ocasión 

de ello la contratista constituyó la póliza particular 21-45-101153125 con 
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la Compañía Seguros del Estado S.A., que respaldó el cumplimiento 

desde el 12 de diciembre de 2014 hasta el 12 de octubre de 2015, por 

$180.000.000,oo. Tópico, salarios y prestaciones sociales por 

$120.000.000,oo, desde 12 de diciembre de 2014 hasta el 12 de abril de 

2018 por $60.000.000,oo. Calidad del servicio, a partir del 12 de 

diciembre de 2014 hasta el 12 de octubre de 2015. 

 

En la cláusula 20 convinieron como causales de terminación, entre otras: 

el incumplimiento de las obligaciones -literal d)-, la finalización del plazo 

sin que se hubiere satisfecho el objeto -literal g)- y la suspensión o 

parálisis de trabajos -literal j)-. Cumplidos cualquiera de estos eventos 

operaría una clausula penal por el valor total del convenio, con la 

posibilidad de reclamar perjuicios de manera independiente -cláusula 

22-. 

 

La contratista presentó ante las entidades competentes los diseños a 

que se comprometió, pero no obtuvieron el aval de las autoridades; no 

obstante, el acuerdo fue suspendido por 3 meses, dos días antes de su 

vencimiento -17 de abril de 2015-, para que la demandada pudiera 

avanzar con los estudios técnicos y tener la aprobación del Instituto 

Distrital del Patrimonio Cultural. 

 

El 21 de mayo de 2015, el instituto radicó en Metrovivienda las 

observaciones y lineamientos que realizó al proyecto entregado por 

Nelekonar S.A.S., relativos a la ausencia del estudio de valoración y 

criterios que sustenten la propuesta arquitectónica, “…la forma de la 

plaza de mercado no se encuentra claramente argumentado…”, el 

cilindro no se considera viable. Adujo la necesidad de revisar el 

acatamiento de normas urbanas. 

 

El 19 de junio de 2015, la supervisora del contrato -Directora Técnica de 

obras de la Fideicomitente- le informa al representante legal de la 

sociedad encausada lo anterior, y que el arquitecto contratista no asistió 

a la mesa de trabajo convocada para el día 12 anterior. 

 

El 24 de junio subsiguiente, el Instituto Distrital del Patrimonio Cultural le 
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comunicó a Nelekonar S.A.S. 58 observaciones a la planimetría. Advirtió 

que si en el término de 2 meses no presentaba los documentos 

requeridos se entendería desistida su solicitud y se archivaría la misma, 

según lo contemplado en el artículo 13 del Decreto 01 de 1984. 

 

El 9 de julio posterior se realizó comité técnico entre la supervisora -

Metrovivienda-, la interventoría y la empresa enjuiciada para entregarle 

las observaciones del mencionado instituto, las cuales, advirtió 

Metrovivienda, debían cumplirse plenamente para no dar pie a nuevos 

criterios y evaluaciones. 

 

A pesar que la contratista concertó que el acuerdo vencería dos días 

después del período de suspensión, ante el requerimiento de satisfacer 

el pacto, el 28 de octubre ulterior se manifestó contra sus propios actos, 

e insistió en la suscripción de un acta de reinicio, con estribo en la 

cláusula décimo octava del contrato. 

 

Aun cuando se realizaron numerosas reuniones, después del 

vencimiento del acuerdo, para que la encartada pudiera cumplir con las 

obligaciones a su cargo, no lo hizo, pues aunque se le dio como plazo 

máximo el 27 de julio de 2015 para que entregara los diseños aprobados 

por el Instituto Distrital del Patrimonio Cultural, solo lo acató hasta el 6 

de agosto sucesivo. Empero presentaron nuevas observaciones que esa 

entidad socializó el 18 postrero, consecuencia de ello, Nelekonar S.A.S. 

se comprometió a subsanarlas a más tardar antes que finalizara el mes. 

 

La interventoría, al revisar el informe recibido por la constructora el 28 

de agosto de 2015, manifestó que “…el resultado de este ejercicio no 

cumplió con las expectativas del producto…”, lo que implicaría 

tropiezos en su posible aprobación, ya que solo superó el 15% de la 

totalidad de las observaciones. Aunado estimó, se presentan 

deficiencias en los diseños y la presentación de los planos es muy 

precaria, conclusiones que coinciden con lo manifestado en el comité 

fiduciario realizado el 31 de agosto del mismo año por Visión Arquitectos 

S.A.S.  y por la Directora Técnica de obras, quien, a su vez, indicó que, 
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si bien se aprobó el anteproyecto, el proyecto definitivo no satisfizo lo 

pactado, razón por la cual no debe exhibirse ante ninguna entidad y dado 

que el contrato terminó desde el mes de julio, no se realizarán comités 

técnicos adicionales. 

 

El 14 de septiembre de 2015, la interventoría Visión Arquitectos S.A.S. 

en el informe rendido sobre la gestión de la contratista manifestó que el 

contrato se encuentra en un 12.7% de avance real, en tanto no le han 

tramitado licencias y permisos que hacen parte integral del anexo 

técnico. 

 

El 23 de septiembre subsecuente, la demandada puso en conocimiento 

de Metrovivienda que había subsanado las falencias anotadas por el 

Instituto Distrital de Patrimonio Cultural, radicado ante el Ministerio de 

Cultura. Actuación que realizó sin el aval de la interventoría, ni de aquella 

entidad.  

 

El 5 de octubre de esa anualidad, la Cartera mencionada le devolvió los 

documentos presentados a la empresa encausada, con 7 observaciones 

jurídicas y 22 técnicas, vale decir, sin las condiciones necesarias para 

ser aprobado. El día 12 de ese mes y año, se vencieron las pólizas de 

cumplimiento del contrato y calidad del servicio, sin que el contratista las 

hubiera renovado. 

 

El 28 de octubre de 2015, la Constructora Nelekonar S.A.S. presentó un 

informe en Metrovivienda, en el que arguyó que la consultoría estaba 

vigente hasta tanto no se elaborara acta de reanudación del contrato. 

Sostuvo que las observaciones del Ministerio de Cultura no afectaban la 

viabilidad del proyecto y que estas fueron la prioridad de la constructora. 

 

El 26 de octubre de 2015, el Instituto Distrital de Patrimonio Cultural 

expidió la Resolución 1042, mediante la cual ordenó el archivo de las 

diligencias, porque la interesada -aquí demandada- no efectuó los 

ajustes indicados. Decisión ejecutoriada el 6 de noviembre de 2015. 

 

Por instrucción de la fiduciaria el día 29 posterior se liquidó el contrato 
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suscrito con la constructora. El 10 de noviembre siguiente el Ministerio 

de Cultura le devolvió a Nelekonar S.A.S. los documentos presentados 

para complementación. Efectuó observaciones de carácter jurídico y 

técnico. 

 

El 12 de noviembre de 2015, la supervisora le indicó a la contratista que 

la convención se reanudó el 17 de julio de ese año, al punto que en el 

mes de agosto celebraron comité fiduciario en el que se impartió la 

aprobación de no realizar ningún tipo de radicación para la aprobación. 

 

La encartada se ha negado a la devolución de los pagos efectuados, 

pese a que no alcanzó el objeto contractual en la vigencia inicial, ni en 

los plazos adicionales. El Director de Patrimonio del Ministerio de Cultura 

certificó que en la Cartera no reposa documento alguno de la actuación 

adelantada por Nelekonar S.A.S. 

 

El 14 de septiembre de 2015, aquella sociedad señaló que el porcentaje 

de avance real del objeto del contrato era del 12,7%, sin contar con las 

etapas de aprobación, obtención de licencias, permisos, lo cual hace 

parte integral del anexo técnico, por lo tanto, se debía solicitar el 

reembolso del segundo pago realizado, ya que “…a pesar de contar con 

una aprobación al anteproyecto arquitectónico no se suministró el 

anteproyecto estructural…”. 

 

El 11 de noviembre de 2015, en el informe rendido por la interventora 

Visión Arquitectos S.A.S. se consignó que el porcentaje de avance total 

del proyecto era del 28%.  

 

Los convocados a la audiencia de conciliación extrajudicial no 

comparecieron2. 

 

3.4. Trámite Procesal. 

 

El Juzgado de Conocimiento mediante auto calendado 19 de enero de 

                                                 
2 Folios 462 a 471 vuelto  ibídem. 
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2018 admitió la demanda y ordenó su traslado al extremo pasivo3. 

 

La Constructora Nelekonar S.A.S, una vez intimada del proveído 

admisorio del libelo, por medio de aviso, guardó silencio4. 

 

Con sustento en los mismos hechos expuestos en el escrito inaugural, 

la promotora llamó en garantía a Seguros del Estado S.A., para que 

responda por los perjuicios que se reconozcan en este litigio.  Mediante 

proveído del 30 de enero de 2018 se aceptó la anterior solicitud y se citó 

a la memorada compañía, quien fue notificada, a través de apoderado, 

el 15 de mayo de 2018; empero, guardó silencio5. 

 

Agotadas las etapas establecidas en los artículos 372 y 373 del Código 

General del Proceso, se anunció el sentido del fallo y se advirtió que la 

sentencia se proferiría en el término establecido en el canon 373 

ejúsdem6. 

 

Emitida la decisión por escrito, las dos partes formularon recurso de 

apelación, concedido en efecto suspensivo mediante auto de 19 de 

noviembre de 20207. 

 

4. LA SENTENCIA IMPUGNADA 

 

La señora Juez una vez constató los presupuestos procesales e 

inexistencia de irregularidad que invalide lo actuado, precisó en qué 

consisten los contratos de consultoría, interventoría y elaboración de 

estudios, así como los requisitos de la responsabilidad civil contractual. 

 

Indicó que aun cuando no se ha ejecutó la totalidad del contrato, los 

pagos efectuados fueron por el 50% del monto del proyecto -

$300.000.000,oo-, pero el avance del mismo no equivale a este 

                                                 
3 Folio 475 ibídem. 
4 Folio 511 ibídem. 
5 PDF 01CuadernoLlamamiento. 
6 Folios 511, 519 a 521, 534 a 536, 627 a 629 del PDF 07CuadernoPrincipalParte2.   
7 Folios 637 a 647, 660 a 679 y PDF 09ConcedeApelacion20201119. 
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porcentaje. 

 

En cuanto a los pagos refirió que se sufragaron los primeros 

$180.000.000,oo que representaban el 30% del monto de la convención, 

cuya solución, conforme la cláusula sexta  del contrato de consultoría, 

se encontraba supeditada a la entrega del cronograma de actividades 

debidamente aprobado por el supervisor del contrato. Los 

$120.000.000,oo sucesivos también se cancelaron, los cuales  

corresponden al 20% del valor del negocio; se sujetaron a la entrega del 

anteproyecto arquitectónico y estructural, aprobados por el interventor y 

supervisor. 

 

Aseveró que habiendo satisfecho las exigencias requeridas para realizar 

los dos primeros abonos, no hay lugar a reconocer los menoscabos 

materiales deprecados, muy a pesar que en el informe de supervisión 

del proyecto Fábrica las Cruces de fecha 14 de diciembre de 2016 se 

hubiera consignado que “…a la fecha no han sido claras las 

responsabilidades tanto del contratista como de la interventoría sobre un 

contrato que no cumplió con su objeto y sobre el cual se realizaron 

desembolsos de productos no conformes e incompletos, como lo es el 

de no contar a la fecha con el anteproyecto estructural, documento que 

en los registros que se tienen en la empresa no se evidencia…”, aunado, 

a que no se suscribió acta de reanudación, como se concertó en el 

clausulado 18 del pacto de consultoría, y que el testigo Alejandro Ángulo 

de Blum hubiera señalado que en el 2016 no había evidencia en 

Metrovivienda que se hubiera entregado el anteproyecto y/o diseño 

estructural, necesario para el segundo pago, pues es una afirmación que 

no traspasa las fronteras de su propio dicho. Por demás su 

manifestación solo salió a la luz dos años después -2017- a la 

terminación del vínculo. 

 

Con sustento en lo anterior considera inviable devolver los montos 

satisfechos, máxime que la carga negocial que le competía a la 

contratista fue verificada por la supervisión del proyecto y la 

interventoría, área a quien le atañía avalar los pagos y, realizar el control 
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y seguimiento ante las entidades para las aprobaciones pertinentes. 

 

Con posterioridad, abordó el tema del incumplimiento transversal de la 

convención. Concluyó que terminó como lo establece la Resolución 

número 1042 del 26 de octubre de 2015, ejecutoriada el 6 de noviembre 

siguiente, debido a una ejecución defectuosa por vencimiento de la 

vigencia del contrato, de su suspensión -hasta el 17 de julio de 2015- y 

de la prórroga adicional -hasta el 28 de septiembre de 2015-, porque no 

se desarrolló la totalidad del objeto, sin que pueda invocarse como 

eximente de responsabilidad que la encartada no tuvo en cuenta el lapso 

que podía tomarle a la contratista -teoría de los actos propios-, la 

aprobación de los diseños por parte de la autoridad cultural, dado que 

tenía conocimiento del período con el que contaba para cumplir tal labor, 

como se evidencia en el anexo técnico “La Fábrica Las Cruces” de julio 

de 2014. 

 

Sumado a lo anterior, aseveró que en los términos de referencia para la 

selección de la interventoría técnica del contrato se estableció como 

obligación del proponente, verificar que el contratista realizara 

oportunamente la gestión para obtener las aprobaciones, permisos de 

los diseños y estudios técnicos, por lo que la fiduciaria con el fin que se 

ajustaran y presentaran los documentos ante la autoridad de cultura, 

dispuso la suspensión por 3 meses del acuerdo, para lograr el avance 

del proyecto. Además, con el propósito de lograr su correcta ejecución 

realizó una reunión con posteridad a la última prórroga con el arquitecto 

responsable para despejar temas significativos relativos a la solicitud de 

autorización del propietario, boletín de nomenclatura, concepto 

estructural, redacción de la memoria técnica, descripción del estado 

actual del inmueble, índice de localización y modificación de la torre 5, 

utilización de espacios vacíos, sin que la constructora acatara varios de 

ellos. 

 

Esgrimió, entonces, que como la contratista no cumplió a cabalidad con 

el objeto del contrato en el plazo pactado, se generó la cláusula penal 

convenida por el 20% de valor de la convención, esto es, 

$120.000.000,oo, regulada en el clausulado 22 de la consultoría. 
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Luego, pasó a señalar que para garantizar el cumplimiento, salarios, 

pago de prestaciones sociales y la calidad del servicio, en el desarrollo 

de la convención a que se viene haciendo alusión, cuyo objeto fue 

realizar la interventoría técnica del contrato de consultoría para la 

elaboración del diseño arquitectónico y todos los estudios necesarios 

para el proyecto, la constructora Nelekonar S.A.S. tomó un seguro, en el 

que es beneficiaria la Fiduciaria Colpatria S.A., como vocera del 

Patrimonio Subordinado Las Cruces y Metrovivienda. 

 

Añadió que Nelekonar S.A.S. no atendió todos los deberes 

prestacionales a su cargo, para obtener las aprobaciones necesarias de 

parte del Instituto Distrital de Patrimonio y Cultura; y, del Ministerio de 

Cultura, pese al tiempo adicional otorgado -hasta el 17 de julio de 2015- 

para ese fin, ya que no respetó las recomendaciones de la primera 

entidad en mención, motivo por el cual era dable aplicar los literales d) y 

g) de la cláusula 20 de la consultoría y culminar el negocio jurídico por 

incumplimiento de cualquiera de las obligaciones legales y /o 

contractuales a cargo del contratista y, por terminación del plazo sin que 

se hubiera satisfecho con el objeto del acuerdo, pues solo radicó la 

propuesta de intervención arquitectónica luego del vencimiento del lapso 

conferido en el memorado pacto. 

 

Aunado, la contratista no acató las recomendaciones técnicas, 

administrativas y financieras, ni participó en las negociaciones 

solicitadas por Metrovivienda y/o por el contratante del 12 y 17 de junio, 

lo cual corroboran los informes parciales y final de interventoría que da 

cuenta de un avance total del contrato del 28% del contrato, tal como lo 

confirmó la prueba testimonial, porcentaje este que si bien se incrementó 

en virtud de la ejecución, lo cierto es que en la arquitectura solo se 

avanzó en un 20%. En cuanto a estructura, hidrosanitaria, red de gas, 

eléctrico, presupuesto y demás quedaron en 0%. 

 

Lo anterior habida cuenta que pese a que la constructora radicó el 28 de 

agosto de 2015, el producto de la interventoría completa, el mismo fue 

rechazado; y, en consecuencia, archivado porque no se realizaron los 
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ajustes indicados, mediante acto administrativo número 1042 del 

Instituto Distrital de Patrimonio Cultural. 

 

Determinó que las anteriores razones son suficientes para establecer el 

incumplimiento por parte de Nelekonar S.A.S., aunque no a título de 

culpa grave, en tanto no se probó. 

 

Añadió que no son tema de debate en el proceso, los nuevos gastos en 

que debió incurrir la demandante con el fin de lograr la aprobación del 

proyecto, ni que para este propósito se hubieran utilizado los avances 

de Nelekonar S.A.S. Tampoco lo son, los conocimientos específicos que 

debía tener el arquitecto que tenía a cargo el contrato, y que se pagó el 

50% del valor de la convención, porque este porcentaje del negocio 

corresponde al ejecutado. 

 

También, adujo que no desconoce el principio de congruencia, en tanto 

la cláusula  penal fue objeto de pedimento en las pretensiones de la 

demanda, por lo que no es dable considerar un fallo extra petita. 

 

Por último, arguyó que la llamada en garantía no debe responder por la 

penalidad, aun cuando en la cláusula 1.4. del contrato de seguro se 

ampararon los perjuicios derivados del incumplimiento imputable al 

tomador, dado que es una de las exclusiones consagradas en la póliza. 

Aunado, la falta de información de las suspensiones del acuerdo 

agravaron el estado de riesgo. 

 

Corolario, declaró que la Constructora Nelekonar S.A.S. incumplió el 

contrato número 12 de 2014 suscrito con la actora, convención que 

terminó por vencimiento del plazo de duración; siendo civil y 

contractualmente responsable por la desatención de sus deberes 

obligacionales. En consecuencia, la condenó a pagar $120.000.000,oo 

por cláusula penal, dentro de los 10 días siguientes a la ejecutoria del 

fallo. 

 

Además, negó el reconocimiento de los perjuicios materiales solicitados 

y las pretensiones formuladas con ocasión del llamamiento en garantía. 
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Así mismo, dispuso que el extremo pasivo asumiera el 50% de las costas 

del proceso8.  

 

5.  ALEGACIONES DE LAS PARTES 

 

5.1.  El apoderado del extremo actor pide revocar la sentencia de primer 

grado, para en su lugar, acceder a todas las súplicas demandatorias. 

Como sustento de ello arguyó que el a quo no aplicó la confesión 

regulada en el artículo 97 del Código General del Proceso, pese a que 

la demandada, ni la llamada en garantía contestaron el escrito genitor. 

 

En adición, cuestionó que la Juzgadora excluyera la responsabilidad de 

la encartada, porque la interventora y la supervisora aprobaron el 

anteproyecto; no obstante, que en el interrogatorio que absolvió su 

representante legal reconoció que las observaciones que hicieron las 

autoridades culturales eran muy fáciles de acatar. Aun así, la contratista 

no las realizó, circunstancia que por el contrario fue considerada por la 

Funcionaria para condenarla al pago de la cláusula penal. 

 

Rebatió que el incumplimiento de la encartada se presentó en varias 

oportunidades: el 21 de abril de 2015 el Instituto Distrital de Patrimonio 

Cultural remitió las primeras observaciones del proyecto. El 24 de junio 

siguiente, la misma entidad realizó nuevas sugerencias.  

 

El 30 julio postrero, tras la interventoría advertir a la contratista el 

compromiso que había adquirido, el 14 de agosto ulterior el memorado 

instituto remite nuevas observaciones, por lo que el 30 de agosto de la 

misma anualidad, la primera en mención informa que no se alcanzaron 

las expectativas del producto, aspecto confirmado por la Directora 

Técnica de obras el día 31 posterior, quien advirtió que, si bien se aprobó 

el anteproyecto, se evidencia una falta de responsabilidad. 

 

El 14 de septiembre de 2015 se radica un informe del interventor que da 

cuenta de un nivel de cumplimiento del 12.7%. El 2 de octubre de este 

                                                 
8 Folios 630 a 636 del PDF 07CuadernoPrincipalParte2. 
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año, devuelve los documentos por estar incompletos. El día 26 del 

mismo mes y año, el citado instituto expide resolución debido a que no 

se efectuaron los ajustes indicados. El 10 de noviembre de 2015, la 

cartera de nuevo devuelve los documentos, iterando los requisitos que 

debe completar. 

 

A continuación, con apoyo en jurisprudencia, deprecó que se acceda al 

reconocimiento de los menoscabos invocados, porque la desatención de 

las obligaciones pactadas por sí solo es un acto culposo, que da lugar a 

la reclamación de perjuicios cuando el plazo es esencial al negocio o su 

insatisfacción apareja el fin práctico perseguido. Estimar lo contrario 

implicaría proteger al contratista moroso. 

 

Añadió que el patrimonio de la fiduciaria si resultó afectado, pues 

salieron dineros, sin recibir el anteproyecto, cuya ausencia se encuentra 

probada con la confesión ficta que opera por la no contestación de la 

demanda, en virtud de lo admitido por el representante legal de la 

enjuiciada en interrogatorio de parte y lo dicho por el testigo Alejandro 

de Ángulo Blum, quien declaró que el producto nunca fue entregado. 

 

En cuanto a la cláusula penal solicitó se mantenga, mas no sus 

consideraciones, habida cuenta que la conducta de la pasiva si es 

equiparable al dolo, al estar demostrado el cumplimiento defectuoso de 

la contratista, el conocimiento que ella tenía sobre las aprobaciones que 

debía obtener y el porcentaje de ejecución del contrato. 

 

Imploró condenar a la aseguradora “…al pago de la póliza citada…”, toda 

vez que no se pronunció frente al libelo, motivo por el cual “…no se 

puede aplicar de oficio la defensa de la aseguradora…”. 

 

Con base en los anteriores argumentos, pidió ordenar la solución de los 

desmedros reclamados con ocasión del incumplimiento contractual 

alegado, en consecuencia, disponer la devolución del monto pagado, 

más la corrección monetaria e intereses legales causados. Además, 

condenar a la aseguradora “…al pago de la póliza que obra en el 
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proceso…” y a la demandada a asumir el 100% de las costas9. 

 

Al desarrollar los reparos amplió su postura en relación con el 

incumplimiento, refirió que la entidad contrató una obra específica, pero 

ello no se acató por parte de la convocada, ni siquiera con el 50% que 

alega haber entregado. Por el contrario, las demás probanzas 

demuestran la no satisfacción del negocio. Se denota mala fe de la 

constructora por su desidia.  Aunado, no dio respuesta a ninguna de las 

observaciones realizadas en el marco del contrato. Memoró el 

cronograma que igualmente no se desarrolló.  

 

Tampoco se acreditó una causal de exoneración de responsabilidad 

como se pretendió hacer valer, máxime cuando ello no fue alegado en 

su debida oportunidad, sino que es un aspecto esgrimido a destiempo, 

ya que en la contestación de la demanda guardó silencio.  

 

La llamada en garantía, no contestó la demanda, de manera que es 

plausible aplicar las consecuencias legales. Deprecó condenar conforme 

las pretensiones del libelo. 

 

5.2. El abogado de la encausada impetró revocar  los mandatos de la 

sentencia que le son desfavorables. Como sustento de ello replicó que 

la providencia es incongruente, por cuanto revisadas las pretensiones, 

tras deprecar la declaratoria de ocurrencia del siniestro, se pidió que se 

condenara a Seguros del Estado S.A. a resarcir los perjuicios probados 

y la cláusula penal, por tanto, no era plausible emitir tal orden contra la 

Constructora Nelekonar S.A.S., quien carece de legitimación en la causa 

por pasiva. 

 

Resaltó que las excepciones al principio de congruencia, esto es, fallar 

ultra y extra petita solo están permitidas para asuntos de familia. 

 

Arguyó que difiere la calificación de “…incumplimiento contractual…”, 

con la situación efectivamente ocurrida, esto es, la finalización del plazo 

                                                 
9 Folios 637 a 647 ibídem. 
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de ejecución sin la satisfacción del objeto planteado por las partes. Los 

hechos no son imputables a la constructora, ya que el término otorgado 

para que el Instituto Distrital de Patrimonio Cultural aprobara el 

anteproyecto era insuficiente. 

 

Sumado a ello, las observaciones realizadas por el mencionado instituto 

no configuran un incumplimiento contractual, como si lo serían la omisión 

de subsanación de las mismas, las cuales no fue posible efectuar, ya 

que “…la ERU decidió revocar el poder a la constructora NELEKONAR, 

situación que desembocó en el desistimiento tácito frente al trámite 

iniciado ante el IDPC, el cual había tomado mas de dos (2) meses para 

dar contestación a la primera radicación realizada por el consultor…”, tal 

como lo evidencia la demanda y las pruebas arrimadas. 

 

Criticó que la primera instancia no analizara la eximente de 

responsabilidad por el hecho de un tercero, expuesta en los alegatos de 

conclusión, consistente en que existe culpa exclusiva de la Fiduciaria 

Colpatria y la ERU, entidad que como reconoció el representante legal 

de la primera, estructuró integralmente el negocio jurídico de consultoría, 

se encontraba en una mejor posición que el consultor para establecer el 

lapso del trámite ante el Instituto Distrital de Patrimonio Cultural. 

Circunstancias que desencadenan en una concurrencia de culpas “…en 

la imposibilidad de ejecución del negocio jurídico y satisfacción plena del 

objeto contractualmente acordado por los extremos contractuales…”, 

máxime cuando se le revocó el poder con antelación al vencimiento de 

plazo para subsanar las observaciones del citado instituto. 

 

Por último, al amparo de los artículos 1596 del Código Civil y 867 del 

Código de Comercio, impetró que en el evento de no revocar el numeral 

cuarto de la parte resolutiva de la sentencia, se reduzca el monto de la 

cláusula penal en proporción al porcentaje de cumplimiento -28%- de las 

obligaciones por parte de Nelekonar S.A.S. en el marco del contrato 12 

de 2014, esto es, a $86.400.000,oo10. 

                                                 
10 Folios 660 a 679 ibídem. 
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Como fundamento de los reparos, recabó que los efectos del artículo 97 

del Código General del Proceso, no conllevan inexorablemente que el 

extremo demandado pierda automáticamente el proceso, sino que se 

debe buscar la verdad material, al tenor de las pruebas recaudadas. 

 

En ese orden, en el marco de los medios de convicción, la parte actora 

no demostró los perjuicios causados, no a la fiduciaria como vocera, sino 

a la Empresa de Renovación y Desarrollo Urbano de Bogotá, D:C. 

Entonces, no es cierto afirmar que existen daños.  

 

Sobre las obligaciones, confunde el apoderado de la demandante, como 

el a-quo, el incumplimiento con la satisfacción parcial. En la teoría de los 

actos propios, a la actora no es dable alegar su propia culpa a su 

beneficio, cuando no satisfizo los estándares de la contratación. La 

presunta inejecución nace de una actuación propia de la Empresa de 

Renovación Urbana. Aunado, la interventoría avaló los pagos porque los 

insumos entregados satisficieron las condiciones iniciales, luego, no es 

posible desconocerlos.  

 

Adicionalmente, el acto de suspensión contractual se plasmó entre las 

partes, por manera que tampoco es dable pasarlo por alto, máxime 

cuando dependió de un tercero. También operó causa extraña eximente 

de responsabilidad; y, contrario a lo anotado, se acataron las 

observaciones que en su oportunidad se expusieron. No existe en el 

plenario ningún indicio que el comportamiento de la pasiva hubiera sido 

de mala fe. 

 

Recordó el principio de congruencia que debe permear la sentencia de 

cara a las pretensiones y hechos alegados. La sentencia no valoró 

debidamente las versiones, puesto que fungieron como testigos 

técnicos. 

 

Finalmente, el contrato se cumplió parcialmente, se venció porque la 

entidad actora  les revocó el poder para seguir actuando, por ende, no 

se pudo continuar con el trámite.  
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5.3. La señora apoderada de la aseguradora solicitó refrendar la 

sentencia respecto de la absolución de la compañía, puesto que no se 

verificaron los presuntos perjuicios que alega la demandante respecto al 

incumplimiento, por ende, no existe afectación de la póliza de 

cumplimiento. Además, resaltó que solo pretende se le devuelvan unos 

dineros que entregaron, a título de eventual anticipo, pero la póliza no 

tiene ese amparo, por ende, no existe obligación de resarcirlo. Respecto 

de la condena de la cláusula penal, también resalta que el clausulado 

del documento tampoco cubre el concepto.  

 

6.  CONSIDERACIONES 

 

6.1. Los presupuestos procesales se hallan reunidos a cabalidad, y 

sobre ellos no hay lugar a reparo alguno. Así mismo, analizado el trámite 

en ambas instancias no se observa irregularidad que pueda invalidar lo 

actuado, por tanto, se dan las condiciones necesarias para proferir 

sentencia de mérito.  

 

6.2. Examinados los reparos concretos y las sustentaciones de los 

recursos de apelación, las inconformidades de los opugnantes se 

circunscriben a determinar, si la encausada incumplió el contrato de 

consultoría celebrado; y, a raíz de ello, se configuró el siniestro 

amparado por la póliza que la encartada tomó con Seguros del Estado 

S.A.; lo que conduce a que la sociedad debe pagar los perjuicios 

reclamados y la cláusula penal. 

 

Empero, antes de analizar el aludido tópico se hace necesario examinar 

si la empresa convocada, está facultada para resistir las pretensiones de 

la demanda, según las estipulaciones contractuales, en tanto que este 

es uno de los requisitos para proferir sentencia de fondo. 

 

6.3. Concerniente a la legitimación en la causa, conviene memorar que 

es la facultad que le asiste a una persona para exigir de otra el derecho 

controvertido, por ser justamente quien debe responderle, por ende, 

como lo ha destacado la Corte Suprema de Justicia, “…es uno de los 
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requisitos necesarios e imprescindibles para que se pueda dictar 

providencia de mérito, ora favorable al actor o bien desechando sus 

pedimentos…”11.  

 

En palabras del Alto Tribunal, “…es un fenómeno sustancial que 

consiste en la identidad del demandante con la persona a quien la ley 

concede el derecho que reclama y en la identidad del demandado con 

la persona frente a la cual se puede exigir la obligación correlativa’” 

(CLXVI - páginas 639 y 640) …”12. 

 

Así que se carece de legitimación en la causa cuando la pretensión se 

esgrime por quien no tiene la facultad para invocarla o contra quien no 

cuenta con preponderancia para resistirla, por ministerio de la ley 

sustancial. 

 

6.4. Agregado a lo anterior debe decirse que “…[l]a mera circunstancia 

de que no se conteste la demanda…, no implica ipso facto, que la 

presunción …, según la ley, conduzca a que el juez se vea impelido a 

dictar sentencia desfavorable a los intereses de quien actuó de esa 

manera, porque llevan consigo una confesión obtenida en violación del 

principio de no autoincriminación…”13. Razón por la cual deviene 

imperioso, como se anotó, analizar los elementos de juicio obrantes en 

la foliatura, para establecer, en primer lugar, si la demandada está 

facultada para resistir las pretensiones de su contradictora. 

 

De los elementos suasorios arrimados al plenario se vislumbra que la 

convención de consultoría número 12 de 2014 celebrada entre la 

Fiduciaria Colpatria como vocera del Patrimonio Autónomo Subordinado 

Las Cruces y la Constructora Nelekonar S.A.S, contempló que tenía 

como objeto la elaboración de los diseños arquitectónico, estructural, 

eléctrico, de comunicaciones, hidráulico, sanitario, de gas y de 

                                                 
11 Corte Suprema de Justicia. Sentencia de 23 septiembre de 2007, expediente 1999-00125-
01. 
12 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia de 1° de julio de 2008, 
expediente 11001-3103-033-2001-06291-01. Magistrado Ponente Doctor William Namén 
Vargas. 
13 Corte Constitucional. Sentencia C-102. 
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urbanismo, además de la elaboración del presupuesto y estudio de 

suelos por parte de la contratista -cláusula primera-. 

 

A su vez, en el memorado negocio se convino que era obligación del 

contratante efectuar los pagos a que tenía derecho el contratista con 

cargo exclusivo a los recursos del patrimonio autónomo, previa 

aprobación del interventor del contrato y de la persona que ejerza 

la supervisión técnica designada por Metrovivienda -cláusula cuarta- 

resalta la Sala-. 

 

Como valor de ese negocio se concertó la suma de $600.000.000,oo -

cláusula sexta-, que sería cubierto con cargo exclusivo del Patrimonio 

Autónomo Subordinado Las Cruces, así: 30% del valor total con la 

entrega al contratante del cronograma debidamente aprobado por 

el supervisor; 20% con la entrega del anteproyecto arquitectónico 

y estructural, aprobados por el interventor y el supervisor, 40% del 

valor total contra entrega del proyecto arquitectónico y estructural 

completo, aprobado por el interventor y el supervisor, y el 10% restante 

contra entrega aprobada por el supervisor -cláusula sexta- resalta la 

Sala-. 

 

Así mismo, se acordó que la directora Técnica de Obras de 

Metrovivienda ejerciera la supervisión del contrato. Las funciones, 

entre otras, eran: vigilar y verificar el estricto cumplimiento del objeto 

contractual por parte del contratista, elaborar la certificación de 

cumplimiento, con la respectiva constancia de haber recibido del 

contratista los informes escritos de avance, copia de los recibos de pago 

de los aportes al sistema de seguridad social, como requisitos previos 

para proceder a los pagos correspondientes, de conformidad con las 

normas respectivas, velar porque se realizaran en debida forma los 

pagos al contratista y aprobarlos previamente, recibir los productos que 

emanan  del cumplimiento de las obligaciones -cláusula décima, 

numerales 1, 3, 4 y 5.- 

 

De igual forma, se convino que era responsabilidad del contratista 
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asumir los perjuicios ocasionados durante la ejecución del contrato que 

provinieran de acciones, omisiones, operaciones, errores técnicos, 

negligencias o descuidos, suyos o del personal a su cargo en desarrollo 

del contrato. En especial, era “…el único responsable frente a EL 

CONTRATANTE y frente a terceros de las actividades a su cargo, 

derivadas del contrato… EL CONTRATISTA en el plazo fijado por EL 

CONTRATANTE, y por su exclusiva cuenta y riesgo, deberá reparar o 

indemnizar cualquier perjuicio que ocasione a EL CONTRATANTE, o a 

METROVIVIENDA ” -cláusula décimo segunda-. 

 

También, se estipuló que la Constructora Nelekonar S.A.S. mantendría 

indemne y defendería a su propio costo al patrimonio autónomo y/o a 

Metrovivienda de cualquier reclamo pleito, queja o demanda y 

responsabilidad de cualquier naturaleza -cláusula décimo tercera-. 

 

En aras de cumplir lo estipulado en el pacto número 12 de 2014, suscrito 

con la Constructora Nelekonar S.A.S., la Fiduciaria Colpatria celebró el 

acuerdo número 14 de 2014 con Visión Arquitectos S.A.S., con el objeto 

que esta empresa realizara “…la interventoría técnica del contrato de 

consultoría, para la elaboración de diseño arquitectónico y todos los 

estudios técnicos necesarios  del proyecto denominado fábrica las luces, 

ubicado en la ciudad de Bogotá, de conformidad con el reglamento de 

contratación de Patrimonio Autónomo Matriz (en adelante Contrato de 

Interventoría), de acuerdo con las especificaciones, características y 

condiciones técnicas señaladas en el Anexo 4 de los Términos de la 

Convocatoria y la propuesta presentada por el CONTRATISTA el 19 de 

noviembre de 2014…”14. 

 

Dentro de las obligaciones de Visión Arquitectos S.A.S. se encontraban, 

entre otras, las de: “…1… 2. Aprobar el cronograma de ejecución del 

contrato que entregue el contratista para el desarrollo del contrato. 

3.Estudiar la normatividad nacional y distrital vigente que aplica para la 

consultoría a desarrollar y verificar que sea cumplida en los diseños 

                                                 
14 Folio 54 del PDF 06CuadernoProncipalParte1. 
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arquitectónicos, estudios y especificaciones técnicas, planos, 

memoriales de cálculo y en general en toda la información referente al 

objeto contractual del contrato de consultoría… 4. Verificar y asegurarse, 

en toda la información referente al contrato, de la correcta coordinación, 

correlación y coherencia técnica entre el diseño arquitectónico…5 

verificar que el contratista realice oportunamente la gestión necesaria 

para la obtención de aprobaciones y permisos de los estudios técnicos 

por parte de la empresa de servicios públicos u otras entidades del orden 

nacional y distrital como el Instituto Distrital de Patrimonio Cultural y el 

Ministerio de Cultura. 6… 7. Exigir el cumplimiento por parte de la 

consultoría de la entrega pactada de los productos establecidos en el 

contrato velando por su calidad y por el cumplimiento de la normatividad 

vigente…” -cláusula segunda-.15. 

 

También, se estableció que Visión Arquitectos S.A.S. asumiría los 

perjuicios ocasionados al patrimonio Subordinado Las Cruces y/o a 

Metrovivienda durante la ejecución del contrato, provenientes de 

acciones, omisiones, operaciones, errores técnicos, negligencias o 

descuidos suyos o del personal a su cargo en el desarrollo del contrato. 

Especialmente sería, el único responsable frente al contratante y 

terceros de las actividades a su cargo, entre ellas, seguimiento, control 

técnico, administrativo y financiero del contrato de estudios, diseños y 

obras de urbanismo del proyecto que debería adelantar por su cuenta y 

riesgo, bajo su exclusiva responsabilidad -cláusula décimo segunda-. 

 

El anterior escenario demostrativo, permite colegir que, los dos primeros 

pagos pactados, esto es, el 30% -$180.000.000,oo- y el 20% -

$120.000.000,oo- del valor total del contrato, estaban sujetos a las 

aprobaciones del calendario de actividades por parte del supervisor y, 

de la entrega del anteproyecto arquitectónico y estructural por el 

interventor y el supervisor del contrato. 

 

De consiguiente, si se sufragaron dichas cifras, porque la Directora de 

Obra de Metrovivienda, en calidad de supervisora del negocio, y Visión 

                                                 
15 Folio 54 ibídem. 
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Arquitectos S.A.S., en condición de interventora del mismo, avalaron el 

cumplimiento de los actos contractuales que le correspondía ejecutar a 

la Constructora Nelekonar S.A.S., de los cuales pendía la satisfacción 

de tales créditos, pese a que estos no cumplían con la calidad e 

idoneidad requeridas, debe concluirse, según el tenor literal de los 

acuerdos de consultoría e interventoría, que la responsabilidad civil 

derivada por sufragar tales montos, no recae en la empresa demandada, 

sino en quien le correspondía aprobarlos, específicamente, en la firma 

Visión Arquitectos S.A.S. 

 

Lo anterior, habida cuenta que la sociedad, en la estipulación décimo 

segunda del contrato de interventoría número 14 de 2014, como ya se 

indicó, se comprometió como “…único responsable…” ante el 

patrimonio autónomo demandante a resarcirle los menoscabos que le 

ocasionara con ocasión del incumplimiento de las actividades a su 

cargo, como el seguimiento, control técnico, administrativo y financiero 

del contrato de estudios, diseños y obras de urbanismo del proyecto Las 

Cruces. 

 

Por ende, es la compañía Visión Arquitectos S.A.S. la legitimada para 

ser la llamada a resistir los pedimentos de la promotora, y no la 

Constructora Nelekonar S.A.S. 

 

Así las cosas, sin más elucubraciones, la ausencia de la legitimación en la 

causa por pasiva en la sociedad convocada, de tajo conduce a negar las 

pretensiones, en razón a que el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria 

ha pregonado que “…si se reclama un derecho por quien no es su titular 

o frente a quien no es llamado a responder, debe negarse la pretensión 

del demandante en sentencia que tenga fuerza de cosa juzgada 

material, a fin de terminar definitivamente ese litigio, en lugar de dejar 

las puertas abiertas, mediante un fallo inhibitorio para que quien no es 

titular del derecho insista en reclamarlo indefinidamente, o para que 

siéndolo lo reclame nuevamente de quien no es persona obligada, 

haciéndose en esa forma nugatoria la función jurisdiccional cuya 
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característica más destacada es la de ser definitiva…”16. 

 

Entonces, como la falta de legitimación en la causa por pasiva conduce 

forzosamente a un pronunciamiento adverso a las peticiones de la 

actora, es innecesario examinar las inconformidades de esta parte 

enfiladas a reprochar su improsperidad, así como las dirigidas a declarar 

que el resarcimiento de los daños irrogados le concierne a la compañía 

de seguros llamada en garantía.  

 

Así mismo, denegadas las pretensiones impetradas, tampoco amerita 

estudio el llamamiento en garantía efectuado a Seguros del Estado S.A. y 

los reproches frente a la legitimación y responsabilidad de esta compañía, 

dado que la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia ha 

dicho: 

 

“…La relación material del llamamiento involucra únicamente al llamante 

y a la llamada. No se expande a ningún otro sujeto procesal ni siquiera 

a la parte actora, al punto que solo será objeto de estudio en el evento 

de prosperidad de las súplicas, de modo que si éstas se desestimaren 

el análisis resulta inocuo o innecesario, por regla general…”17. 

 

6.5. Tocante a la penalidad reclamada, valga destacar que en la cláusula 

vigésima segunda de la convención de consultoría -contrato número 12 de 

2014- se estipuló que “…[e]n caso de incumplimiento injustificado por 

parte de EL CONTRATISTA, previa determinación del Comité Fiduciario, 

de conformidad con el procedimiento que se estipule en el contrato, el 

contratista pagará al contratante sin necesidad de requerimiento judicial 

alguno, una suma equivalente al 20% del valor total del contrato, a título 

de cláusula penal pecuniaria…”18. 

 

A su vez, en la cláusula vigésima cuarta del mismo negocio se contempló 

                                                 
16 Corte Suprema de Justicia. Sentencia de 3 de 1997, CXXXVIII, páginas 364 y siguiente, 
citada en el expediente número 7804 de junio 21 de 2005. 
17Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia 6 de mayo de 2016, 

expediente 54001-31-03-004-2004-00032-01. Magistrado Ponente Doctor Luis Armando 
Tolosa Villabona. 
18 Folio 47 vuelto del PDF 06CuadernoPrincipalParte1. 



Verbal 040 2017 00738 01 

25 

que “…[e]l procedimiento para la aplicación de multas y la cláusula penal 

pecuniaria será el siguiente: 1. El supervisor enviará a la fiduciaria un 

informe escrito sobre los hechos que puedan constituir una multa. 2) Una 

vez recibido el informe escrito la FIDUCIARIA dará traslado de dicho 

informe al contratista y lo citará con el fin de solicitarle las explicaciones 

del caso y determinar su grado de responsabilidad. 3) Una vez recibidas 

las explicaciones de EL CONTRATISTA, LA FIDUCIARIA COLPATRIA 

pondrá el informe del supervisor y la explicación del contratista en 

conocimiento del COMITÉ FIDUCIARIO, para que este órgano determine 

si tales hechos constituyen incumplimiento de las obligaciones de EL 

CONTRATISTA, que ameriten la aplicación de las multas pactadas. 4) Si 

el Comité Fiduciario considera que el incumplimiento amerita multa, 

determinará su monto y comunicará la decisión al Contratista, quien en 

todo caso podrá presentar ante el Comité Fiduciario reclamación contra 

dicha decisión. Si el COMITÉ FIDUCIARIO decide imponer sanción, 

instruirá a la Fiduciaria Colpatria como vocera y administradora del 

PATRIMONIO AUTÓNOMO SUBORDINADO LAS CRUCES…”19. 

 

De lo trasuntado se colige que resulta improcedente el otorgamiento de la 

cláusula penal reclamada, pues para su causación devenía indispensable 

el agotamiento del procedimiento establecido en el contrato, esto es, que 

la supervisora informara a la fiduciaria sobre el posible incumplimiento, 

enterada de ello esta sociedad, corriera traslado a la contratista, y recibida 

su respuesta la remitiera junto con el informe para que el Comité Fiduciario 

determinara si se configuró el memorado incumplimiento; y, acorde con lo 

establecido por este ente, procediera la fiduciaria. 

 

No obstante, en el sub lite, el aludido trámite no fue evacuado, o al menos 

no se acreditó lo contrario, evento que de suyo impide que pueda 

materializarse la reclamación de la cláusula penal por esta puntual causa. 

Razón suficiente para negar su reconocimiento, sin que sea necesario 

realizar consideración adicional respecto a los reparos que sobre el tópico 

esbozaron las partes. 

                                                 
19 Folio 48 del PDF 06CuadernoPrincipalParte1. 
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6.6. Así que, con ocasión de lo expuesto en el numerales anteriores, serán 

revocados los numerales tercero y cuarto del acápite resolutivo de la 

providencia objeto de alzada, a través de los cuales se ordenó el pago de 

la penalidad pactada, previa declaratoria de responsabilidad de la 

encartada.  

 

6.7. Por último, la inconformidad por ordenarle a la impulsora de la litis que 

asumiera el 50% de las costas causadas en primer grado no debe abrirse 

paso, en razón a que ante la acogida de una de sus pretensiones y la 

desestimación de las demás, era plausible que en esa sede se emitiera tal 

condena, orden que se acompasa con lo dispuesto en el numeral 5° del 

artículo 365 del Código General del Proceso, el cual dispone que “[e]n 

caso de que prospere parcialmente la demanda, el juez podrá … 

pronunciar condena parcial…”. 

 

6.8. Consecuencia de lo que viene de exponerse, se revocarán los 

numerales tercero y cuarto de la parte resolutiva de la decisión de 

primera instancia, para en su lugar, no acceder a declarar que la 

encartada es civil y contractualmente responsable por el incumplimiento 

contractual alegado, ni a reconocer la cláusula penal reclamada. 

Confirmar dicha providencia en lo demás, pero por las razones 

expuestas con antelación. Condenar a la accionante a pagar las costas 

causadas en esta instancia, toda vez que resultó vencida en ella. 

 

7. DECISIÓN 

  

En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ, EN SALA DE DECISIÓN CIVIL, administrando 

justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE: 

 

7.1. REVOCAR los ordinales tercero y cuarto de la sentencia proferida el 

9 de marzo de 2020, por el Juzgado Cuarenta Civil del Circuito de 

Bogotá, D.C. para en su lugar, NO ACCEDER A DECLARAR QUE LA 
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SOCIEDAD DEMANDADA ES CIVIL Y CONTRACTUALMENTE 

RESPONSABLE POR EL INCUMPLIMIENTO CONTRACTUAL, NI AL 

RECONOCIMIENTO DE LA CLÁUSULA PENAL RECLAMADA, de 

acuerdo con lo expuesto en los considerandos. 

 

7.2. CONFIRMAR en lo demás, pero por los argumentos aquí 

expuestos. 

 

7.3. COSTAS de esta instancia a cargo del extremo activante. Liquidar 

en la forma prevista en el artículo 366 del Código General del Proceso.  

 

7.4. DEVOLVER el expediente a su Despacho de origen. Oficiar y dejar 

constancia. 

 

La magistrada sustanciadora fija como agencias en derecho en esta 

instancia la suma de $ 2’500.000.oo 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

 

Magistrada   

 

 

 

 

 

HENRY DE JESÚS CALDERÓN RAUDALES  

Magistrado 



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA SÉPTIMA CIVIL DE DECISIÓN 

 

Bogotá, D. C., dieciséis de abril de dos mil veintiuno 

 

11001 3103 041 2014 00161 01  

Ref. proceso ordinario seguido por Mario Humberto Vargas Vera contra Servientrega S.A. 

y Timón S.A. 

 

En atención a que el juzgado de origen remitió el expediente contentivo del 

proceso de la referencia, por correo electrónico, solo hasta el 15 de abril de 2021 a 

las 11:12 a.m., y en aras de dar cumplimiento al numeral primero de la sentencia 

de tutela STC11857-2020, que dictó la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema 

de Justicia el día 18 de diciembre de 2020 (confirmada, en sede de impugnación 

por la Sala de Casación Laboral de la misma Corporación el día 17 de marzo de 

2021, según lo informa el sistema de Consulta de Procesos Nacional Unificada), el 

suscrito Magistrado resuelve: 

 

DEJAR SIN EFECTO, parcialmente,  la sentencia que, en segunda instancia 

dictó el Tribunal el día de 4 de mayo de 2020, lo cual involucra que queda sin 

validez lo que allí se decidió en punto al “afincamiento del lucro cesante futuro”. 

 

En firme este proveído, reingrese inmediatamente el expediente al despacho 

para dar cumplimiento al numeral segundo de la sentencia de tutela proferida por 

la Sala de Casación Civil de la Alta Corporación. 

 

 Notifíquese y cúmplase 

 

 

 

OSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 

Magistrado 

 

Firmado Por: 

 

OSCAR FERNANDO YAYA PEÑA  

 MAGISTRADO 

 MAGISTRADO - TRIBUNAL 011 SUPERIOR SALA CIVIL DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-BOGOTÁ, D.C. 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto 

en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 369f6fdf7ec5827a0edcde1cd784fe2455cb5e5b583798f07158aea90bce7da8 

Documento generado en 16/04/2021 02:30:11 PM 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL 

 

Bogotá, D.C., dieciséis de abril de dos mil veintiuno. 
 
 

Radicado: 11001 31 03 041 2019 00301 01 

Proceso:    Verbal, Luz Dary Rojas Moncada Vs Residencial Urbanización Carlos Lleras 

Restrepo MZ A P.H. 
 

 

1. Mediante auto de 4 de marzo de 2021 (notificado mediante anotación 

en estado virtual de 5 del mismo mes y año) se declaró desierta la 

apelación formulada por la parte demandante contra la sentencia de 

primera instancia, pues no sustentó en este grado jurisdiccional.  

 

2. La apoderada de dicho extremo interpuso recurso de reposición contra 

esa determinación, apoyada en que siempre estuvo atenta a la plataforma 

Siglo XXI pero ésta presentaba inconvenientes por lo que no podía ver la 

Sala o Magistrado a quien había correspondido la alzada; que buscó en 

los estados electrónicos de todos los tribunales en donde se observa que 

no existió actuación alguna antes del 5 de marzo; que no se le notificó de 

manera oportuna estando sus datos en los diferentes escritos presentados 

en el trámite; y que la ley impone a las autoridades la obligación de dar 

publicidad a sus decisiones. Y manifestó anexar las pruebas del 

seguimiento del proceso.  

 

CONSIDERACIONES 

  

Para resolver la reposición formulada basta señalar que, de la revisión 

detallada del asunto, se evidencia que la recepción y reparto del presente 

proceso, así como las decisiones proferidas en este grado jurisdiccional, 

se registraron o anotaron en debida forma en el sistema de publicidad 

Siglo XXI, y que tales providencias -específicamente, el auto admisorio- 

se notificaron mediante anotaciones en estados virtuales en el micrositio 
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web de la Secretaría de la Sala Civil, conforme el artículo 9° del Decreto 

Legislativo 806/20.  

 

En efecto: i. el proceso se incluyó en el sistema y repartió bajo el número 

de radicado 11001 31 03 041 2019 00301 01, como en efecto 

correspondía al ser la primera vez que subía al Tribunal para 

conocimiento del superior; ii. la radicación y el reparto se efectuaron el 

15 de febrero de 2020, según los registros que constan en el Sistema 

Siglo XXI (“Radicación de Proceso Actuación de Radicación de 

Proceso realizada el 15/02/2021 a las 16:28:32 Reparto del Proceso a 

las 16:31:06” y “Repartido a:GERMAN VALENZUELA VALBUENA”); 

iii. el auto de 16 de febrero de 2021, en el cual se admitió la apelación y 

se indicó la forma en que se desarrollaría la sustentación, quedó 

registrada en el referido sistema desde ese mismo día (“Notificación por 

Estado Actuación registrada el 16/02/2021 a las 18:46:07.”), en donde, 

además, se indicó el vínculo o link en donde se encuentra el estado 

virtual; y iv. tal providencia se notificó mediante anotación en estado 

virtual E-26 de 17 de febrero, publicado en el micrositio web dispuesto 

para la Secretaría de la Sala dentro de la página de la Rama Judicial.  

 

De lo anterior se sigue que todas las actuaciones y decisiones de esta 

instancia se surtieron y entraron por los medios establecidos en las 

normas procesales que rigen actualmente el trámite del recurso de 

apelación de sentencias, y en general, el procedimiento en materia civil. 

 

2. Cabe acotar, ahora, que los argumentos expuestos por el recurrente no 

pueden ser de recibo, comoquiera que: 

 

i. no se acreditó que hubiere existido alguna falla o deficiencia en el 

Sistema Siglo XXI y en el micrositio web de la Secretaría, que hubiera 

impedido a la parte apelante, e incluso a su contraparte, conocer lo 

actuado y resuelto por este Tribunal en las fechas exactas, 
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específicamente, en lo que atañe a la radicación, reparto y admisión de la 

alzada. 

 

Es de ver, sobre el punto, que la apoderada de la demandante afirmó que 

estuvo pendiente de consultar el sistema, que se presentaba siempre un 

inconveniente en el mismo, y que antes del 5 de marzo no existía 

actuación alguna; sin embargo, ello no fue probado, pues la captura de 

pantalla que se allegó para demostrar ese dicho carece de las condiciones 

necesarias para poder ser tenido en cuenta. Nótese que en tal ‘pantallazo’ 

no reposa la fecha en que fue tomado, o la data en que se realizó la 

consulta, y en todo caso, en los campos de búsqueda no se estaba 

ingresando de manera correcta el número de radicado, en tanto que se 

ingresó 11001 31 03 041 2019 00301 00, cuando este último consecutivo 

corresponde a las actuaciones del juez de primera instancia. 

 

Así las cosas, quedó plenamente demostrado que antes del 5 de marzo de 

2021 sí aparecían en el sistema el proceso y sus actuaciones, lo que no 

logró desvirtuarse por la recurrente. 

 

Y ii. en el escrito de la reposición, la apoderada indicó que buscó en 

los listados internos de la página de la Rama los estados y actuaciones del 

Tribunal, pero no existió actuación alguna antes del 5 de marzo, para lo 

cual anexó unos documentos; sin embargo, ese argumento en manera 

alguna puede salir avante, comoquiera que el auto admisorio se notificó 

mediante estado virtual de 17 de febrero de 2021, el cual se publicó ese 

día y aún reposa en el micrositio con la providencia debidamente 

insertada; y que los documentos que se adjuntaron al escrito de la 

reposición corresponden a capturas de pantalla de dos estados del 

Juzgado 41 Civil del Circuito (00013 de 15 de febrero y 0014 de 18 de 

febrero), siendo evidente, entonces, que en esos listados nunca podría 

haberse notificado alguna decisión de la Sala Civil de esta Corporación. 
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Es imperioso acotar, en esa senda, que cada Juzgado y Sala del Tribunal 

es independiente y notifica las decisiones en estados propios.  

 

3. Por último, en cuanto a que no se le remitió a la apoderada notificación 

de la admisión, no obstante constar en el expediente sus datos  (dirección, 

correo y móvil), el Tribunal pone de presten que, pese a las 

circunstancias excepcionales acaecidas por la emergencia sanitaria y 

pandemia, que aún persisten, no se ha creado una forma especial de 

notificación mediante comunicación directa a número de teléfono, 

correos electrónicos o direcciones físicas particulares -ni de las partes ni 

de los apoderados-, y por lo tanto, las providencias emitidas en procesos 

civiles se notifican por anotación en estado virtual que se publica en el 

sitio web de la Secretaría de la Sala Civil de esta Corporación, y que esos 

proveídos se pueden consultar en el mismo espacio web. 

 

Nótese que el artículo 9° del citado Decreto estableció que “las 

notificaciones por estado se fijarán virtualmente, con inserción de la 

providencia, y no será necesario imprimirlos, ni firmarlos por el 

secretario, ni dejar constancia con firma al pie de la providencia 

respectiva”, como se viene realizando en la Sala Civil de este Tribunal 

mediante fijación electrónica del estado y publicación de las providencias 

en el espacio web que se destinó para ello por parte del Consejo Superior.  

 

Además, la Sala Civil de la Corte, en fallo de tutela en el que analizó 

asunto similar al planteado, señaló que para la notificación de 

providencias no se estableció obligación de remisión vía correo 

electrónico, y que la publicidad de los autos debe realizarse conforme el 

artículo 9° del Decreto 806 de 2020:  

 
“Por otra parte, la justificación alegada por el actor consistente en que «en [su] 

correo electrónico nunca llegó ninguna comunicación del Tribunal, no recibí 

llamada alguna de ese Despacho e igualmente no hubo correspondencia a mi oficina 

al respecto» no es admisible toda vez que esta fue publicitada en debida forma de 
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conformidad con lo dispuesto en el artículo 9° del Decreto 806 de 4 de junio de 

2020”.  

 

(…) 

 

4.2. Tal proceder se encuentra ajustado a lo prescrito en citado artículo 9° del Decreto 

806 del 2020, el cual dispuso que 

 

«ARTÍCULO 9. Notificación por estado y traslados. Las notificaciones por estado se 

fijarán virtualmente, con inserción de la providencia, y no será necesario 

imprimirlos, ni firmarlos por el secretario, ni dejar constancia con firma al pie de la 

providencia respectiva.». 

 

Nótese que la normativa en precedencia ordena la divulgación vía internet del estado 

y, adicionalmente, la inclusión de la resolución susceptible de notificación. De 

manera tal que es irrebatible que para formalizar la «notificación por estado» de las 

disposiciones judiciales no se requiere el envío de «correos electrónicos». 

Ciertamente, la norma únicamente exige, se reitera, realizar la publicación web y en 

ella colocar el hipervínculo de la decisión emitida por el funcionario jurisdiccional. 

 

Esto ha de ser así pues «librar la providencia emitida como mensaje de datos a la 

«dirección electrónica», o física mutaría en otra tipología de «notificación», como es 

la personal, pues son los parámetros anunciados por el artículo 291 del Código 

General del Proceso y 8° del Decreto en mención». (STC5158-2020)” 1. 

 

DECISIÓN 
 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá, Sala 

Civil, NO REPONE el auto proferido el 4 de marzo de 2021.  

NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE  

El Magistrado, 
 

GERMÁN VALENZUELA VALBUENA  

Rad. 11001 31 03 041 2019 00301 01 
 

 

Firmado Por: 

 

GERMAN  VALENZUELA VALBUENA  

MAGISTRADO TRIBUNAL O CONSEJO SECCIONAL 

TRIBUNAL SUPERIOR SALA 019 CIVIL DE BOGOTÁ D.C. 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
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Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

                                                 
1 Fallo STC9383-2020 de 30 de octubre de 2020, Radicación n.° 11001-02-03-000-2020-02669-00. 

Postura sostenida en providencias posteriores del mismo tipo. 



 

 

República de Colombia 

Rama Judicial 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, D.C. 

SALA CIVIL DE DECISIÓN 

 

Bogotá, D.C., dieciséis (16) de abril de dos mil veintiuno (2021) 

 

MAGISTRADO           : JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO 

RADICACIÓN  : 110013103044201800228 01                   

PROCESO   : VERBAL 

DEMANDANTE           : ALBERTO LITTFACK PINEDA  

DEMANDADO             : ALBA LUCÍA MEJÍA Y OTROS 

ASUNTO   : RECURSO DE CASACIÓN. 

 

  Procede el Despacho a resolver sobre la concesión del 

recurso extraordinario de casación, interpuesto por el extremo actor, 

contra la sentencia proferida, en el sub lite, por esta Corporación, el día 

25 de marzo del año que avanza. 

 

SE CONSIDERA: 

 

1. Enseñan los artículos 334 y 338 del Código General del 

Proceso, que el recurso de casación procede contra las sentencias 

dictadas en procesos declarativos, por los Tribunales Superiores del 

Distrito en segunda instancia, “cuando las pretensiones sean esencialmente 

económicas”, en los casos en que el valor de la resolución desfavorable 

al recurrente, exceda de mil (1.000) salarios mínimos legales 

mensuales vigentes al momento proferirse el fallo, monto que, para la 

época en que se produjo la sentencia en el sub lite, corresponde a la 
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suma de NOVECIENTOS OCHO MILLONES QUINIENTOS VEINTISÉIS 

MIL PESOS ($908’526.000,oo) M/CTE.1 

  

A su turno, el artículo 339, ibídem, establece que “[c]uando 

para la procedencia del recurso sea necesario fijar el interés económico 

afectado con la sentencia, su cuantía deberá establecerse con los 

elementos de juicio que obren en el expediente. Con todo, el recurrente 

podrá aportar un dictamen pericial si lo considera necesario, y el 

magistrado decidirá de plano sobre la concesión.” 

 

2. Desde esa perspectiva, bien pronto se advierte la 

inviabilidad de la concesión del recurso incoado, por cuanto del examen 

a los medios probatorios obrantes en el proceso, no aparece 

demostrado que el valor del perjuicio irrogado a los demandantes, con 

el fallo de segunda instancia, sea superior al interés exigido por la ley 

procesal para acceder a ello. 

 

Al respecto, es preciso señalar que en el trámite de primera 

instancia no se aportó dictamen que estimara el justiprecio del predio 

sobre el cual versan las pretensiones del litigio, por lo tanto, el único 

elemento de juicio que serviría para determinar la afectación económica 

sufrida por los recurrentes con el fallo proferido por este Corporativo, 

sería el avalúo catastral del mencionado inmueble para el año 2018, 

visible a folio 135 del cuaderno principal, el cual ascendió a la suma de 

$452’241.000,oo.  Sin embargo, dicho valor no supera los mil (1.000) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes, requeridos para la 

concesión del recurso extraordinario de marras. 

 

3. Así las cosas, era necesario que un experto en la materia 

determinara la cuantía del interés para recurrir en casación, carga 

procesal que no cumplieron los demandantes, pues omitieron allegar 

una experticia para establecer el actual avalúo comercial de la heredad. 

 

 
1 El salario mínimo legal mensual fijado por el gobierno para el año que avanza es de $828.116,oo. 
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En esa línea de pensamiento, cabe destacar que, a voces de 

la jurisprudencia de la Sala de Casación Civil “(…) para determinar la 

cuantía antes referida debe limitarse a los elementos que ya reposan en el 

expediente, de manera que ya no puede decretarse de oficio o a solicitud 

de parte dictámenes periciales, por el contrario la norma establece que 

si lo considera necesario es el recurrente quien debe allegar el estudio 

correspondiente, pues al magistrado le concierne únicamente resolver de 

plano.”2 (Subrayado y negrilla fuera del texto) 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Bogotá, D.C, RESUELVE: 

 

PRIMERO: NIÉGASE el recurso extraordinario de 

casación interpuesto por la parte actora, contra la sentencia de fecha 

y procedencia pre anotadas, de conformidad con las motivaciones que 

anteceden. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

  

JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO 

Magistrado 

(4420180022801) 

 

  

 
2 CSJ AC6870-2016 
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En la liquidación de costas, la secretaría del despacho de primera instancia 

incluya como agencias en derecho la suma de $3’000.000,oo. 

CÚMPLASE, 
 

Firmado Por: 
 

MARCO ANTONIO ALVAREZ GOMEZ  
 MAGISTRADO 

 MAGISTRADO - TRIBUNAL 006 SUPERIOR SALA CIVIL DE LA CIUDAD 
DE BOGOTA, D.C.-SANTAFE DE BOGOTA D.C.,        

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

70e7a37c526e1960ae556c4033234e386ae12765fec2929220709ab9e65139d7 

Documento generado en 16/04/2021 01:14:15 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



Código Único de Radicación  11-001-31-03-036-2014-00106-01 

Radicación interna 5792  

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SALA CIVIL 

 
 
 

Bogotá, D.C., dieciséis (16) de abril de dos mil veintiuno (2021) 
 
 
Revisado el expediente se advierte que, en efecto, en la audiencia llevada a 

cabo el 20 de enero de 2021, la parte demandada solicitó la suspensión del 

proceso, petición negada, por lo que interpuso apelación, la que no se 

concedió, decisión frente a la que esgrimió reposición y queja; la juez 

desestimó el primero, y concedió el segundo (carpeta “1.Cuaderno-Principal”, 

video “133AUDIENCIA2014-106_00AM”, mins. 16:00 y 29:00). 

 

Asimismo, presentó nulidad, la cual fue rechazada de plano, determinación 

apelada por la convocada, recurso concedido en el efecto devolutivo (ibid. 

Mins. 1:19:40 y 1:28:30).  

 

No obstante, esta Corporación únicamente hizo reparto de la apelación 

formulada frente a la sentencia. Por consiguiente, procédase por Secretaría al 

abono de las citadas queja y apelación frente al auto que rechazó de plano la 

nulidad.  

 

Cúmplase. 
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SALVEDAD DE VOTO 

 

Proceso verbal de Elizabeth Kimberly Brackman Escalona y otros contra 

Politécnico Internacional Institución de Educación Superior de Bogotá. 

(Exp: 110013103036201700790 02) 

 

Respetuosamente discrepo de la sentencia, por haber revocado lo que no debió 

revocarse, dado que sí había lugar al reconocimiento del daño moral, como lo 

entendió el juzgado. 

 

En efecto, para decidir del modo en que lo hizo, la mayoría de la Sala consideró 

que por haberse ejercido una “acción de tipo contractual”, la señora Brackman 

no podía reclamar ese daño “en calidad de causahabiente”, puesto a que su hija 

falleció sin que hubiere “alcanzado a adquirir tal derecho”. Con otras palabras, 

que si la hija y nieta de los demandantes falleció instantáneamente, no se 

generó para ella ningún daño moral que pueda transmitirse a sus ascendientes.  

 

Ocurre, sin embargo, que esa postura obedece a una desafortunada 

interpretación de la demanda y a una inadvertencia de orden legal, por las 

siguientes razones: 

 

 i) La primera, porque la parte demandante incurrió en un típico error 

inducido, puesto que fue el juzgado el que le impuso el deber de corregir una 

demanda que estaba correctamente planteada, pues en ella, desde un principio, 

se ejerció una acción de responsabilidad extracontractual. La inadmisión del 

libelo fue lamentable e indujo a los accionantes a cometer el equívoco que ahora 

se les enrostra. Luego un error del juzgador no podía dar al traste con el 

derecho.  
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 ii)  La segunda, porque es deber de los jueces interpretar la demanda; 

lo ha dicho la Corte Suprema de Justicia en innumerables sentencias y lo 

precisa, en la hora actual, el numeral 5º del artículo 42 del CGP.  

 

 Por consiguiente, si bien es es cierto que en su escrito de corrección, la 

parte demandante precisó que se trataba de una responsabilidad civil 

contractual, no lo es menos que las pretensiones relativas al daño moral 

claramente precisaron que se trataba de resarcir “el dolor insuperable e 

irreparable para una madre y sus abuelos paternos, al perder a su ser más 

querido”, lo que también aparece explícito en los hechos de la demanda.  

 

 Quiere ello decir que en relación con ese específico daño, los 

demandantes pidieron que se les pagara el perjuicio por el daño propio, no por 

el causado a su hija. La demanda, entonces, no dejaba espacio para la duda, 

razón por la cual la Sala no podía afirmar que la parentela de la hija y nieta 

fallecida demandó el pago del daño moral causado a la difunta.  

 

 (iii)  La tercera, porque es asunto averiguado que, tras la expedición del 

Código General del Proceso, quedó derogado, a partir del 1º de enero de 2016, 

el artículo 1006 del Código de Comercio, que prohibía ejercitar 

acumulativamente la acción contractual y la extracontractual en los casos de 

fallecimiento del pasajero (art. 626, lit. c).  

 

 Para el momento en que se presentó la demanda, bien podían los 

demandantes, en un mismo escrito, pedir el pago de los perjuicios causados a 

Yulissa María (derecho trasmitido a sus herederos), y de manera simultánea los 

que personalmente se les infirieron por su muerte. Sin embargo, la mayoría de 
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la Sala entendió, contra lo que dice la demanda, que sólo se había ejercido la 

acción contractual, que sólo se había pedido el reconocimiento del perjuicio 

causado a la pasajera y que, por tanto, en este proceso no podía ordenarse el 

reconocimiento de los daños directos irrogados a su madre y abuelos.  

 

Luego, un error del juez de primer grado y un yerro de apreciación e 

interpretación de la demanda, aparejados  a la inobservancia de la referida 

disposición, provocaron, a mi juicio, una decisión injusta. La madre perdió a su 

hija; los abuelos perdieron a su nieta; la sentencia reconoció que los 

demandados son culpables; el dolor no puede negarse, pero la justicia ha 

sentenciado que por cuestión de nomenclaturas el victimario debe salir 

ganancioso.  

 

Como la sentencia la considero injusta, debo dejar constancia de mi voto 

disidente.º 

 

Firmado Por: 

 

MARCO ANTONIO ALVAREZ GOMEZ  

 MAGISTRADO 

 MAGISTRADO - TRIBUNAL 006 SUPERIOR SALA CIVIL DE LA CIUDAD 

DE BOGOTA, D.C.-SANTAFE DE BOGOTA D.C.,        

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
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